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La Constitución 
El 1 6 de diciembre de 1978, 

cerca de 18 millones de es-
/ pañoles acudían a las urnas 

para refrendar la Constitución, tan 
laboriosamente elaborada durante 
todo el año. Hoy, con la serenidad 
que impone la distancia, los espa-
ñoles tienen una opinión mayorita-
ria claramente favorable a cómo se 
desarrollaban entonces los acuer-
dos entre las distintas fuerzas polí-
ticas. La mayoría de los ciudada-
nos apoyan sin restricciones el sis-
tema democrático, valoran alta-
mente la figura del Rey y se mues-
tran dispuestos a mantener —o 
aumentar— el actual sistema de 
autonomía política consagrado en 
la Constitución. Fernando Abril 
Martorell, entonces vicepresidente 

cumple 
10 años 
del Gobierno, y Alfonso Guerra, 
número dos del PSOE, fueron los 
encargados de derribar los innu-
merables inconvenientes que se 
presentaron en 1978 para acabar el 
texto constitucional y quienes die-

ron un impulso definitivo a aquella 
figura que se llamó el consenso. Li-
bertades, autonomías y política 
económico-social tuvieron, desde 
entonces, un campo nuevo. Pero el 
desarrollo de la Constitución toda-
vía no está terminado, a pesar dei 
trabajo de puntualización y aper-
tura de caminos llevado a cabo por 
el Tribunal Constitucional. Ya en-
tonces el País Vasco marcó la dife-
rencia con una abstención altísi-
ma, que en ocasiones ha servido 
para legitimar a algunos dirigentes 
de Herri Batasuna en sus declara-
ciones anticonstitucionales. Adol-
fo Suárez, ex presidente del Go-
bierno, y Gregorio Peces-Barba, 
ponente del PSOE, fueron figuras 
más que destacables en ese año. 

La Carta Magna, además de Ínte-
r e s ^ a los políticos, ha tenido una 
incidencia —a veces no adverti-
da— en la vida cotidiana. Aborto 
libertad de culto, divorcio, mayo-
ría de edad y un largo etcétera se 
encuentran en este apartado. Ven-
tajas y hbertades que estuvieron a 
punto de quebrarse el 23 de febre-
ro de 1981 por obra y acción de al-
gunos mihtares que nunca enten-
dieron qué significaba para el resto 
de los españoles el texto aprobado 
en 1978. Un año, este último, que 
además de la Constitución españo-
la trajo al mundo los acuerdos de 
Camp David o la primera bebé-pro-
beta, pe todo ello se habla en estas 
24 páginas exclusivamente dedica-
das al cumpleaños constitucional. 
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1978 lligil 1988 

Masìvo apoyo de los españoles al sistema democrático 
La mayoría de los ciudadanos valora la intervención del Rey y desea niveles más elevados de autonomía política 

EL PAÍS 
Dos de cada tres españoles prefieren la democracia constitucional a cualquier otro de los regímenes anteriores. La ma-yoría de los ciudadanos tienen una opi-nión muy favorable del proceso de transi-ción a la democracia, que en la percepción de los ciudadanos tuvo cuatro protagonis-tas: el Rey, la Prensa, el movimiento obre-ro y el entonces presidente del Gobierno, Adolfo Suárez. Pocos desean una reforma constitucional —aunque tampoco la ex-cluyen— y existe un amplio sentimiento a favor de mayor autonomía política, con un 11% de personas partidarias de que las nacionalidades tengan posibilidad de con-vertirse en independientes. Éstos son al-gunos datos de una encuesta de Demosco-pia realizada expresamente para EL PAÍS a los 10 años de la Constitución. 

Existe una conciencia casi unánime de que la Constitución de 1978 trajo la liber-tad: así piensan cuatro de cada cinco es-pañoles mayores de 14 años (81%), al ex-presar que hoy hay más libertad de la que había antes de aprobarse la Constitución. Sin embargo, y aún mayoritario, no es tan unánime el criterio (61%) de que actual-mente uno puede expresar libremente sus opiniones políticas: uno de cada tres espa-ñoles cree que es mejor "andarse con cui-dado" en este terreno (34%), habiéndose extendido tal opinión considerablemente en los últimos tres años. Según datos del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS), en 1985 sólo el 25% de los españo-les expresaba estas cautelas. 
Se ha cobrado conciencia de que ahora se pueden hacer cosas, gracias a la Consti-tución, que antes y sin ella no podían ha-cerse (56% de los entrevistados). Lo que con mayor frecuencia viene a la mente y expresan espontàneamente los ciudada-nos es la libertad, en general, o el ejercicio de alguna libertad concreta, sobre todo de expresión: ahora se dispone de "más liber-tad" (36%), más libertad de expresión (37%), de Prensa (3%) o de asociación (2%). Una minoría piensa, primero, en el mejor nivel de vida (5%), el derecho al voto (5%) o la igualdad de la mujer (2%). 
Para la mayoría de los ciudadanos, la Constitución es un marco de Ubre convi-vencia, en cuya elaboración no han preva-lecido las ideas e intereses de ningún par-tido o sector en particular. Así pensaba la mayoría de los ciudadanos hace unos años (57%) y sigue pensándolo ahora (48%). 
El juicio sobre la práctica constitucio-nal desde 1978 resulta ponderadamente 

Libertad y concordia como principales contenidos de la 

1985 % 1988 % 
En España tenemos hoy más libertad que antes de aprobarse la Constitución 76 81 
— Igual 13 12 
— Menos 5 4 
Tiene la impresión de que hoy en España: 
— Puede uno expresar libremente sus opiniones políticas 66 61 
— Es meior andarse con cuidado 25 34 
A su iuicio, ¿qué es lo más importante de la Constitución española? 
— Que garantiza la litiertad 40 36 
— Permite resolver los conflictos por medios pacíficos 15 17 
— Se aprobó por acuerdo de casi todos 11 15 
— Umita los poderes del Gobierno 4 7 
— Restauró la Monarquía 7 5 
— Reconoce el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones 3 6 
Diría usted que en la Constitución han prevalecido las ideas e intereses de: 
— La derecha 6 11 
— La izquierda 5 7 
— El centro 7 7 
— Todos y ninguno en particular 57 48 
Los porcantajes hasta sumar 100 se deben a faltas de respuestas. 
Los datos de 19SS proceden de publicaciones del Centro de Investigaciones Sociolúgicas. 

A SU JUICIOTCÁDA UNA DE LAS'SIGUIENTES" INSTITUCIONES Y GRUPOS SOCIALES 
HA ACEPTADO LA CONSTITUCION 

crítico y realista. Se perciben dificultades, 
pero en modo alguno se ve una urgencia 
de reforma constitucional. El reconoci-
miento de la libertad no necesariamente 
implica xma aceptación masiva y acritica 
de la bondad de la Constitución en su fun-
cionamiento y la práctica política en estos 
10 años. Ya se ha visto el ensanchamiento 
de la franja de ciudadanos que creen que 
no se pueden expresar libremente. 

A. PALACIO 

Además, aunque muy pocos opinan que la Constitución ha resultado ser mala (7%), la opinión está prácticamente dividi-da entre quienes piensan que a la vista de estos 10 años ha resultado ser una buena Constitución (39%) y quienes la evalúan como regular (41%). Sxmiando la opinión 
regular y mala, en su conjunto resulta una valoración más crítica que del todo positi-va (48% fi-ente a 39%). Tras estas opinio-

nes deben operar, sin duda, factores de tanto peso político como la persistente problemática de integración nacional de las comunidades vasca y catalana o del desequilibrio en el sistema de representa-ción política del centro y la derecha, por hacer referencia sólo a limitaciones es-tructurales de nuestra situación política. 
La opinión más positiva sobre el fimcio-namiento de la Constitución jse da, por una parte, en la generación que protagonizó la transición y a la que pertenece la mayor par-te de la clase política del régimen [quienes están entre los 36 y 46 años, que en un 43% opinan bien de la Constitución]. Por otra, en las generaciones más jóvenes: 46% en el grupo entre los 14 y 17 años; 50% en el de 18-21 años. Entre las comunidades autóno-mas debe destacarse la más frecuente valo-ración positiva de la Constitución en la Co-munidad Valenciana (56%), Galicia (54%) y Andalucía (45%); la menos frecuente, en el País Vasco (13%) y Cataluña, está en tomo a la media nacional del 38%. En tomo a esta media se sitúan también los votantes de AP e lU (PCE); por encima quedan los del PSOE (49%) y el CDS (43%). 
Como correlato de la valoración ante-rior aparece el sentimiento frecuente de que algunos grupos o sectores del país han aceptado la Constitución sólo a medias o no la han aceptado. La imagen de mayòr aceptación corresponde a los partidos, los sindicatos y los trabajadores —aun sin su-perar significativamente el 50%—, y la de menor aceptación, a los militares y a los obispos, que uno de cada cinco españoles cree que no la han aceptado. En una posi-ción intermedia quedan las clases medias, banqueros, jueces y policías. 

Posibilidades de reforma 
Aunque el conocimiento detallado de la Constitución es poco frecuente (el 8% dice conocerla bastante bien y el 32% "por en-cima"), se sabe mayoritariamente que la Carta Fundamental puede modificarse (60%). Casi nadie piensa que no debe mo-dificarse nunca (4%). Tanto la opinión de los que creen que debe modificarse cada vez que haga falta, como la de quienes piensan que eso sólo debe hacerse en te-mas u ocasiones muy excepcionales, al-canzan magnitudes parecidas del 40% y 39% de la ciudadanía, respectivamente. 

Las situaciones o problemas merece-dores de una reforma constitucional, más frecuente y espontáneamente aducidos. 
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La Constitución |hgi|| cumple 10 años 
un i 
Y LA ACTIVIDAD ASOCIATIVA 
Si hubiera podido usted elegir su propio pais, ;; 
¿habría elegido España o hubiera preferido otro? 

Con seguridad 
otro pats 

Espana 
sin duda 

Le da asco 

Le aburre 

Le apasiona 
""5 2 

Le interesa 

Le inspira 
desconfianza 

Le tiene 
sin cuidado 
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Poco Muy poco Muy orgulloso 
3 2 de ser español 
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' t 

Poco 

EVALUACIÓN OEL FUMCIOKAMIENTO OE U CONSTíTUCfÓN 
Eftcanjitnto,y ala vista 
de I3 exp^éflcia tie 
10 años, db'fa que 
la actual Cons» " 
resultado ser.„ 

Mala 

Buena 

% 
¿En qué medida diría usted 
que la existencia de la 
Constitución influye, de una 
forma u otra, en su vida 
cotidiana? 

Mucho 

Regular 

¿Cree usted que los españoles 
conocemos bien nuestra 
Constitución o no? 

Bastante 

Poco 

Casi nada 

Muy poco 

Imente conoce 

Por encima 
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son los referidos a Administración de jus-
ticia (4%), regulación de empleo (4%), se-
guridad ciudadana y terrorismo (3%), y 
otros relativos a igualdad social, autono-
mías, enseñanza, aborto, etcétera, con 
menciones de menor frecuencia. A partir 
de estos datos no puede llegarse a la con-
clusión de que exista un deseo mayoritario 
de reforma constitucional. 

En líneas generales, los españoles se 
sienten orgullosos de serlo y de haber na-
cido en este país (85%). Pero sólo a uno de 
cada tres le interesa activamente la vida 
política; otro tercio es más bien indiferen-
te, y a un último tercio le resulta hostil. En 
esas dos últimas categorías se instala la 
inmensa mayoría de los que se abstienen 
en las elecciones, que rondan el 30%. 

Al igual que en otras sociedades occi-
dentales, las personas de más edad suelen 
manifestar una mayor identidad nacional 
o nacionalista que los jóvenes (10 puntos 
porcentuales más entre los mayores de 45 
años en España). Sin embargo, el mayor 
interés político y la mayor actividad aso-
ciativa político-sindical se dan en las eda-
des intermedias de 25 a 45 años. La afilia-
ción sindical y de partido en este sector es 
el doble que la media nacional. Los jóve-
nes se asocian más en entidades de otro 
tipo (deportivas, culturales), tendencia 
que se quiebra a partir de los 36 años y 
sobre todo desde los 60. 

Sin nostalgia del pasado 
Ahora, con la actual democracia, es cuan-
do nuestro país está políticamente mejor: 
así lo afirma una clara mayoría de los ciu-
dadanos españoles (64%). Esta preferen-
cia por la democracia actual frente a otros 
regímenes del pasado (dictadura de Primo 
de Rivera, II República, franquismo) pa-
rece ampliarse con el tiempo. Hace tres 
años hacía esa afirmación un 58%, es de-
cir, seis pimtos más bajo que ahora. A ello 
contribuye, sin duda, el hecho de que en 
esta ocasión se haya entrevistado también 
a jóvenes de 14 a 17 años, que constituyen 
un sector especialmente identificado con 
el actual régimen [entre ellos, en efecto, 
sólo un 9% expresa su preferencia por al-
guna otra época anterior, frente a un 17% 
en el conjunto nacional o un 29% entre los 
mayores de 60 años]. 

La preferencia por la actual democra-
cia, frente al franquismo y otros regímenes 
anteriores, domina ampliamente en todos 
los sectores sociales e ideológicos de nues-
tra sociedad. Varía, según los casos, la in-
tensidad de la preferencia, pero no el senti-
do básico de la misma: por ejemplo, entre 
los votantes de AP son casi dos veces más 

Ahora, mejor que nunca. En conjunto, ¿cuándo cree usted que 
ha estado España mejor, políticamente, en estos últimos 50 o 60 
años? 

Total (AAo 1988) Edad 
población votantes de 14 18 48 81 

1985 
Nov. 
1988 AP PSOE CDS 

iU-
PCE 

a 
17 

a 
21 

a 
60 

O 
más 

Con la dictadura de Primo de Ri-
vera 2 2 1 1 5 0 1 0 1 5 
Con la República 3 4 0 3 7 17 2 3 2 5 
En la época de Franco 16 11 28 6 14 0 6 3 17 19 
Con la democracia actual se 64 48 80 57 62 70 72 59 55 
NS/NC 21 19 23 10 17 21 21 22 21 16 
Fuente: para 1985, Banco de Datos del GIS. 

Valoración de la transición a la democracia. Hace ahora 13 años, 
a la muerte de Franco, muy poca gente tenía una idea clara de lo 
que podría pasar en este país. En general, y sin descender a los 
detalles, ¿cómo cree usted que han ido las cosas, igual o peor de 
lo que usted esperaba? 

Población total Partido votado en 1988 
1980 (*) 1988 AP PSOE CDS PCE-IU 

Mejor 18 53 48 67 57 57 
Igual 26 22 19 20 25 24 
Peor 29 17 30 12 12 12 
NS/NC 27 8 3 1 6 7 
* Para 1980. 
Fuente: Banco de Dalos del CIS. 

Porcentajes de españoles que consideran que en la transición a 
la democracia fue muy o bastante importante la actuación de: 

Votantes de 
Total AP PSOE CDS PCE-IU 

El Rey 69 75 78 79 58 
La Prensa 65 61 71 74 59 
El movimiento obrero 60 58 66 55 67 
Adolfo Suárez 57 75 65 79 38 
Los intelectuales 52 52 57 59 51 
Felipe González 49 55 64 64 35 
El movimiento estudiantil 48 47 52 50 55 
Los militares 39 40 40 53 24 
La Iglesia 23 27 23 29 8 

¿Cree usted que la forma en que se llevó a cabo la transición a la 
democracia constituye un motivo de orgullo para los españoles? 

Partido votado Reglón 
Total AP PSOE CDS PCE-IU Cataluña Andalucía P. Vasco Madrid 

Porcentaje que 
contesta "sT 69 77 80 73 74 71 66 51 79 

mmierosos los que creen que España está 
mejor ahora que con el franquismo. Pro-
porción que llega a ser de 13 a 1 entre los 
votantes socialistas, y de cuatro a uno en-
tre los votantes del CDS. 

Asimismo, entre los más jóvenes (14 a 
21 años) 7 de cada 10 optan por el régimen 
actual (y sólo 1 de cada 10 por otra situa-
ción anterior), frente a 5 de cada 10 de los 
mayores de 46 años. Es decir, las nuevas 
generaciones de españoles perciben algo 
más aún que sus mayores que política-

mente nuestro país está ahora mejor que 
nunca. 

A casi década y media ya de distancia, 
el proceso de transición a la democracia 
es objeto en nuestro país de una valora-
ción clara y aun crecientemente positiva. 
En efecto, el 53% opina ahora que, en con-
junto, las cosas salieron mejor de lo espe-
rado: opinión que en 1980, es decir, a mu-
cha menor distancia cronológica de los 
hechos, sólo expresaba un 18%. 

Es decir, el paso del tiempo ha contri-

buido a revalorizar claramente en nuestra 
sociedad el proceso de transición. En la 
actualidad, sólo 1 de cada 10 votantes del 
PSOE, CDS e lU considera que las cosas 
fueron peor de lo esperado; entre los vo-
tantes de AP, esa proporción sube a casi 1 
de cada 3 (es decir, la misma proporción, 
prácticamente, que expresa su añoranza 
por el régimen franquista). 

Con la relativa perspectiva histórica 
que proporciona el tiempo ya transcurri-
do, los españoles atribuyen el protagonis-
mo principal en el proceso de tránsito a la 
democracia, en primer lugar, al Rey, se-
guido de la Prensa (un reconocimiento, sin 
duda, a la función de parlamento de papel 
desempeñado por ésta en los últimos años 
del franquismo y primeros de la democra-
cia), del movimiento obrero y de Adolfo 
Suárez. En esta distinción de protagonis-
mos existe, por otro lado, un notable gra-
do de coincidencia entre los votantes de 
los distintos partidos. 

La forma en que se llevó a cabo la tran-
sición a la democracia constituye, en todo 
caso, un motivo de orgullo para los espa-
ñoles: así lo piensa el 69% de la población 
nacional. El porcentaje más bajo a este 
respecto corresponde al conjunto del País 
Vasco: 51%, pero resulta, con todo, supe-
rior a la mayoría absoluta. 

El mejor sistema posible 
Progresivamente, la identificación de los 
españoles con el sistema democrático se 
hace más extensa. En 1980, un 49% consi-
deraba que la democracia es preferíble a 
cualquier otra forma de gobierno, y un 
34% no respondía a la pregimta. En la ac-
tualidad, ofrece esa misma respuesta un 
69%, y el porcentaje de personas que no 
responden queda tan sólo en un 9%. Es 
decir, en los ocho años transcurridos se ha 
producido un amplio incremento de la 
toma de postm-a en esta cuestión. 

La cuarta parte de la dudadam'a (27%) 
cree ahora que en España existe ya una de-
mocracia como en otros países europeos: 
hace tan sólo ocho años pensaba así nada 
más que el 7%. Por oteo lado, entre 1980 y 
la actualdiad ha aumentado (del 35% al 
42%) la proporción de españoles que opi-
nan que en nuestro país existe una demo-
cracia aún débil, pero con muchas posibili-
dades de consolidarse. En cambio, en estos 
años ha ido disminuyendo apredablemente 
la proporción de quienes no creen en la con-
solidación de la democracia en España (del 
16% al 7%), y de quienes piensan que no se 
puede decir que haya, aquí y ahora, ima de-
mocracia (del 14% al 6%). 

Pasa a la página signieiite 
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1978 o 1988 
Valoración de la democracia 
Porcentajes de entrevis-
tados que optan por cada Población 
una de las frases sigulen- total Partido votado Edad 
tes: 19S0 1988 AP PSOE CDS PCE-IU 14-17 18-21 45-60 +60 
La democracia es preferible a 
cualquier otra forma de go-
bierno 49 69 54 79 74 76 69 68 61 57 
En algunas circunstancias, un 
régimen autoritario, una dicta-
dura, puede ser preferible ai 
sistema democrático 9 11 29 6 14 8 12 11 16 17 
A las gentes como yo lo mismo 
nos da un régimen que otro 8 11 13 10 12 10 12 16 15 21 
NS/NC 34 9 4 4 0 6 7 5 8 5 
Filante para 1980: Banco de Datos del CIS. 

Situación de la democracia en España 
¿Con cuál de las si- PobiMtón 
aulentes frases está US- Partido votado en 1988 Reglón 
ted más de acuerdo?: 1980 1988 AP PSOE CDS PCE-IU Madrid Catalu. Andalu. P. Vasco 
En España la democracia 
no podrá consolidarse en 
ningún caso 3 2 1 2 2 0 2 1 2 3 
En España no pyede decir-
se que exista una democra-
cia 14 6 13 3 2 11 9 3 6 19 
En España es difícil que lle-
gue a consolidarse la demo-
cracia 13 5 7 5 7 5 6 2 4 7 
En España tenemos una de-
mocracia débil con muchas 
posibilidades de consoli-
darse 35 42 48 41 54 41 52 51 43 41 
En España existe ya una de-
mocracia como las eu-
ropeas 7 27 18 38 27 26 24 26 26 12 
NS/NC 28 18 13 11 8 17 7 17 19 18 

El Rey. Porcentaje que dice estar muy o bastante de acuerdo con 

Fuente para 1980: Banco de Datos de) CIS. 

Población 
total AP 

Votantes de 
PSOE CDS PCE4U CataluAa P.Vasco 

Sin la presencia y actuación del Rey, 
la transición a la democracia en Es-
paña no hubiera sido posible 58 68 68 57 48 59 49 
La figura del Rey es para los espa-
ñoles una garantía de orden y esta-
bilidad 64 64 72 74 52 65 46 

1 
El Rey ha sabido ganarse la simpatía 
incluso de aquellos que no veían ia 
Monarquía con buenos ojos 75 75 80 85 74 82 67 
El Rey ha probado que la Monarquía 
podría cambiar y adaptarse a las 
exigencias actuales de la sociedad 
española 64 70 73 74 55 65 49 

H-

El Rey, al detener el intento de golpe 
del 23F, se ganó el respeto de los 
demócratas españoles 75 82 78 83 67 84 70 •jf-

La Monarquía 

F; 

V-
Porcenta|es de acuerdo y desacuerdo 
con cada una de las afirmaciones si-
guientes acerca de la Monarquía 

Más Men 
de 

acuerdo 

Más bien 
de 

acuerdo AP 

% de acuerdo 
entre votantes de 

PSOE CDS PCE-IU 
V 

Asegura el poder político 44 30 47 50 46 36 
Es una institución de origen divino 9 73 8 11 10 7 > 
Es algo superado desde hace tiempo 35 36 18 39 31 33 i -Î 
Garantiza el orden y la estabilidad 53 30 56 63 57 39 
Está enraizado en la tradición y en la historia 
española 69 14 75 75 78 55 
Todo depende de cómo sea el Rey 56 25 65 62 45 67 

Viene de la página anterior 
Uno de cada cinco residentes en el País 
Vasco no cree que haya realmente demo-
cracia en España, y apenas uno de cada 10 
acepta que la democracia española sea 
comparable a otras de Europa. 

Para el conjunto de los españoles, el 
Reino Unido aparece como el país más 
democrático, seguido de la República Fe-
deral de Alemania, Francia y, a alguna 
distancia, Italia. A continuación figura Es-
paña, por delante de Grecia y Portugal. 

El modelo de organización territorial 
del Estado establecido por la Constitu-
ción representa la alternativa que mejor 
acogida recibe entre la ciudadanía espa-
ñola en su conjunto: un 30% declara, en 
efecto, sus preferencias por ese sistema, 
en tanto que un 22% desea un esquema 
parecido al actual, pero con mayores ni-
veles de autonomía. El 19% prefiere la 
vuelta a un Estado centralizado y el 11% 
quiere que las nacionalidades tengan la 
posibilidad de convertirse en Estados in-
dependientes. 

Ahora bien, entre los residentes en 
Cataluña y sobre todo en el País Vasco, 
la situación es justamente la inversa: en 
conjunto son mayoría quienes quieren 
más autonomía que la actual o incluso 
aspiran a la posibilidad de independen-
cia (28% y 21%, respectivamente, en Ca-
taluña, y 20% y 39%, respectivamente, 
en el País Vasco). Comparando los datos 
de la actual encuesta con los obtenidos 
hace tres años para una misma pregunta, 
cabe apreciar un claro deslizamiento de 
la opinión hacia las alternativas más 
autonomistas. 

El Rey y la democracia 
Dos de cada tres españoles consideran 
que la Monarquía está enraizada en nues-
tra historia y tradición; opinan así dos de 
cada tres votantes de PCE-IU. Las opi-
niones se dividen, sin embargo, a la hora 
de opinar sobre si se trata o no de algo su-
perado: la mayoría percibe la Monarquía 
como una institución capaz de asegurar el 
poder poh'tico y de garantizar el orden y la 
estabilidad. 

En todo caso, el valor funcional de la 
Monarquía, como institución del pasado 
pero útil para el presente, aparece vincula-
do directamente a la persona que la encar-
ne: dos de cada tres votantes, tanto de AP 
como del PCE o del PSOE, y uno de cada 
dos del CDS piensan que "todo depende 
de cómo sea el Rey". 

Para la ciudadanía española, el rey 
Juan Carlos jugó un papel decisivo en la 
transición a la democracia. El 58% afirma 

VALORACION RELATIVA DE OiFEflENTES SISTEMAS DEMOCRATICOS 

7,56 
En una escalada del cero 
al diez, en la que el 
diez representa un 
sistema profundamente 
democrático, ¿en qué punto 
situaría usted el actual 
sistema politico de...? 

Reino 
Unido 

Italia España Grecia Portugal 

A. PALACIO 

La organización territorial del Estado 
De las siguientes alternativas 
sobre la organización del Esta-
do en España, dígame con cuál 

Población 
total 

está usted más de acuerdo: 1985 1988 Andalucía Galicia Cataluña P.Vasco 
Un Estado con un único Gobierno 
central, sin autonomías 26 19 19 18 7 6 
Un Estado con regiones y nacionalida-
des autónomas como en la actualidad 37 30 36 40 25 19 
Un Estado con regiones y nacionaiida-
des con mayor autonomía que en la 
actualidad 23 22 16 24 28 20 
Un Estado en que se reconociese a las 
nacionalidades la posibilidad de con-
vertirse en Estados independientes 7 11 4 5 

» 
21 

39 
NS/NC 6 18 25 14 20 16 
Fuente para 1985: Banco de Datos del CIS. 

que ésta no hubiera sido posible sin el 
Rey. Don Juan Carlos se ganó el respeto 
de los demócratas con su actuación con-
tra el intento golpista del 23-F: opina así el 
75% del conjunto nacional, porcentajes 
que en el caso de Cataluña es del 84% y 
del 70% en el País Vasco. 

El Rey ha probado que la Monarquía 
podía cambiar y adaptarse a la nueva rea-
lidad social española: lo cree así el 64% 
del total, porcentajes que superan el 70% 
entre los votantes de AP, PSOE y CDS y 
hasta un 55% entre los de PCE-IU. Una 
amplia mayoría de los españoles afirma 
que el Rey se ha constituido en garantía de 
orden y estabilidad: lo cree así el 64% del 
total. Por partidos, esos porcentajes son 
del 74% entre los votantes del CDS, el 
72% de los del PSOE, el 64% de los de AP 
y el 52% de los del PCE. Finalmente, don 
Juan Carlos ha sabido ganarse la simparía 

incluso de aquellos que no veían la Mo-
narquía con buenos ojos: lo declara así el 
75% del conjunto nacional, el 82% en Ca-
taluña y el 67% en el País Vasco. 

Ficha técnica 
Sondeo realizado por Demoscopia, SA, 
sobre una muestra nacional de 1.200 per-
sonas de uno y otro sexo, a partir de los 14 
años, representativa, con un nivel de con-
fianza del 95,5% y márgenes aproximados 
de error de ±2,7% para datos globales. La 
muestra se ha sobrerrepresentado en el 
País Vasco hasta 100 entrevistas y ha sido 
reequilibrada a efectos del análisis de da-
tos. Las entrevistas se llevaron a cabo a 
domicilio por el sistema de rutas aleato-
rias entre los días 16 y 21 de noviembre. 
Proceso de datos en Odec-Unitec. 

18 millones de 
españoles votaron 
el proyecto 
de Constítudón 

EL PAÍS 
Cerca de 18 millones de españoles 
(el 68% del censo) acudieron a votar 
en el referéndum constitucional ce-
lebrado hace 10 años [el número 
exac to de v o t a n t e s fue de 
17.873.301]. El 87% de ellos —más 
de 15 millones de personas— dio su 
aprobación al texto que ha regido el 
marco político y de convivencia de 
los españoles a lo largo de este pe-
ríodo, frente a un porcentaje de vo-
tos negativos que no alcanzó el 8%. 
Fue un resultado ampliamente favo-
rable al proyecto de Constitución, 
que fue elaborado por los partidos 
políticos con representación parla-
mentaria a lo largo de año y medio 
de trabajo. 

Ocho millones de ciudadanos, no 
obstante, optaron por quedarse en 
casa a la hora de votar la Constitu-
ción. El fenómeno abstencionista 
tuvo motivaciones específicamente 
políticas en el País Vasco, donde los 
partidos nacionalistas optaron por 
el sufragio negativo o la abstención. 
El número de personas que no acu-
dió a las urnas el 6 de diciembre de 
1978 provocó muchos comentarios 
en los medios políticos y periodísti-
cos de la época, puesto que en las 
elecciones legislativas del 15 de ju-
nio de 1977 —las primeras desde el 
restablecimiento de la democra-
cia— había votado cerca del 80% 
del censo. 

El paso del tiempo ha demostra-
do que existe hoy mejor opinión de 
la Constitución y de la capacidad de 
consenso usada por los políticos de 
la transición, de la que se expresó 
durante aquel período. La mayoría 
de los dirigentes políticos considera 
el consenso como la principal vir-
tualidad del período constituyente, 
y la encuesta de Demoscopia publi-
cada en estas mismas páginas mues-
tra el grado de valoración que el sis-
tema constitucional ha alcanzado 
entre una amplia mayoría de los es-
pañoles. 

tí?-
IrV-í 
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La Constitución Ol cumple 10 años 

Alfonso Guerra y Fernando Abril, los dos principales artífices del consenso. 

Consenso entre dos 
Femando Abril y Alfonso Guerra fueron los verdaderos protagonistas del acuerdo constitucional 

MAHISA FLÓREZ 

EL PAÍS 
La Constitución de i978 fue fru-
to del acuerdo voluntarioso de 
todas las fuerzas políticas para 
facilitar una transición sin trau-
mas, pero también de la extraña 
similitud de caracteres de dos 
hombres. Femando AbrU Marto-
rell —actualmente retirado de la 
política activa y entonces vice-
presidente del Gobierno— y Al-
fonso Guerra, que cuando ese 
consenso se iba a pique fueron 
capaces de reunirse en un restau-
rante y en menos de cinco horas 
reescribir 25 de sus artículos más 
polémicos. A partir de ese día, lu-
nes 22 de mayo de 1978, la histo-
ria de los debates constituciona-
les no se desarrolló tanto en los 
escaños del palacio de las Cortes 
como en las rexmiones de estos 
dos hombres, uno centrista y 
otro socialdemócrata, más pare-
cidos de lo que querrían recono-
cer, amigos del teatro, negocia-
dores expertos, capaces de tirar 
papeles al suelo, renunciar en 
menos de 10 minutos a algo que 
hasta entonces era innegociable, 
enemistarse y volverse a amigar, 
todo ello sin perder la admira-
ción que sienten el uno por el 
otro. Sin ellos resulta imposible 
entender el largo y complicado 
camino que siguió la redacción 
del texto fundamental. 

Política de sobreentendidos 

La Constitución, como muchas 
otras cosas en los primeros años 
de la transición democrática, fue 
producto de un sobreentendido. 
La ley para la Reforma Política, 
por la que las Cortes franquistas 
se hicieron el harakiri, no preveía 
en ningún artículo la convocato-
ria de elecciones "constituyen-
tes", y, sin embargo, todos quie-

nes fueron a votar el 15 de junio 
de 1977 para elegir, por primera 
vez en 40 años, un Parlamento 
democrático sabían que esos 
diputados y senadores tendrían 
que elaborar la novena Constitu-
ción española. Era im Parlamen-
to constituyente extraño (nadie 
poseía la mayoría absoluta) , 
como extraña era la situación po-
lítica. Todo estaba prendido con 
alfileres: la recién instaurada Co-
rona, los partidos políticos o los 
sindicatos. Probablemente fiie la 
insegimdad de unos y otros la 
que hizo que se empezara a ha-
blar muy pronto de una Constitu-
ción "para todos", una Constitu-
ción de consenso, aunque al prin-
cipio nadie se pusiera de acuerdo 
en el mejor método a seguir. Al-
gunos centristas —temerosos tal 
vez de la falta de experiencia de 
la mayoría de los parlamenta-
rios— sugirieron la posibilidad 
de encargar un primer borrador a 
una comision de catedráticos, 
pero ya en la sesión inaugural, 
presidida por don Juan Carlos 
(cuyo discurso, por cierto, fue os-
tensiblemente ignorado por los 
socialistas), el propio Felipe 
González descartó tal posibili-
dad: "Las Cortes se bastan y se 
sobran", sentenció. 

Roca por Tierno 
Así pues, había que encontrar el 
camino dentro del Parlamento, y 
el primer paso fue la creación de 
una ponencia con siete dipu-
tados, repartidos del siguiente 
modo: tres de UCD, dos del 
PSOE, uno del PCE y uno de AP. 
Los socialistas, que hicieron 
todo lo posible por evitar la en-
trada en la ponencia de Enrique 
Tierno Galván, entonces presi-
dente de otro partido, el PSP, re-

nunciaron sin embargo a uno de 
sus dos puestos en favor de Mi-
guel Roca, representante de Mi-
noría Catalana. Las reuniones a 
puerta cerrada se desarrollaron 
entre el 22 de agosto y mediados 
de noviembre de 1977, y dieron 
como fruto un borrador "secre-
to". Cuando, ^acias a una filtra-
ción de la revista Cuadernos para 
el Diálogo, el texto pudo ser co-

nocido, se desató la polémica: el 
borrador hablaba ya de naciona-
lidades, dejaba abierta la puerta 
al divorcio, reconocía a la Mo-
narquía parlamentaria como for-
ma de Estado, no aludía para 
nada a la Iglesia católica y seña-
laba que los poderes públicos po-
drían intervenir en la dirección, 
coordinación y explotación de 
las empresas "cuando así lo exi-

ARTICULO 1 

1. España se constituye en un 
Estado social y democrático de Derecho, que 

propugna como valores superiores de su 
ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la 

igualdad y el pluralismo político. 2. La soberanía 
nacional reside en el pueblo español, del que emanan 

los poderes del Estado. 3. La forma política del 
Estado español es la Monarquía parlamentaria. 

\ 

imni 

gieren los intereses generales". 
La verdadera batalla empezó en 
ese mismo momento. En menos 
de un mes, los diputados hicieron 
llegar a la ponencia nada menos 
que 3.200 enmiendas. La más cu-
riosa de todas, conocida como 
"la 35 al 35", fiie propuesta por el 
ex ministro franquista Licinio de 
la Fuente. Pedía que los poderes 
públicos quedaran obligados a 
facilitar el acceso de los trabaja-
dores a la propiedad de los me-
dios de producción. El socialista 
Peces-Barba y el entonces comu-
nista Solé Tura —que jamás se 
hubieran atrevido a proponer 
algo semejante— se quedaron 
boquiabiertos y la apoyaron en-
cantados. 

La anécdota de la enmienda 
de Licinio de la Fuente (que, por 
supuesto, no quedó reflejada en 
la Constitución) sirve para ex-
presar el terríble desconcierto en 
el que sé movió gran parte de los 
parlamentarios. Unión de Centro 
Democrático (UCD), por ejem-
plo, era una coalición muy hete-
rogénea ideológicamente en la 
que pronto surgieron los recelos. 
Los ponentes centristas trabaja-
ron muchas veces sin saber cuál 
podría ser la reacción de sus 
compañeros de escaño. El presi-
dente Suárez dejó inicialmente el 
diseño de la estrategia constitu-
cional en manos de Landelino 
Lavilla y de Miguel Herrero de 
Miñón (un diputado que años 
después pasaría al partido de 
Manuel Fraga), para quienes lo 
más importante era acorralar a 
los socialistas, evitando al mismo 
tiempo la impresión de que se 
formaba un bloque "de dere-
chas" con Alianza Popular. 

La táctica centrista tuvo al 
principio éxito y en la segunda 
lectura del borrador Peces-Bar-
ba comprobó cómo se iban modi-
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1978 1988 
ficando aspectos que considera-
ba esenciales. La reacción socia-
lista fue abandonar con gran es-
cándalo la ponencia e iniciar los 
trabajos en la comisión desde 
una postura crítica. Tres enmien-
das de UCD —que pretendían 
no incluir en la Constitución la 
abolición de la pena de muerte ni 
la mayoría de edad a los 18 años, 
así como introducir un nuevo 
texto por el que se dejaba abierta 
la posibilidad de dictar excepcio-
nales medidas antiterroristas— 
situaron los debates en un punto 
de no retomo, el momento más 
peligroso por el que atravesó la 
Constitución. El consenso, anun-
ció González, quedaba roto y el 
PSOE "se veía obligado a incluir 
la reforma constitucional en su 
próximo programa electoral". 
Eso era exactamente lo que no 
convenía a nadie: ni a la Monar-
quía ni a U C P ni a las institucio-
nes del nuevo Estado democrá-
tico. 

La noche de los 25 
Fue entonces cuando irrumpieron 
en escena los auténticos padres de 
la Constitución: Abril y Guerra. 
Pocos días más tarde. Femando 
Abril, investido de todos los po-
deres, convocó al número dos del 
PSOE en el restaurante José 
Luis, de Madrid. Entre las diez de 
la noche y las tres de la madruga-
da, los dos hombres, asesorados 
por expertos, volvieron a redactar 
25 artículos. Guerra aceptó que la 
pena de muerte se aboliera, "sal-
vo lo que puedan disponer las le-
yes penales militares para tiempo 
de guerra", así como la suspen-
sión de derechos fundamentales 
para presimtos casos de terroris-
mo. Abril reconoció la mayoría de 
edad a los 18 años y prometió re-
considerar el texto relativo a la li-
bertad de enseñanza, no adjetivar 
el derecho a la huelga y aguar el 
reconocimiento del cierre pa-
tronal. 

A partir de entonces todo fiie 
sobre ruedas. Durante tres locas 
semanas, los dos equipos de ex-
pertos nombrados por Abril y 
Guerra (a los que se sumaron 
pronto comunistas, catalanes y 
vascos) se reunieron de despa-
cho en despacho para corregir, 
reescribir y pulir los artículos que 
horas después debían votarse en 
el Congreso. La rapidez con la 
que se llegó a acuerdos en esas 
pequeñas reuniones dio lugar a 
situaciones insólitas: como la 
mayoría de los diputados no sa-
bía lo que tenía que votar, sus 
portavoces inventaron im siste-
ma de señas que ellos respetaban 
disciplinadamente. 

Aunque las negociaciones pa-
ralelas en restaurantes y despa-
chos provocaron numerosas cri-
ticas, lo cierto es que ese peculiar 
sistema de trabajo permitió lo-
grar el objetivo bàsico: imprimir 
velocidad a los debates (todo el 
proceso parlamentario llevó, 
pese a todo, algo más de 15 me-
ses) y conseguir una Constitu-
ción respaldada por los partidos 
con mayor número de escaños. 

De las 3.200 enmiendas ini-
ciales, sólo 187 llegaron al Pleno 
del Congreso que había de apro-
bar el texto íntegro, y de los 350 
diputados, sólo dos (Federico 
Silva, de AP, y Francisco Leta-
mendia, abertzale vasco) votaron 
en contra. Hubo, eso sí, la nota-
ble ausencia de los ocho dipu-
tados del Partido Nacionalista 
Vasco —que prefirieron ausen-
tarse del hemiciclo— y 14 abs-
tenciones, entre ellas las de va-
rios parlamentarios aliancistas. 

Um Constitución que funciona 
MAURICE DUVERGER 

AZ/I décimo aniversario de la 
Constitución española de di-
ciembre de 1978 sirve para 
subrayar una vez más que los 
textos de las leyes fimdamenta-
les importan menos que la 
puesta en práctica de las mis-
mas. El texto constitucional 
que hoy celebramos ha instau-
rado un parlamentarismo de 
corte clásico, que coincide con 
una monarquía hereditaria. De 
este modo, la Constitución es-
pañola se parece a las constitu-
ciones vigentes en otros cinco 
Estados de la Comunidad Eu-
ropea, a saber, el Reino Unido, 
los Países Bajos, Bélgica, Di-
namarca y Luxemburgo. Por 
su carácter de texto escrito y, 
sobre todo, por el sistema elec-
toral diseñado para el Congre-
so de los Diputados, está mu-
cho más alejada de la Consti-
tución británica que de las 
otras cuatro, las cuales se fun-
dan en una representación pro-
porcional, lo que las condena a 
un régimen parlamentario de 
estilo italiano, en el que los 
Gotóemos respectivos se ven 
reducidos a la impotencia por 
falta de mayoría o por no dis-
poner más que de una minoría 
mayoritaria. Pero en la prácti-
ca, la Constitución española de 
1978 está mucho más cerca de 
un régimen pa r l amen ta r io 
como el británico, en el que los 
Gobiernos permanecen duran-
te sus legislaturas correspon-
dientes al tiempo que disponen 
de una enorme capacidad de 
decisión. Y esto se fundamenta 
en dos elementos esenciales, 
que no dependen de la propia 
Constitución: uno, que aparece 
sóhdamente establecido, es la 
influencia del Rey; el otro, que 
queda a la merced del voto de 
los ciudadanos, es la existencia 
de una mayoría parlamentaria 
estable y disciplinada. 

Personalidad 
En ningima de las otras monar-
quías de la Comunidad Eu-
ropea la Corona tiene una im-
por tanc ia t an significativa 
como en España, y eso a pesar 
de que sólo hace 13 años que 
ha sido restaurada tras ima in-
terrupción de casi medio siglo. 
Bien es cierto que ningún otro 
soberano reinante puede hacer 
valer una ascendencia tan 
prestigiosa como la de Luis 
XIV. Pero la legitimidad here-
ditaria cuenta menos en estas 
circunstancias que la propia 
personalidad del soberano. 
Para im observador político, la 
transición de la dictadura fran-
quista a la restauración y a la 
consolidación de un régimen 
democrá t ico es uno de los 
acontecimientos históricos 
más extraordinarios del siglo 
XX. El rey Juan Carlos ha sido 
el principé artífice de esta ta-
rea, gracias a una combinación 
sutil de habilidad y firmeza, 
discreción y autoridad. Los 
principios exigían que la Cons-
titución le otorgase menos pre-
rrogativas que a los jefes de 
Estado republicanos de otras 
naciones mediterráneas que 
han instaurado las Ubertades 
casi al mismo tiempo. Sin em-

EP / EFE 
El Rey deposita su voto el 6 de diciembre. Abajo, don Juan Carlos sancio-
na el texto constitucional. 

bargo, los intereses de España 
reclaman que la influencia mo-
ral de su Rey siga contribuyen-
do al arraigo de las institucio-
nes, que no simepre están bien 
perpetradas contra eventuales 
crisis. 

La consecución de una ma-
yoría parlamentaria reviste en 
Madrid im carácter casi más 
milagroso que en París hace 15 
años. En 1977, la Unión de 
Centro Democrático fue casi 
mayoritaria con un 47% de es-
caños, y un 48%, en 1979. En 

1982, el partido socialista al-
canzó la mayoría absoluta, con 
el 57,7% de los diputados, ma-
yoría que repitió en 1986, con 
el 52,6%. En Francia, un resul-
tado simüar a este que comen-
tamos se ha alcanzado me-
diante un mecanismo de escru-
tinio mayorítario a dos vueltas. 
En España se ha logrado lo 
mismo, a pesar del factor de 
proporcionalidad, que dificulta 
enormemente la consecución 
de mayorías estables al favore-
cer el multipartidismo y la in-

dependencia de cada forma-
ción política. Es cierto que la 
proporcionalidad se ve atenua-
da gracias a correctivos, tal 
como lo prescribía la ley de Re-
forma Política, de 18 de no-
viembre de 1976. Al combinar 
la media más alta, la escasa 
población de algunas circuns-
cripciones y el tope mínimo del 
3% de los inscritos en el censo 
electoral, el sistema de elec-
ción favorece a los grandes 
partidos. A pesar de haber es-
tado a punto de conseguir la 
mayoría de escaños en dos 
ocasiones, la Unión de Centro 
Democrático no consiguió más 
que el 35% de los sufragios. El 
PSOE sobrepasó ampliamente 
en 1982 la mitad de los dipu-
tados con el 48,7% de los vo-
tos, y con el 44% de los sufra-
gios, en 1986. 

Futuras elecciones 
Pero esta forma de primar la 
mayoría va estrechándose de 
forma regular. Y nada puede 
garantizar que siga siendo sufi-
ciente en futuras elecciones le-
gislativas. Incluso corregido, el 
factor de proporcionalidad es 
un método peligroso de escru-
tinio, dado que tiende, por su 
propia naturaleza, más hacia 
la formación de Parlamentos a 
la italiana que a la inglesa. El 
haberle otorgado rango de 
constitucionalidad, siguiendo 
el modelo de la Constitución 
alemana de Weimar, es quizá 
el principal punto débil de la 
Cons t i tuc ión españo la de 
1978, tanto más por cuanto 
que el texto constitucional no 
señala mecanismos especiales 
que permitan a un determina-
do Gobierno soslayar la falta o 
la insuficiencia de la mayoría, 
como ocurre, por ejemplo, con 
el artículo 49.3 de la Constitu-
ción francesa. En París, Michel 
Rocard evalúa en la actualidad 
el efecto disuasorio de esta 
arma que Raymond Barre, Pie-
rre Mauroy, Laurent Fabius y 
Jacques Chirac han utilizado 
24 veces entre 1979 y 1988. 

Técnicas similares podrían 
ser de utilidad algún día en 
Madrid, al igual que una evolu-
ción del sistema electoral hacia 
el escrutinio mayorítario. Pero 
los españoles no tienen necesi-
dad de tales mecanismos por el 
momento. Hasta ahora, Espa-
ña ha sabido compensar muy 
bien en la práctica algunos de 
los puntos débiles y desequili-
brios de su Carta Magna. Tras 
una larga experiencia en Go-
biernos mayoritarios como los 
británicos, a los españoles no 
les gustaría experimentar la 
impotencia de Gobiernos mi-
noritarios como los italianos. 
Si algún día llegasen a caer por 
descuido en un abismo así, sal-
varían rápidamente la situa-
ción mediante la disolución de 
las cámaras. Pero guardémo-
nos del defecto siempre habi-
tual entre juristas de perfeccio-
nar los textos legales. No hace 
falta introducir modificaciones 
en la composicón de un equipo 
ganador. No es preciso, en 
consecuencia , revisar una 
Constitución que funciona. 
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tos peinados del barrio del Pilar, en 1983, uno de los episodios más polémicos en el respeto a los derechos ciudadanos. 

Resistencias a la consolidación de las libertades 
El terrorismo y la asfixia del sistema judicial han afectado al ejercicio de los derechos fundamentales 

RICARDO MARTÍN 

JOAQUÍN PRIETO 
£I sistema de libertades públicas 
y derechos fundamentales dise-
ñado por la Constitución era 
muy sólido y ha sido aplicado 
con respeto al espíritu de los 
constituyentes, pero aún no ha 
arraigado un clima de defensa 
plena de todas las libertades, se-
gún políticos y juristas consulta-
dos por este periódico. El terro-
rismo, con 668 muertos en 10 
años, ha inducido al uso de legis-
laciones poco ajustadas a la 
Constitución. Y la justicia, confi-
gurada como garante de los dere-
chos de las personas, ha sido víc-
tima de la falta de sintonía entre 
los poderes del Estado y en los 
últimos años es el servicio públi-
co que más quejas registra por 
parte de los ciudadanos, según el 
Defensor del Pueblo. 

Algunas de las libertades 
constitucionales gozan de gran 
respeto. Se han registrado muy 
pocos problemas para ejercer el 
derecho de asociación (70.800 
grupos u organizaciones inscri-
tas en este período en el registro 
de Interior) y no hay denuncias 
graves respecto al derecho de 
reimión "pacífica y sin armas", 
con más de 28.000 manifestacio-
nes celebradas durante el perio-
do socialista, por cierto cada vez 
con menos respeto a la obligada 
comunicación previa —que no 
permiso— a la autoridad. 

Hay muchos problemas, sin 
embargo, para que las personas 
puedan ejercer el derecho "a la 
tutela efectiva de los jueces y tri-
bimales" y a un proceso público 
"sin dilaciones indebidas" (ar-
tículo 24), en medio del atasco de 
asuntos en juzgados y tribunales. 
También recaen denuncias pe-
riódicas sobre la violación del 
"secreto de las comunicaciones", 
sobre ciertas detenciones policia-
les y sobre el cumplimiento de la 
prohibición de "tratos inhuma-
nos o degradantes" (artículo 15). 

Todavía este año, el Defensor 
del Pueblo, Alvaro Gil Robles, se 
ha visto obligado a recordar que 
las autoridades gubernativas tie-
nen que colaborar en la investi-
gación de denuncias por malos 
tratos y adoptar medidas caute-
lares respecto a fiincionarios im-
plicados en esas denuncias, "ha-
bida cuenta de las demoras exis-
tentes en la resolución de los pro-
cedimientos judiciales". Y hasta 
1986 se ha mantenido la ambi-
güedad de la retención policial, 
habiendo siendo necesaria ima 
sentencia del Tribunal Constitu-
cional para clarificar que ningún 
ftmcionario puede inventarse si-
tuaciones intermedias entre la 
detención y la libertad. 

Justicia y Administración 
Los padres de la Constitución son 
los primeros en apreciar desarro-
llos desiguales de los derechos 
ñindamentales. El profesor Jordi 
Solé Tura, ex miembro del PCE-
PSUC y ahora colaborador de 
los socialistas, afirma que "los 
problemas se deben muy espe-
cialmente al impacto negativo 
del terrorismo y a la dificultad de 
adaptar los anteriores aparatos 
estatales a la realización de las 
nuevas tareas". Gabriel Cisne-
ros, otro de los ponentes de la 
Constitución —representante de 
UCD en la ponencia, hoy en el 
Partido Liberal—, asegura que 
"la administración de justicia y, 
en general, la fiindón pública, no 
responden a la fisonomía con que 
fiieron concebidas por los consti-
tuyentes". 

Manuel Fraga va mucho más 
lejos: "En materia de administra-
ciones públicas (se refiere al pe-
ríodo socialista) no ha habido re-
forma, sino ocupación, con retro-
ceso a los peores tiempos del sis-
tema de despojos'". Esta opinión 
del ponente constitucional y líder 

conservador, referida al alto nú-
mero de puestos de libre designa-
ción hasta 1986, no es comparti-
da por el equipo del ministro Joa-
quín Almunia —actual responsa-
ble de las Administraciones pú-
blicas—, cuya política ha sido de 
clara reducción de dichos 
puestos. 

Miquel Roca, portavoz de la 
Minoría Catalana en el Congre-
so, tiene un concepto amplio de 
los problemas que afectan a la li-
bertad: se trata de asegurar "el 
equilibrio de los poderes del Es-
tado, el respeto a las minorías, el 
diálogo como práctica habitual y 

no como mero oportunismo, y la 
renuncia al abuso de poder". 

Despolitización 
El constitucionalista Diego Ló-
pez Garrido, letrado de las Cor-
tes, asegura que las libertades re-
troceden a causa de "la creciente 
desaparición de la política y el 
predominio de la economía en la 
vida pública". Desde que el 
PSOE llegó al poder, "toda la so-
ciedad española está montada 
sobre la base del éxito económi-
co, o sea, sobre la insolidaridad y 

ARTICULO 15 

Todos tienen derecho a la vida y a 
la integridad fisica y moral, sin que en ningún caso 
puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos 

inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de 
muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes 

penales militares para tiempos de guerra. 

Y 6 P A FE^SoríA 

el predominio de lo privado. Se 
ha tecnocratizado la vida pública 
y la preocupación por las liberta-
des ha perdido gas, lo cual es 
como quitar uno de los pilares 
principales del edificio constitu- : 
cional". 

López Garrido señala al te-
rrorismo como un elemento "si-
niestro", la gran coartada para 
disminuir las libertades, "un vi-
rus que lo contamina todo". Y 
añade que los problemas del po-
der judicial se entienden porque 
aparece, cada vez más, como el 
reducto de defensa de las liberta-
des. "Hay una verdadera delega-
ción del poder ejecutivo al judi-
cial, como si las libertades fueran 
un asvmto a defender sólo en las 
salas de los juzgados y tribuna-
les. Los enfrentamientos sociales 
se resuelven cada vez menos en 
el área política: todo se judiciali-
za, aparecen la despolitización 
profimda, la desconfianza en las 
instituciones y la descalificación 
de los políticos". 

Joaquín García Morillo, pro-
fesor de Derecho Constitucional 
y actual jefe del Gabinete del mi-
nistro de Justicia, presenta una 
visión mucho más positiva. 
"Nuestra Constitución reconoce 
la totalidad de los derechos que 
la mentalidad democrática mo-
derna asume como fimdamenta-
les. Además, y esto es aún más 
importante, garantiza la efectiva 
protección de estos derechos. A 
través de su directa aplicabilidad 
y, sobre todo, merced al amparo 
judicial y en último caso al ampa-
ro del Tribunal Constitucional, 
nuestro ordenamiento cuenta 
hoy con un sistema de protección 
de las libertades públicas que se 
puede calificar de más que razo-
nablemente eficaz". 

"La práctica judicial y, sobre 
todo, la jurisprudencia del Tribu-
nal Constitucional", continúa 
García Morillo, "han realizado 

Pasa a la página siguiente 
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1978 
Viene de la página anterior 
una interpretación progresiva del 
texto constitucionaJ, que ha des-
pejado no pocas de las incógnitas 
de éste y, sobre todo, lo ha llena-
do de contenido. Parafraseando 
a un clásico alemán, 'antes las li-
bertades sólo valííin en el marco 
de las leyes; ahora, las leyes sólo 
valen en el marco de las liberta-
des'. Los españoles pueden afir-
mar con razón que viven en un 
Estado de derecho o, dicho de 
otra forma, en un Estado de h-
bertades". 

Para el ex dirigente comunista 
Enrique Curiel, vinculado duran-
te muchos años al tratamiento 
político de estos temas, el proble-
ma de las libertades "no es tanto 
de legislación positiva, sino de 
asfixia del servicio público de la 
justicia, que es el que ha de ga-
rantizarlas". 

Antiterrorismo 
El sistema constitucional ha su-
frido su prueba de fuego en el 
equilibrio entre libertad y seguri-
dad. En 10 años, ET A ha matado 
a 529 personas, los GRAPO a 59 
y la extrema derecha a 28 —por 
citar sólo los grupos más acti-
vos— y se ha incrementado la 
delincuencia común. Sectores de 
las fiaerzas de seguridad, de los 
Gabinetes socialistas y de la opi-
nión conservadora han transmi-
tido la impresión de que un uso 
pleno de las libertades no hace 
sino servir al terrorismo y favore-
cer a los delincuentes. Todo ello 
ha desembocado en un amplio 
uso de legislaciones especiales y 
en dificultades para la investiga-
ción judicial de casos de torturas 
o de la actuación de los GAL, sin 
omitir la facilidad con que se 
pone en peligro la seguridad de 
una persona (por ejemplo: Sofía 
González, herida en un asalto 
policial a una vivienda de Lega-
nés) para proteger la de otra 
(Emiliano Revilla). 

Jueces y penalistas se han 
ocupado de estos problemas. 
Así, Enrique Gimbernat, cate-
drático de Derecho Penal de la 
Complutense, pone de relieve: 
"Con motivo del llamado caso el 
Nani ha salido a la luz que la de-
tención gubernativa de hasta 10 
días de duración prevista en el 
artículo 13 de la ley orgánica 9/ 
1984 —posteriormente declara-
da inconstitucional— fue aplica-
da no sólo a terroristas, sino 
también a cientos de delincuen-
tes comunes, algo simplemente 
inimaginable en cualquier otro 
Estado democrático. El nuevo 
artículo 520 bis de la ley de En-
juiciamiento Criminal reduce de 
10 a 5 días el plazo de detención 
preventiva, no obstante lo cual 
España sigue siendo el país eu-
ropeo (incluyendo Irlanda del 
Norte) que prevé el mayor tiem-
po de detención gubernativa por 
motivos terroristas". 

"El artículo 15 de la Constitu-
ción", continúa, "no impone, sino 
que sólo permite, la introducción 
de la pena de muerte en el Códi-
go Penal Militar. En los debates 
de 1978, los parlamentarios so-
cialistas lucharon, sin éxito, por 
abolir la pena capital también de 
la legislación castrense; al no 
conseguirlo, se comprometieron 
a no hacer uso de la autorización 
prevista en el artículo 15. No 
obstante, en el reciente Código 
Penal Militar de 1985 la máxima 
pena es aplicable nada menos 
que a unos 30 delitos". Y la regu-
lación de la objeción de concien-
cia es "militarista, reaccionaria y 
de dudosa constitucionalidad". 

lai 1988 

Manifestación en 1988 contra el Ministerio del Interior por el incidente de Leganés en la búsqueda de Emiliano Revilla. M. ESCALERA 

Extramuros del sistema cons-
titucional, algunos grupos políti-
cos tratan de le^timar sus posi-
ciones en el contenido de la ley 
fimdamental. Según el exiroparla-
mentario Txema Montero, de He-
rri Batasuna, la Constitución nie-
ga una serie de derechos funda-
mentales y colectivos, "como es el 
de autodeterminación". 

Montesquieu y la TV 
En España están constitucionali-
zados el pluralismo, los partidos 
y el sufi-agio universal. Las for-
mas de ejercicio del pluralismo 
son ahora el caballo de batalla 
del centro y la derecha del siste-
ma poh'tico. 

Manuel Fraga afirma: "El 
tema que más afecta a la legitimi-
dad del sistema, es la organiza-

ción eficaz y ética de la comuni-
cación social y de la discusión 
pública. Ahí nos encontramos 
bajo mínimos. La actual regula-
ción de la televisión pública y de 
la privada son una burla a cual-
quier intento de hacer funcionar 
nuestra democracia como un ré-
gimen de opinión pública con ra-
zonable igualdad de oportunida-
des". Y añade: "Montesquieu no 
ha muerto, aunque de haber vivi-
do hoy incluiría en sus esquemas 
cuestiones como la televisión". 

Una denuncia similar se pro-
duce en el centrismo. Rafael 
Arias Salgado, ex ministro de 
UCD y actual colaborador de 
Adolfo Suárez en el CDS, dice 
que el PSOE incumple el derecho 
a la libertad de expresión y al 
pluralismo informativo. "Todo 
Gobierno tiende a beneficiarse de 
la televisión pública, pero lo que 

no es tan habitual es usar este me-
dio público en perjuicio de terce-
ros. Hoy la televisión está al servi-
cio de la estrategia del partido he-
gemónico y pulveriza a los que se 
oponen a esa estrategia. El PSOE 
abusa de la televisión pública, y 
tanto la libertad de expresión 
como el pluralismo están condi-
cionados por eOo". 

Arias Salgado conecta este 
problema con el de los reglamen-
tos de las Cámaras parlamenta-
rias, en virtud de los cuales la 
mayoría absoluta se reserva tan-
to el derecho a fijar el orden del 
día, como a autorizar el uso de 
los instrumentos de control del 
Ejecutivo. "En la República Fe-
deral de Alemania", dice, "la ma-
yoría no puede evitar una investi-
gación parlamentaria; y en Fran-
cia, la oposición tiene reservado 
parte del orden del día. Lo que 

no es posible es que la mayoría se 
lo reserve todo". 

Virgilio Zapatero, ministro de 
Relaciones con las Cortes^ no 
cree que haya motivo alguno 
para considerar el pluralismo en 
peligro. La oposición es la que se 
niega a toda posibilidad de llegar 
a acuerdos, mientras que el con-
trol del Ejecutivo se ha ejercido a 
través de millares de preguntas e 
interpelaciones. "El Gobierno 
socialista ha hecho cuanto esta-
ba en su mano por asegurar la ex-
presión de las minorías en la Cá-
mara, como se demostró en los 
casos del Partido Liberal y de la 
Democracia Cristiana". 

Jorge de Esteban, una autori-
dad del derecho constitucional, 
considera "materialmente impo-
sible" llevar a cabo el control del 
Gobierno que exige la Constitu-
ción, en las condiciones actuales. 

Vera: '̂ Los cuerpos de seguridad no son 
la asignatura pendiente de la democracia'' 

j. p. 
Rafael Vera, secretario de Estado para la 
Seguridad, considera injustificada la aseve-
ración de que los Cuerpos de la Seguridad 
del Estado son los que menos se ajustan a 
la Constitución. "Hemos contribuido a con-
solidar la democracia", afirma. "En este 
país, el único residuo que queda de la época 
franquista son los terroristas". 

Rafael Vera, antes subsecretario de Inte-
rior y ahora secretario de Estado para la 
Seguridad, lleva seis años en Castellana, 5. 
Desde el centro mismo del ruedo, en el que se 
ha pasado más de la mitad del período 
constitucional, esboza una sonrisa cansada 
al repasar el resumen de acusaciones que se 
han dirigido contra el Gobierno socialista, 
y más en concreto hacia el mando político 
de las fuerzas de seguridad, por su enfoque 
a la protección de las libertades. 

"Cuando los socialistas llegamos aquí 
[al Ministerio del Interior] la Policía Nacio-
nal era un cuerpo militar y no estaban per-
mitidos los sindicatos policiales, excepto en 
lo que entonces era el Cuerpo Superior. 
Llegamos con poca experiencia en materia 
de seguridad, porque en el PSOE sólo unos 
pocos nos habíamos dedicado a esto. Los 
jefes de la Policía Nacional prácticamente 

no conectaban con los comisarios, si no era 
a través de los gobernadores civiles, de 
modo que la coordinación era mala. Y ade-
más el terrorismo comenzó a golpear des-
de el principio mismo del mandato socia-
Hsta". 

Lo primero, según Vera, fue intentar or-
ganizar aquel caos. Se desmilitarizó la Poli-
cía Nacional, se legalizó a los sindicatos 
poUciales y todo eso en medio de un recru-
decimiento del terrorismo y de la puesta en 
libertad de casi 8.000 presos comunes, "fru-
to de las primeras reformas legales de aque-
llos tiempos". 

"Así que el panorama era grave", resume 
Vera, quien cree que "a pesar de todo he-
mos sabido salir del trance. El Cuerpo de 
Policía Nacional es hoy civil, y se han reali-
zado las primeras elecciones sindicales. 
Hemos mantenido el carácter militar de la 
Guardia Civil, pero esto no es una asignatu-
ra pendiente, sino que hemos optado por 
mantener un cuerpo policial de carácter ci-
vil y otro militar, como en Francia o en Bél-
gica. Y creo que es bueno que así sea: en 
Gran Bretaña tienen un solo cuerpo policial 
de carácter civil, pero eso es porque recu-
rren al Ejército en situaciones graves". Y 
añade que la coordinación entre Policía y 

Guardia Civil ha 
m e j o r a d o mu-
cho, y también la 
formación. 

En materia de 
compor tamien-
tos y actitudes, el 

« C H ^ f f | secretario de Es-
tado para la Se-
guridad se mues-
t ra menos con-
tundente. Policía 
y jueces "funcio-
nan por separa-
do, no terminan 
de encajar", re-
conoce. "Recibi-
mos una policía 
gubernativa: no-
s o t r o s h e m o s 
sido los que he-
mos t r a t ado de 

encaminarla hacia una policía judicial, 
al menos desde el punto de vista funcio-
nal". 

Vera asegura que la policía no ha dejado 
de actuar contra la inseguridad ciudadana: 
la prueba es que la población penal es de 
30.000 personas, el doble que en 1984. Vera 
"comprende" a los jueces que decretan esas 
libertades provisionales tan criticadas des-
de ámbitos policiales: "Las cárceles están 
repletas, es peligroso incrementar más la 
población penal". 

/ 
Rafael Vera. 
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La Constitución cumple 10 años 

La Constitución 
y las libertades 

JAVIER PRADERA 

Manifestación en Valencia, en diciembre de 1983, contra la LODE. 

Reli^ón, educación y divorcio, 
tres problemas bien encauzados 

FRANCESC CISCAR 

J. P. 
El tiempo ha demostrado que la 
Constitución resolvió bien la 
cuestión religiosa y el problema 
educativo, dos de los grandes 
motivos de enfrentamiento histó-
rico en España. La técnica del 
consenso proporcionó un mode-
lo en el que se tuvo en cuenta 
todo: el derecho a la formación 
religiosa y moral junto con la ga-
rantía de que nadie puede ser 
obligado a recibirla; el compro-
miso de laicismo del Estado 
combinado con el respeto a los 
sentimientos religiosos, particu-
larmente de los católicos; las 
subvenciones a la enseñanza pri-
vada junto con las ideas de de-
mocratización de los centros y de 
intervención de la comunidad es-
colar en su funcionamiento. 

Estas últimas, que fueron las 
aportaciones principales de los 
socialistas al artículo 27 de la 
Constitución —de la mano de 
Luis Gómez Llórente, hoy retira-
do de la piolítica—, tuvieron desa-
rroüos polémicos. El Estatuto de 
Centros, elaborado por el Gobier-
no de UCD, fue ima de las pocas 
leyes de desarrollo de la Constitu-
ción cambiadas por el PSOE al 
acceder al poder. La LODE, pro-
movida por el ministro José Ma-
ría Maravall, sustituyó al Estatu-
to de Centros y se convirtió en el 
caballo de bataüa por parte de 
movimientos confesionales. 

El paso del tiempo ha reduci-
do al mínimo el problema educa-
tivo, en lo que tiene de enfirenta-
miento ideológico, y en coinci-
dencia con el sustancial incre-
mento de las subvenciones esta-
tales a la enseñanza privada. La 
jerarquía católica, que hace 10 
años mostraba su enorme preo-
cupación por la elaboración de la 
Constitución y el proyecto de 
aconfesionalidad del Estado, ob-
serva hoy una actitud de silencio 
respecto a la cuestión religiosa y 
educativa, síntoma de la norma-
lización de ambos problemas en 

el seno de la sociedad española. 
La Constitución ha hecho de-

saparecer los obstáculos para 
contraer matrimonio "con plena 
igualdad jurídica" de ambos cón-
yuges, y ha dado pie a una nor-
mativa muy aceptada sobre las 
causas de disolución del mismo, 
promovida por el gobierno de 
UCD. Durante el periodo socia-
lista se ha llevado a cabo una re-
gulación limitada del derecho al 
aborto, que goza de escaso con-
senso social. 

El derecho al trabajo 
Más problemáticos son los lla-
mados derechos económicos y 
sociales, que se han convertido 
en una previsión constitucional 
puramente declarativa, comen-
zando por aquella que establece: 
"Todos los españoles tienen el 
deber de trabajar y el derecho al 
trabajo" (artículo 35). 

Sobre estos asuntos, Manuel 
Fraga lamenta que no se adopta-
ra otra redacción: "Las declara-
ciones principales de la Constitu-
ción han de mantener algún gra-
do de relación con la realidad 
tangible", dice, "lo que aconseja 
no multiplicarlas ni escribirlas 
con exceso de exuberancia. En 
esto, como en todo, es buena la 
sobriedad". 

Julio Anguita, secretario ge-
neral del PCE, ve en ese y otros 
artículos constitucionales la ga-
rantía de legitimidad para un 
programa de gobierno comunis-
ta. "La celebración del décimo 
anivesario de la Constitución es 
un motivo dé alegría, a la vez que 
de preocupación por el distancia-
miento del Gobierno respecto a 
sus principios más elementales", 
dice Anguita. "Los comunistas, 
junto a otras fuerzas, colabora-
mos activamente en su elabora-
ción y defendemos claramente 
que el futuro de la sociedad que 
deseamos se puede conseguir de-

sarrollando y profundizando en 
nuestra Constitución". 

"Con ella", prosigue Anguita, 
"las libertades se han ampliado y 
desarrollado. Pero hay una lagu-
na más importante, si cabe, en 
vísperas del paro general del 14 
de diciembre, convocado por 
UGT y CC OO. No es otra que la 
ausencia de una democracia eco-
nómica. Las libertades políticas 
quedan incompletas sin la demo-
cracia en lo económico, en lo so-
cial. Urge la creación del Conse-
jo Económico y Social, una pla-
nificación democrática de la eco-
nomía y un reconocimiento real 
de los sindicatos". 

D iez años después, la situa-
ción en España de las libertades 
públicas reconocidas en el título 
I de la Constitución es satisfacto-
ria, pese a las sombras y man-
chas de su cara oculta. En ese 
positivo balance hay un nexo 
causal; la promulgación en 1978 
de la norma fundamental ha sido 
un factor decisivo en las conquis-
tas realizadas. Pasaron ya las 
épocas en que las declaraciones 
de los derechos del hombre eran 
pronunciamientos retóricos, pro-
gramas de futuro o catálogos de 
buenas intenciones. Al igual que 
en otros sistemas democráticos, 
los derechos fundamentales pro-
clamados por la Constitución Es-
pañola poseen valor normativo 
inmediato y son preceptos jurídi-
cos de aplicación directa por los 
tribunales. 

Los 15 artículos reunidos bajo 
el epígrafe De los derechos funda-
mentales y de las libertades públi-
cas son la clave de arco de nues-
tro Estado social y democrático 
de derecho. Ese privilegiado re-
cinto se halla especialmente pro-
tegido de los ímpetus revisionis-
tas de una eventual mayoría par-
lamentaria partidaria —diga-
mos— de la pena capital, la con-
fesionalidad del Estado, el sufra-
gio censitario, la censura previa 
de prensa, las restricciones a la 
libertad de asociación o la prohi-
bición del derecho de huelga. En 
pie de igualdad con la Corona, el 
rígido procedimiento especial-
mente ideado para hacer más di-
fícil su reforma constitucional si-
túa esos derechos de la persona, 
civiles y políticos, fuera del al-
cance de las decisiones precipita-
das o de las mayorías sectarias. 

La experiencia de 40 años de 
dictadura y la comprobación de 
la precaria situación de los dere-
chos humanos en el mundo ente-
ro explican la sabia desconfianza 

ARTÍCULO 24 

1. Todas las personas tienen 
derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y 

tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses 
legítimos, sin que en ningún caso pueda producir 

indefensión. 

de las Cortes Constituyentes a la 
hora de acorazar el núcleo de 
nuestra norma fundamental. 
Además de las precauciones 
adoptadas frente a los caprichos 
revisionistas de futuros Parla-
mentos, esas libertades públicas 
no pueden ser materia de decre-
tos-leyes y deben ser desarrolla-
das mediante leyes orgánicas; de 
añadidura, cualquier ciudadano 
tiene derecho a recabar su tutela 
ante los tribunales ordinarios 
(por un procedimiento sumario y 
de urgencia) y ante el Tribunal 
Constitucional (mediante un re-
curso de amparo). La ratificación 
por España del Convenio Eu-
ropeo de Roma de 1950 añade 
una nueva instancia judicial (el 
Tribunal de Estrasburgo) y una 
dimensión internacional a la de-
fensa de los derechos humanos 
en nuestro país. 

Aunque protegidos de forma 
menos eficaz, otros derechos del 
título I (entre ellos, el derecho a 
la propiedad privada y a la he-
rencia, el derecho al trabajo y la 
libertad de empresa) reciben 
t ^ b i é n garantías de cobertura y 
vinculan a todos los poderes pú-
blicos. 

Si bien quedan ya lejos 
—como ha indicado Lorenzo 
Martín Retortillo— "los tiempos 
en que podía tener vigencia el 
simplismo dé que sólo el poder 
público perjudicaba a las liberta-
des", el Estado continúa siendo 
el principal agente de alteración 
de los equilibrios jurídicos políti-
cos. La eficacia de los tribunales 
ordinarios para salvaguardar los 
derechos fundamentales y del 
Tribunal Constitucional para dar 
amparo a los ciudadanos ha que-
dado sobradamente probada en 
estos años. Las excesivas demo-
ras del poder legislativo en el 
cumplimiento de los mandatos 
constitucionales y la aceptación 
por el Constitucional de algunos 
recursos de insconstitucionali-
dad contra leyes aprobadas por 
el Congreso y el Senado han de-
mostrado el buen fundamento de 
los recelos de las Cortes Consti-
tuyentes hacia las mayorias par-
lamentarias. Todavía más preo-
cupantes han sido los recortes a 
las libertades impuestos por la le-
gislación antiterrorista y la apli-
cación claramente abusiva 
—como en el caso Nani— de su 
articulado por el Ministerio del 
Interior. 

El enfriamiento de los sucesi-
vos Gobiernos hacia los valores 
de igualdad y solidaridad mantie-
nen en el limbo de las buenas in-
tenciones gran parte de las ex-
pectativas despertadas por la 
enumeración constitucional de 
los derechos sociales, económi-
cos y culturales de los españoles. 
Por último, es posible que las 
mayorías absolutas de las dos úl-
timas legislaturas hayan fomen-
tado situaciones de hecho esca-
samente propicias para el arrai-
gamiento de las libertades públi-
cas en la sociedad española, qui-
zá menos por las interferencias 
de la Administración en su desa-
rrollo que por la ausencia del va-
lor moral y de la conciencia cívi-
ca necesaríos para ejercitarlas y 
defenderlas. 
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La concertación y las leyes del mercado han sido los protagonistas de estos diez últimos años. 

El mercado gana a la planificación 
Las leyes de la empresa prevalecen sobre la poKtica social 

M. ESCALERA 

JAVIER AYUSO 
El modelo económico y social fi-
jado en la Constitución Española 
de 1978 —basado en una econo-
mía mixta de libertad de mercado 
e intervención del Estado—, ha 
evolucionado más hacia la econo-
mía de mercado que hacia las po-
sibilidades de planificación pre-
vistas en esa norma fiindamental. 
Esa es la idea predominante de 
las opiniones recogidas por este 
periódico entre diversos agentes 
políticos, económicos y sociales 
españoles. Unos y otros coinci-
den en señalar que los principios 
de la libre empresa han prevaleci-
do sobre los intervencionistas. 

La valoración de este hecho 
es, sin embargo, diferente para 
los representantes de la empresa 
y las finanzas, que para algunos 
políticos y líderes sindicales. Los 
primeros se congratulan de esa 
evolución hacia el liberalismo 
económico, mientras que los se-
gundos critican duramente este 
desarrollo, que consideran un 
"giro antisocial". La política de 
consenso y concertación llevada 
a cabo durante estos diez años se 
considera positiva. 

El principio de la libre empre-
sa se ha abierto camino por enci-
ma del resto de los planteamien-
tos contenidos en el modelo eco-
nómico y social de la Constitu-
ción. A lo largo de estos diez 
años, el desarrollo normativo y 
práctico de la economía española 
se ha dirigido hacia los modelos 
europeos basados en el mercado 

libre, ayudados por la política de 
consenso y concertación plantea-
da desde un principio. La vía de 
la planificación económica ha 
brillado por su ausencia, sin que 
se haya creado el Consejo Eco-
nómico y Social previsto en la 
propia Constitución. Tan sólo la 
expropiación de Rumasa ha su-
puesto ima ruptura de esa línea 
liberalizadora. 

José Angel Sánchez Asiáín, 
presidente del Banco Bilbao Viz-
caya; José María Cuevas, presi-
dente de la CEOE; Antonio Gu-
tierrez, secretario general de 
CC OO; Julio Anguila, secretario 
general del PCE; Ramón Tama-
mes, diputado de Izquierda Uni-
da; Francisco Fernández Maru-
gán, diputado del PSOE; José 
Joaquín Ysasi-Ysasmendi, presi-
dente del Círculo de Empresa-
rios; Víctor Mendoza, director 
del Instituto de Estudios Eco-
nómicos; José Vilarasau, director 
general de La Caixa; Isabel Ugal-
de, diputada de Alianza Popular; 
y Pedro Durán Farell, empresa-
rio catalán; han expresado sus 
opiniones, a solicitud de EL 
PAÍS, sobre cómo se ha desarro-
llado el modelo económico y so-
cial de la Constitución Española 
en estos diez años. 

Libre empresa 
Ajuicio del presidente del Bilbao 
Vizcaya "la proclamación del 
principio de libre empresa como 

inspiradora de la actuación eco-
nómica que hace nuestra Consti-
tución es clara, aunque en su mo-
mento fuera acusada de ambi-
gua". Añade Asiaín que "el desa-
rrollo posterior ha caminado por 
una senda generalmente liberali-
zadora, no sin obstáculos ni con-
traindicaciones, explicables por 
el impacto de la crisis económica 
que obligó a actuaciones e inter-
venciones extraordinarias". 

El balance que hace este ban-
quero y catedrático de Hacienda 
Pública, presenta como elemento 
positivo la línea liberalizadora 
emprendida siguiendo los mode-
los europeos y como aspectos ne-
gativos el crecimiento del tama-
ño del sector público "hasta nive-
les desconocidos en nuestra his-
toria reciente" —hace mención 
expresa a la detención del proce-
so liberalizador del sistema fina-
niero, por asegurar la financia-
ción del sector público—, y el 
mantenimiento de "rasgos de 
economía intervenida que habría 
que mejorar". En concreto, se re-
fiere a los monopoHos y al merca-
do del trabajo. 

José María Cuevas coincide 
en el fondo con Asiaín, al juzgar 
positivo el camino avanzado ha-
cia la libertad de empresa. El 
presidente de CEOE matiza, sin 
embargo, que "puede hablarse de 
un doble desarrollo legislativo 
del citado derecho de libertad de 
empresa. De un lado, pueden 
econtrarse todavía algunas nor-
mas y líneas de actuación con 

atisbos intervencionistas. De 
otro, un desarrollo llevado a 
cabo por los agentes sociales, 
bajo unas coordenadas de autén-
tica libertad y responsabihdad", 
dice refiriéndose al proceso de 
concertación, que a su juicio ha 
jugado un papel muy positivo en 
estos años. 

La valoración es muy diferen-
te en el mundo sindical. Aunque 
Antonio Gutiérrez esté de acuer-
do en que se ha ido hacia un mo-
delo de libre mercado, considera 
que ese desarrollo supone "la 
aplicación restringida del man-
dato constitucional en términos 
laborales y sociales, y con un ca-
rácter claramente conservador". 

Ajuicio del secretario general 
de CC OO, "la política económi-
ca no ha tenido como objetivo la 
mejora de la gran mayoría de los 
ciudadanos, ni la mejor distribu-
ción de la riqueza, sino la liber-
tad del mercado, el aumento del 
beneficio privado y la concentra-
ción económica". Gutiérrez criti-
ca el olvido de las funciones de 
planificación económica y acusa 
al Gobierno de no haber cumpli-
do el mandato constitucional de 
crear un Consejo Económico y 
Social según establece el artículo 
131 del citado texto legal. 

"Los sindicatos", concluye el 
líder de CC OO, "hemos defendi-
do una aplicación constitucional 
basada en el objetivo de la crea-
ción de riqueza destinada al pro-
greso social, a una mejor distri-
bución de la renta y a una socie-

dad más justa". Y contrapone 
esos planteamientos con los del 
Gobierno. 

Julio Anguita defiende esa 
misma posición. "Leer diez años 
después de aprobada la Consti-
tución", dice el líder comunista, 
"el capítulo tercero sobre política 
social y económica, es un ejerci-
cio doloroso, pero que recomien-
do a todos los ciudadanos del 
país. Y es doloroso, porque se va 
comprobando el rosario de in-
cumplimientos y de decisiones 
contrarias al espíritu y a la letra 
que han venido practicando los 
sucesivos gobiernos habidos en 
nuestro país". 

Más desequilibrios 
Añade el secretario general del 
Partido Comunista de España, 
que se han incrementado los des-
equihbrios sociales en nuestro 
país y que se han olvidado los 
grandes principios constitucio-
nales. "Se ha puesto en marcha 
un modelo económico", afirma, 
"que ha aumentado los desequili-
brios entre las regiones y nacio-
nes del Estado español, ha eleva-
do la cifi-a de pobres a ocho mi-
llones y ha multiplicado por cua-
tro el número de parados. Cada 
día más sectores sociales van 
siendo conscientes de que los ac-
tuales gobernantes hace años 
que han guardado la Constitu-
ción en una caja y arrojado la lla-
ve al mar. Pero nosotros tenemos 
una copia". 

Igualmente crítico es Ramón 
Tamames. "Estamos todavía 
muy lejos de que el modelo es-
quematizado en 1978 —econo-
mía mixta en una sociedad de-
mocrática avanzada— se ha con-
vertido en realidad. Se advierte 
una preponderancia cada vez 
más clara del sector privado, con 
una tendencia a ir reduciendo el 
sector público en sus dimensio-
nes, y sobre todo en cuanto a sus 
capacidades de contribuir a la 
modernización y de servir como 
una parte importante de una pla-
nificación flexible y democrática 
de la economía". 

Añade el diputado comunista 
que "los patrones que imperan 
desde hace ya varios años tienen 
un predominio de los intereses 
tradicionalmente llamados oli-
gárquicos —y hoy más elegante-
mente referenciados como la ai-
pida financiera—, dejando, o as-
pirando a dejar en una posición 
cada vez más relegada a las fuer-
zas que marcan las líneas de pro-
greso social". Según Tamames, 
la distribución de la riqueza y de 
la renta está cada vez más con-
centrado en los estratos más al-
tos de la sociedad. "La mayoría 
de los grandes propósitos de la 
Constitución en términos eco-
nómicos y sociales siguen pen-
dientes. Y eso no significa que la 
Constitución fuera un sueño 
irrealizable, sino que simple y 
duramente, hasta ahora no se ha 
realizado", concluye. 

Francisco Fernández Maru-
gán niega que el desarrollo haya 
olvidado los principios sociales 
de la Constitución. "El modelo 
de economía mixta ya existía an-
tes de 1978", afirma, "y lo que se 
ha hecho en este periodo es 
avanzar hacia un sistema eco-
nómico moderno y europeo. La 
Constitución es lo suficientemen-
te amplia como para permitir go-
bernar a dos partidos de signo 
distinto. En los últimos seis años 
hemos intentando concluir el sa-
neamiento para empezar a desa-
rrollar una política más social, 
como de hecho hemos planteado 
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La Constitución ioi¡ cumple 10 años 
para 1989". Según el diputado 
socialista, todavía hay aspectos 
económicos y sociales de la 
Constitución por desarrollar. 

En los sectores empresariales 
se insiste en la importancia de 
que el modelo constitucional se 
haya desarrollado más en la línea 
de libre empresa, que en el de in-
tervención, José Joaquín Ysasi-
Ysasmendi, descarta segundas 
lecturas del artículo 38 de la 
Constitución, afirmando que la 
planificación quedaba subordi-
nada a la economía de mercado. 

Tras destacar el camino anda-
do hacia un mayor liberalismo 
económico de corte europeo, el 
presidente de Círculo de Empre-
sarios señala que "el hecho de no 
haberse constituido el Consejo 
Económico y Social, no supone 
un incumplimiento del artículo 
131, ya que en él se dice muy cla-
ro que dicho consejo se constitui-
rá para el específico fin de aseso-
rar al Gobierno, si éste decide 
elaborar un proyecto de planifi-
cación general de la economía. 
Supuesto que no se ha dado". 

Contradicciones 
Algo más crítico se muestra Víc-
tor Mendoza, al afirmar que "el 
desarrollo del modelo constitu-
cional ha conducido a resultados 
en cierto sentido contradictorios 
e incompatibles entre sí". A su 
juicio, se ha potenciado la valo-
ración social e institucional del 
derecho de propiedad, de la li-
bertad de empresa y de la econo-
mía de mercado, —aunque hace 
la salvedad de lo que considera 
"equivocación histórica que sig-
nificó la expropiación de Ruma-
sa"—, produciéndose una impor-
tante reducción del peso del sec-
tor empresarial público. 

Sin embargo, precisa que los 
. aumentos de la presión fiscal y el 
gasto público "están creando 
graves distorsiones en el sector 
privado de la economía, que re-
sultan agudizadas por el excesi-
vo intervencionismo tradicional 
de nuestra Administración, cu-
yas regulaciones directas e indi-
rectas de la actividad de los 
agentes económicos privados di-
ficultan la asignación eficiente de 
recursos a través del mercado e 
impiden que aquéllos se adapten 
con flexibilidad a los cambios del 
entorno. La liberalización y la 
flexibilización continúan siendo, 
a pesar de algunos avances par-
ciales, dos asignaturas pendien-
tes de nuestro sistema económi-
co, que el Gobierno parece resis-
tirse a superar". 

Concluye el director del Insti-
tuto de Estudios Económicos, 
destacando que a pesar del desa-
rrollo Estado de las autonomías 
"ha prevalecido, con la inapre-
ciable ayuda del Tribunal Consti-
tucional, el principio de unidad 
del orden económico, aunque 
continua sin resolverse el grave 
problema de articular un sistema 
de financiación verdaderamente 
definitivo para las Comunidades 
Autónomas, cuyo nivel último y 
consolidado de competencias 
está todavía por resolver". 

José Vilarasau defiende con 
especial ímpetu el modelo de de-
sarrollo elegido. "La Constitu-
ción", dice el director general de 
La Caixa de Pensiones de Cata-
luña, "marca con toda claridad 
un camino a seguir, como es el de 
la economía de mercado. Esta 
teoría clásica de Adam Smith si-
gue siendo válida en la actuali-
dad. La enorme complejidad de 
la sofisticada economía de los 
años 80 y 90 ha puesto en entre-

dicho la validez de las presmisas 
de la planificación". 

A juicio de este financiero ca-
talán "la Constitución ha estable-
cido un marco de libertad econó-
mica, en el que España pueda 
progresar y asegurar a sus ciuda-
danos una digan cahdad de vida. 
Desde su aprobación en 1978, 
nos ha permitido, tal y como de-
seaba el pueblo español, cons-
truir una sociedad democrática 
avanzada". 

Por su parte, la diputada de 
Alianza Popular y responsable del 
área económica, Isable Ugalde, 
destaca el papel jugado por la con-
certación en el desarroUo del mo-
delo económico y social de la 
Constitución. Dice, sine mebargo, 
que "en ese proceso de concerta-
ción a tres bandas —^Administra-
ción-sin-dicatos-patronal—,el Go-
bierno ha tenido un papel prepon-
derante y dominante". 

Añade la política conservado-
ra que las cámaras parlamenta-
rias han estado minusvaloradas 
y devaluadas en todo estre pro-
ceso de desarrollo constitucio-
nal. "Por efecto de la mayoría ab-
soluta", dice, "el Gobierno ha 
centrado su atención en el mun-
do sindical y empresarial, que 
han tenido un excesivo protago-
nismo". 

Critica Isabel Ugalde la falta 
de política social, aunque apro-
vecha para insistir en el excesivo 
poder del sector público. "Las ri-
gideces de un sector público ex-
cesivamente intervencionistas y 
omnipresente", añade, "un noto-
rio desajuste del gasto público y 
un acelerado aumento de la pre-
sión fiscal, contrastado con el 
desplome de los servicios públi-
cos, completan una esquemárti-
ca visión de ese desarrollo en los 
últimos años". 

Por último, la diputada de AP 
se alinea con sus colegas de la iz-
quierda comunista a la hora de 
atacar la posición del Gobierno 
fi-ente al Consejo Económico y 
Social previsto en la Constitu-
ción. "El Gobierno ha plantea-
do", explica, "un consejo que en 
modo alguno es el previsto por el 
artículo 131 de la Constitución, 
lo que significa que tras diez años 
continúa incumpliéndose esta 
importante materia". 

Pedro Durán Pareli defiende, 
como otros representantes em-
presariales consultados el mode-
lo elegido para el desarrollo de 
los aspectos económicos y socia-
les de la Constitución. "Es evi-
dente", dice, "el notable impulso 
y hasta el éxito espectacular en 
algún sector y momento de nues-
tra economía dentro del actual 
marco democràtico, con el méri-
to añadido de haberse consegui-
do en plena explosión de liberta-
des personales y colectivas de 
todo tipo. Por ello, pienso que se 
ha dado un gran paso adelante 
en resultados y en hábitos em-
presariales, hacia la compleja 
realidad moderna". 

Este empresario catalán no 
olvida el carácter social y redis-
tribuidor que establece la Consti-
tución en su filosofía general, y 
añade que "desde la prosperidad 
macroeconómica que ha caracte-
rizado esta primera etapa, el es-
píritu democrático y la dignidad 
ciudadana que nuestra Constitu-
ción conlleva, exige un gran es-
fuerzo solidario en cuestiones so-
ciales y culturales que permita 
reequihbrar en la práctica la es-
tructura armónica de derechos y 
de obligaciones constitucionales 
y permita, en consecuencia, pres-
tigiar y robustecer ética y estéti-
camente, su reflejo en la vida real 
de los ciudadanos españoles". 

LUIS MAGAN 
El texto constitucional confiere al Gobierno las funciones de desarrollo y planificación económica a través de los 
Presupuestos. 

Todo un modelo 
Hay 30 artículos de carácter económico y social 

J. A. 
La Constitución Española dedi-
ca al menos 30 de sus 169 artícu-
los a la definición del modelo 
económico y social del Estado. 
Dos títulos completos —el terce-
ro y el séptimo—, delimitan los 
principios rectores de la política 
social y económica, y los ñinda-
mentos básicos sobre economía 
y hacienda, respectivamente. En 
todos los casos se ha producido 
un amplio desarrollo normativo, 
mediante leyes, decretos-ley, u 
otras disposiciones menores 

Una lectura ràpida del texto 
constitucional permite encontrar 
estos 30 artículos de cariz eco-
nómico y social. La primera men-

ción explícita se recoge en el ar-
tículo 7, dentro del título prelimi-
nar. "Los sindicatos de los traba-
jadores", dice, "y las asociacio-
nes empresariales contribuyen a 
la defensa y promoción de los in-
tereses económicos y sociales 
que les son propios. Su creación 
y el ejercicio de su actividad son 
libres dentro del respeto a la 
Constitución y a la ley. Su estruc-
tura interna y funcionamiento 
deberán ser democráticos". 

Ya en el título primero, referido 
a los derechos y deberes funda-
mentales, el artículo 28 recoge el 
derecho a la sindicación y a la 
huelga, así como las garantías 
para que la Administración asegu-

ARTICULO 38 

Se reconoce la libertad de 
empresa en el marco de la economía de mercado. 

Los poderes públicos garantizan y protegen su 
ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo 

con las exigencias de la economía general y, en su 
caso, de la planificación. 

re el mantenimiento de los servi-
cios esenciales de la comunidad. 

Dentro de ese mismo título, se 
incluyen varios artículos que re-
gulan el deber de los ciudadanos 
a contribuir a los gastos públicos 
mediante el pago de impuestos 
(artículo 31), el derecho a la pro-
piedad privada (artículo 33), el 
deber y el derecho al trabajo (ar-
tículo 35), el derecho a la nego-
ciación colectiva laboral (artícu-
lo 37) y la libertad de empresa 
(artículo 38). Es este último apar-
tado el que fija el marco general 
de actuación económica: "Se re-
conoce la libertad de empresa en 
el marco de la economía de mer-
cado", dice textualmente."Los 
poderes públicos garantizan y 
protegen su ejercicio y la defensa 
de la productividad, de acuerdo 
con las exigencias de la economía 
general y, en su caso, de la plani-
ficación". 

Política social 
Todo el capítulo tercero de ese tí-
tulo primero de derechos y debe-
res fundamentales, recoge los 
principios rectores de la política 
social y económica. Catorce ar-
tículos —del 39 al 52—, en los 
que se establecen los criterios bá-
sicos que rigen los derechos y 
obligaciones de los ciudadanos, 
dentro de ese marco de econo-
mía de mercado. Principios 
como el de la protección social, 
económica y jurídica (artículo 
39); progreso social y distribu-
ción de la renta (artículo 40); Se-
guridad Social, asistencia y pres-
taciones (artículo 41); derechos 
de los trabajadores en el extran-
jero (artículo 42); protección de 
la salud (artículo 43); acceso a la 
cultura y al ciencia (artículo 44); 
conservación del medio ambien-
te (artículo 45); promoción y con-
servación del patrimonio nacio-
nal (artículos 46); vivienda (ar-

Pasa a la página siguiente 
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ticulo 47); participación juvenil 
(artículo 48); integración de co-
lectivos marginados (artículo 
49); suficiencia económica de la 
tercera edad (artículo 50); defen-
sa de los consumidores (artículo 
51); y las organizaciones profe-
sionales (artículo 52), quedan re-
gulados en ese capítulo. 

Pasado todo el grueso del tex-
to constitucional, al título sépti-
mo de esta norma fundamental 
desarrolla, a lo largo de nueve ar-
tículos, los principios generales 
sobre "Economía y Hacienda". 
La Constitución parte de la base 
de que "toda la riqueza del país 
es sus distintas formas y sea cual 
fuere su titularidad está subordi-
nada al interés general" (artículo 
128). Continua el apartado se-
gundo de ese artículo: "Se reco-
noce la iniciativa pública en la 
actividad económica. Mediante 
ley se podrá reservar al sector 
público recursos o servicios 
esenciales esenciales, especial-
mente en caso de monopolio y 
asimismo acordar la interven-
ción de empresas cuando así lo 
exigiere el interés general". 

Participación 
Los ocho artículos siguientes del 
título séptimo regulan la partici-
pación de los ciudadadnos en la 
Administración y las empresas 
(artículo 129), el desarrollo de los 
sectores económicos (artículo 
130), la planificación económica 
(artículo 131), los bienes sujetos 
al Patrimonio del Estado (artícu-
lo 132), la fiscalidad (artículo 
133), los Presupuestos Generales 
del Estado (artículo 134), el en-
deudamiento público (artículo 
135) y las funciones del Tribunal 
de Cuentas (artículo 136). 

Esta definición del modelo 
económico y social se ve comple-
mentada en otros títulos y artícu-
los de la Constitución, que limi-
tan ciertas actividades y regulan 
otros derechos y deberes ligados 
indirectamente a la actividad 
económica. El título octavo, refe-
rido a la Organización Territorial 
del Estado, recoge también im-
portantes contenidos económi-
cos al referirse a las funciones del 
Estado y los poderes local, pro-
vincial y autonómico. 

Felipe González firma el acuerdo formal de integración en la CE. A su lado, Fernando Morán y Manuel Marín. 

Con la vista puesta en Europa 
El ingreso en la CE condicionó el desarrollo constitucional 

GARCIA FHANGÊ 

I.A. 
La integración de España en la 
Comunidad Europea (CE) ha 
condicionado el desarrollo del 
modelo económico y social de la 
Constitución Española en los úl-
timos años. El modelo occidental 
de economía de mercado que 
funciona en la CE ha servido de 
pauta a la hora de tomar impor-
tantes decisiones normativas en 
nuestro país. La mayoría de los 
protagonistas consultados por 
este periódico han coincidido en 
señalar que Europa ha estado en 
lamente de los legisladores espa-
ñoles y de los agentes económi-
cos y sociales, que han influido 
en esta evolución. 

Hay una impresión general de 
que esa evolución hacia los mo-

delos europeos está todavía in-
completa. El presidente del Ban-
co Bilbao Vizcaya, José Angel 
Sánchez AsiaJn, es claro en este 
sentido: "Nuestra incorporación 
a la CE obligó a profundizar en el 
desarme de protecciones e inter-
venciones distorsionantes, lo que 
ha producido un saludable re-
fuerzo de la competencia. Sin 
embargo, estamos lejos todavía 
de los modelos europeos que han 
servirnos de guía". 

Algo parecido dice el presi-
dente del Círculo de Empresa-
rios, José Joaquín Ysasi-Ysas-
mendi, al referirse al desarrollo 
del marco económico que, a su 
juicio, "se ha movido dentro de 
un marco de creciente libertad de 
empresa, de paulatina reducción 

de constricciones e intervencio-
nismos, y de una asimilación len-
ta pero progresiva de las leyes 
del mercado. Subsisten inflexibi-
lidades, aunque la tendencia es 
positiva. Nuestra aceptación de 
las reglas del juego de la CE re-
fuerza la obligada observancia 
de aquel principio y sitúa en un 
plano más remoto la hipótesis de 
una planificación general de la 
actividad económica". 

También sobre la influencia 
del modelo europeo, el secretario 
general de CC OO, Antonio Gu-
tiérrez, hace una valoración más 
negativa sobre los efectos en 
nuestro ordenamiento económi-
co. A su juicio, "la aplicación 
concreta del marco económico 
de la CE ha tenido un carácter 

profundamente conservador y 
antisocial". "Precisamente por 
eso", añade, "la actuación de los 
sindicatos tiene como objetivo 
una ampliación de la democracia 
en nuestro país y la exigencia de 
que el interés general y el aspecto 
social primen sobre los intereses 
particulares de los más pode-
rosos". 

Ramón Tamames, diputado 
del Grupo Mixto y catedrático de 
Estructura Económica, coincide 
con Gutiérrez a la hora de valo-
rar la evolución europea de Espa-
ña hacia modelos más conserva-
dores. "En realidad", dice, "la 
reaganomics, más que las pautas 
constitucionales, es la guía de la 
política económica al uso actual-
mente en España. 

H. ^ace 10 años, en el momento de apro-
barse la Constitución, la economía espa-
ñola se encontraba en pleno proceso de 
ajuste, un año antes, al poco tiempo de ha-
berse celebrado las primeras elecciones 
generales, se habían firmado los Acuerdos 
de la Moncloa por las fuerzas políticas 
con representación parlamentaria, gracias 
a los cuales fue posible repartir equitativa-
mente el peso de la crisis. Desde el punto 
de vista político, el consenso creado en 
tomo a estos acuerdos facilitó de manera 
decisiva el proceso constituyente; desde el 
punto de vista económico, los acuerdos 
abrieron la vía de la modernización de un 
sistema basado en la protección y en el in-
tervencionismo, poco compatible con el 
que prevalecía en las naciones libres y de-
sarrolladas del planeta. 

La Constitución de 1978 consagra los 
principios esenciales de la econorm'a de 
mercado, aunque con algunas matizacio-
nes. Así por ejemplo, el reconocimiento 
del derecho de propiedad se ve limitado 
por la función social que se le atribuye y en 
algimos artículos se avanza incluso la po-
sibilidad de que el Estado planifique la ac-
tividad económica. Es posible que si la 
Constitución hubiese sido redactada hoy, 
las referencias a la planificación habrían 
sido suprimidas, pero la Constitución es 
hija de su tiempo y en 1978 la ideología 
dominante en los partidos de i zquierdas 
era mucho más intervencionista que aho-

La Constitución 
y la economía 

JOSÉ LUIS LEAL 

ra; lo que se pretendió entonces, acertada-
mente sin duda, fue redactar un texto lo 
suficientemente abierto como para ser 
aceptado por una mayoría amplia de la 
población. En el terreno económico, la 
Constitución permite más de una lectura y 
la que se ha hecho hasta ahora ha sido re-
lativamente liberal. Uno de los principales 
méritos de esta lectura consiste en que 
cualquiera otra habría dificultado enor-
memente nuestra integración en las Co-
mimidades Europeas. 

En realidad esta interpretación ha re-
flejado la evolución de las ideas económi-
cas en el mundo. Se ha cuestionado por 
doquier el papel del Estado en la vida eco-
nómica y se ha reducido en casi todos los 
países su peso en la actividad productiva. 
Al mismo tiempo que esto se producía se 
han generalizado las demandas de asis-
tencia social y los Gobiernos democráti-
cos han tenido que conciliar las exigencias 
de una mayor eficacia del aparato produc-

tivo con la protección de los intereses de 
amplias capas de la población, amenaza-
das por el vigor de las transformaciones 
en curso. El nuevo marco económico con-
tenido en la Constitución ha permitido en-
cauzar sin grandes tensiones estas deman-
das contradictorias al tiempo que se afian-
zaba el papel del mercado en la asignación 
de los recursos. Ha habido avances y re-
trocesos pero, en conjunto, las estructuras 
económicas se han modernizado conside-
rablemente. 

La economía española es hoy mucho 
más abierta y competitiva que hace 10 
años. Quienes se han beneficiado clara-
mente de esta evolución han sido los con-
sumidores, algo que suele olvidarse a pe-
sar de que la Constitución los protege ex-
plícitamente en uno de sus artículos. En 
cualquier caso, la viabilidad y las posibili-
dades del nuevo marco se han visto confir-
madas por el constante flujo de inversio-
nes hacia España. La percepción de esta 

realidad por parte de los empresarios es-
pañoles ha tardado en materializarse, tal 
vez porque el cambio de las reglas del jue-
go en un período de dificultades económi-
cas hacía difícil distinguir entre lo que se 
debía al nuevo marco y lo que era conse-
cuencia de crisis. 

También ha cambiado sustancialmente 
la percepción pública del empresario y de 
la empresa. La figura del empresario se ha 
visto rehabilitada, probablemente porque 
el beneficio se entiende cda vez más como 
un aspecto funcional del sistema y cada 
vez menos como el origen de las desigual-
dades sociales, que tienen otro terreno en 
el que pueden, y deben, ser combatidas. 
Queda, sin embargo, mucho camino por 
recorrer antes de hacer efectivos algunos 
de los preceptos de la Constitución como, 
por ejemplo, el derecho al trabajo de to-
dos los españoles. Tampoco se ha avanza-
do mucho en la aplicación del mandato 
constitucional que obliga a regular la utili-
zación del suelo para impedir la especula-
ción. Pero a pesar de estos problemas, la 
Constitución de 1978 ha hecho posible 
una de las transformaciones más rápidas y 
profundas por las que ha atravesado el 
sistema productivo español. Desde la 
perspectiva europea actual, el año de 1978 
aparece como un momento privilegiado en 
el que, a pesar de las dificultades de la 
época, fue posible legislar con un sentido 
claro de la Historia. 
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La Constitución fe'ii cumple 10 años 

Los catalanes celebran la Diada en 1984. EL PAÍS 

De España a las Españas 
El título Vin de la Constitución ha provocado la mayor transformación del Estado desde mediados del siglo XIX 

ENRIC COMPANY 
La aplicación del título VIII de la 
Constitución de 1978 ha origina-
do una transformación de la es-
tructura del Estado sin preceden-
tes desde que a mediados del si-
glo pasado los liberales instaura-
ron en España el esquema del 
Estado napoleónico, fuertemente 
centralista. En esta década, 
365.000 funcionarios de la Admi-
nistración central del Estado han 
pasado a formar parte de la ad-
ministración de 17 comunidades 
autónomas, armazón institucio-
nal y administrativo creado de 
nueva planta entre 1980 y 1983, 
tras un breve rodaje en régimen 
transitorio de preautonomía. En 
el ejercicio de 1989, el 21% del 
gasto público total de España ha 
pasado a ser gestionado por es-
tas comunidades autónomas. 

Esta tremsformación arrancó 
de la voluntad de resolver el viejo 
contencioso histórico de la inser-
ción de Euskadi y Cataluña en el 
Estado español. La fórmula polí-
tica hallada por los constituyen-
tes de 1978 ftie una reedición del 
estado regional de la II Repúbli-
ca. Se decidió que Euskadi, Ca-
taluña y Galicia tendrían estatu-
tos de autonomía en virtud de los 
cuales se dotarían a sí mismas de 
un parlamento, un gobierno y un 
tribunal de justicia. Para hacerse 
cargo de la administración de la 
respectiva comunidad, cada Go-
bierno autónomo dispondría de 
una serie de competencias exclu-
sivas, compartiría otras con el 
Gobierno central y se encargaría 
de ejecutar en su territorío las 
decisiones de este último en 
otras. Al tiempo que se encauza-
ba por este método la voluntad 
política de autogobierno en estas 
nacionalidades, se decidió exten-
der también este sistema a un nú-
mero indeterminado de comuni-
dades, que podrían acceder a la 
autonomía por diversas vías. 

"Espectacular. Lo que se ha 

hecho en estos 10 años constitu-
ye un avance espectacular". Así 
define Miquel Roca, uno de los 
siete padres de la Constitución de 
1978, la transformación experi-
mentada por el Estado español 
en aplicación del título VIII de la 
Constitución. Xabier Arzalluz, el 
líder del Partido Nacionalista 
Vasco (PNV), lo califica también 
como positivo. "Estábamos bajo 
cero y hemos pasado a una situa-
ción que nada tiene que ver con 
aquello", dice. Sin embargo, a 
renglón seguido añade: "Positivo 
no es lo mismo que satisfactorio. 
Pero lo que tenemos, hay que re-
conocerlo, es mucho". 

Si ésta es la opinión de signifi-
cados nacionalistas catalanes y 
vascos, podría pensarse que no 
será muy distinta en las restantes 
comunidades autónomas. No es 
así. El presidente de la Dipu-
tación General de Aragón, Hipó-
lito Gómez de las Roces, por 
ejemplo, emite un juicio muy ne-
gativo: "Nos han dado la fachada, 
la estructura institucional, pero 
dentro no hay casi nada. No tene-
mos más que unas pocas compe-
tencias, de importancia secunda-
ria. Aquí estamos ahora como 
cuando se prepara la casa para 
que venga la novia. En nuestro 
caso, la novia son las competen-
cias de educación, sobre todo". 

Contencioso nacionalista 
Con esta opinión coinciden, aun-
que con matices, otros protago-
nistas del Estado autonómico. 
José María Aznar, presidente de 
Castilla y León, atribuye al Go-
bierno central la "parálisis total" 
del desarrollo autonómico para 
las comunidades que se constitu-
yeron por la denominada vía len-
ta, la de los artículos 143 y 144 de 
la Constitución, que les atribu-
yen menos competencias que a 
las primeras comunidades. Joa-

quín Leguina, presidente de la 
Comunidad de Madrid, niega, a 
diferencia de Aznar, que el mar-
gen de autonomía de aquéllas im-
pida tomar decisiones políticas. 
"Lo que sucede", afirma, "es que 
estamos en una situación inesta-
ble, no definitiva, en la que es fá-
cil el retroceso". 

La opinión de Arzalluz sobre 
el alcance de la autonomía en es-
tas comunidades del segundo ni-
vel, a las que califica como "auto-
nomías sin músculo", es que "se 
queda en una reforma del siste-
ma de provincias". Y, como Ar-
zalluz, Roca opina que sin un fir-

me apoyo social para ejercer a 
fondo la autonomía es difícil 
avanzar en el proceso. 

Pero el contundente juicio po-
sitivo que el acceso a la autono-
mía merece a los dirigentes na-
cionalistas se torna respuesta 
huidiza cuando se les pregunta si 
consideran resuelto el contencio-
so histórico vasco y catalán. Ar-
zalluz prefiere mirar hacia otra 
parte. Hacia Europa. "Sucede 
que cuando todavía no hemos 
consolidado definitivamente el 
Estado autonómico", dice, "se 
abre la perspectiva de ima cesión 
de poderes de ese Estado a un ni-

ARTICULO 2 

La Constitución se fundamenta 
en la indisoluble unidad de la nación española, patria 
común e indivisible de todos los españoles, y reconoce 

y garantiza el derecho a la autonomía de las 
nacionalidades y regiones que la integran y la 

solidaridad entre todas ellas. 

vel superior: Europa. De manera 
que lo que se nos viene encima 
no es la reforma de la Constitu-
ción, sino la realización de la 
constitución europea. Y yo espe-
ro que ahí nosotros tengamos un 
mejor acomodo". 

También Roca cambia el tono 
al abordar esta cuestión. El re-
sultado es positivo, según él, en 
lo que atañe a la instauración del 
autogobierno en Cataluña; pero 
no lo es cuando se refiere a la 
participación de Cataluña en los 
asuntos del Estado. Ahí arreme-
te contra el Gobierno, aunque no 
contra là Constitución. "El Sena-
do es una Cámara muerta y no 
hay siquiera un foro para tratar 
los problemas", dice, "pero los 
socialistas no tienen ningún inte-
rés en resolverlo, como han de-
mostrado con el rechazo a nues-
tra propuesta para que se pueda 
hablar en esta Cámara en todos 
los idiomas oficiales en las comu-
nidades autónomas". 

El error es, asegura, que el 
Gobierno haya decidido mante-
ner en pie en las comunidades 
autónomas las dependencias pe-
riféricas de la Administración 
central. "No se ha sustituido el 
modelo de Estado centralizado 
por el modelo autonómico, sino 
que se han superpuesto las admi-
nistraciones correspondientes a 
ambos poderes. Los socialistas 
se han negado a que cada comu-
nidad autónoma sea la que apli-
que en su territorio respectivo las 
decisiones del Gobierno central. 
Eso hubiera dado otra dimensión 
a la autonomía. En Cataluña, ello 
habría producido la identifica-
ción de la Generalitat con el Es-
tado. Ahora no es así". 

El ministro para las Adminis-
traciones Públicas, Joaquín Al-
munia, que califica la opción 
autonómica como un "acierto 
básico" de los constituyentes, es 
también prudente al abordar este 

Pasa a la página sigmente 
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Viene de la página anterior 
aspecto. "En la España de las 
autonomías todos nos sentimos 
más cómodos", dice. El marco 
autonómico es necesario, agrega, 
para la "inserción tranquila" de 
los pueblos vasco y catalán en 
España, que él considera "encau-
zada". Aunque con este marco 
no basta, advierte, porque "no 
obra milagros y no es por azar 
que los incrementos de terroris-
mo de ETA coinciden con mo-
mentos cruciales del proceso". 

Inquietud ante el fiituro 
Y si la valoración global de lo an-
dado en este periodo es positiva, 
existe una no oculta desazón res-
pecto al futuro. Leguina lo resu-
me así: La Administración del 
Estado debe adaptarse al modelo 
autonómico, y no al revés. A su 
pesar, Leguina coincide con 
otros líderes autonómicos no so-
cialistas. "En la Administración 
central se ha impuesto el discur-
so funcionarial de que lo que no 
administran ellos no está bien 
administrado". 

La asunción de responsabili-
dades en los Gobiernos de las co-
munidades ha creado en algunos 
dirigentes socialistas una con-
ciencia distinta de la que tienen 
la dirección del PSOE y el Go-
bierno sobre el propio proceso 
autonómico. Ésa fue la razón de 
fondo de la forzada dimisión de 
Rafael Escuredo como presiden-
te de la Junta de Andalucía, en 
febrero de 1984. La distinta con-
cepción autonómica originó tam-
bién la mayor crisis entre los so-
cialistas catalanes y el PSOE, 
que desatendió una serie de en-
miendas a la LOAPA presenta-
das por aquéllos. 

Hoy, dirigentes autonómicos 
socialistas admiten sin dificultad 
que el Gobierno ha hecho una in-
terpretación extensiva del con-
cepto de base legislativa, de ma-
nera que ha convertido leyes de 
bases en auténticos reglamentos 
que reducen a niveles irrelevan-
tes el posterior desarrollo legisla-
tivo por las comunidades. Pero 
frente a la tesis de la regresión 
autonómica sostenida por Jordi 
Pujol, José Maria Aznar y Gó-
mez de las Roces, sobre todo, los 
socialistas más críticos hablan 
sólo de un cambio de actitud. La 
inflexión se produjo, según Le-
guina, tras las elecciones autonó-
micas del 10 de junio de 1987, 
cuando se registró el auge del re-
gionalismo conservador, sobre 
todo en Aragón y Valencia, aun-
que también en Navarra, Cana-
rias y en otras comunidades. 

Almunia califica este fenóme-
no político-electoral como una 
"distorsión" en el proceso políti-
co autonómico. La aparición de 
fuerzas no implantadas en todo 
el Estado, que se suman a la exis-
tencia de partidos nacionalistas 
vascos y catalanes ya consolida-
dos con anterioridad, "fragiliza a 
los partidos de centro-derecha", 
dice. El desarrollo del Estado au-
tonómico seria más fácil, añade, 
si el centro-derecha hubiera po-
dido o sabido integrar estos 
regionalismos. 

Ahora, según Almunia, el Go-
bierno y el PSOE se encuentran 
sin interlocutor válido al empren-
der una nueva fase en el desplie-
gue autonómico. "Cuando a AP y 
al CDS se les ha requerido para 
que expliquen en una mesa su vi-
sión del Estado autonómico no 
han podido hacerlo sin recurrir a 
sus representantes en las comu-
nidades. No tienen una visión ge-
neral", sentencia. 

Sólo Francia tiene un nivel 
superior de centralización 

Participación de los distintos niveles 
de gobierno en el gasto público total de España 

E.C. 
La implantación del Estado de 
las autonomías ha motivado un 
rápido proceso de descentraliza-
ción del gasto público en España. 
Para el año 1989, las comunida-
des autónomas administrarán el 
21,4% del gasto público, frente al 
63,8% de la Administración cen-
tral y el 14,8% de la Administra-
ción local, según datos del Insti-
tuto de Estudios Fiscales, que no 
incluye la Seguridad Social, ni la 
variación de los pasivos financie-
ros (amortización y pago de inte-
reses de las deudas contraidas). 

El profesor Antoni Castells, 
de la universidad de Barcelona, 
afirma en un reciente estudio que 
sólo Francia mantiene un nivel 
de centralización presupuestaria 
superior al de España. 

Según Castells, el gasto públi-
co a cargo de la Administración 
central liabía pasado de repre-
sentar el 88,07% del total en 1981 
al 76,16% en 1986, incluyendo la 
Seguridad Social en las comuni-
dades que la tenían transferida. 

Con la excepción de Francia, 
la descentralización del gasto pú-
blico en España está todavía por 
debajo de los Estados de estruc-
tura unitaria, en los que hay sólo 
dos niveles de administración, el 
local y el central. Y, por supues-
to, por debajo de los Estados de 
estructura federal, en los que hay 
tres niveles de Administración: 
local, regional y central. 

Esta comparación se ha esta-
blecido sobre 12 Estados, de los 
que 6 tienen estructura federal 
(Australia, Austria, Canadá, Es-
tados Unidos, República Federal 
de Alemania y Suiza) y otros 6 de 
estructura unitaria (Dinamarca, 
Francia, Holanda, Noruega, Rei-
no Unido y Suecia). En los cita-
dos estados federales, el gasto 
público a cargo de la Administra-
ción cental representa, en pro-
medio, el 55,85%; la administra-
ción regional, el 26,49% y la local 
el 17,66%. En los Estados unita-
rios comprendidos en la compa-
ración, la Administración central 
se hace cargo del 64,82% del gas-
to público, y la local del 35,18%. 

En España, y según cifras del 
año 1986, la distribución del gas-

to público era: Administración 
central, 76,16%; comunidades 
autónomas, 12,38%; gobiernos 
locales, 11,46%. En 1981, primer 
años de vigencia de los estatutos 
vasco y catalán, las comunidades 
autónomas representaban sólo el 
1,76% del gasto público, fi-ente al 
88,07% de la Administración 
central y el 10,47% de los gobier-
nos locales. 

Carácter desigual 
Sin embargo, una de las caracte-
rísticas del proceso autonómico 
español es su carácter desigual. 
En las cuatro comunidades autó-
nomas con mayor nivel de tras-
pasos incluidas en en este estu-
dio, Euskadi, Cataluña, Galicia y 
Andalucía, a las que habría que 
añadir la valenciana, la estructu-
ra del gasto público es ya bastan-
te parecida a la de algunos Esta-
dos federales. En las restantes 
comunidades, en cambio, está le-
jos de ella. 

En Euskadi, la Administra-
ción central representaba, en 
1986, el 58,08% del gasto públi-
co total, la Administración auto-
nómica el 27,58% y la local el 
14,34%. En Andalucía, la Admi-
nistración central representa el 
60,61%; la autonómica, el 
27,73% y la local el 11,66%. En 
Galicia , la relación era de 
68,87% para la Administración 
central, 20,40% para la autonó-
mica y 10,73% para la local. En 
Cataluña, la Administración 
central representaba el 58,20% 
del gasto público, la autónoma 
el 26,37% y la local el 15,43%. 

Según Castells, estas magni-
tudes indican claramente que en 
algunas comunidades se ha lle-
gado ya muy cerca del óptimo en 
la descentralización del gasto 
público. Sin embargo, añade, 
ello no implica que en paralelo 
se haya procedido a una descen-
tralización política de igual mag-
nitud. En la estructura presu-
puestaria de los gobiernos autó-
nomos tienen todavía un gran 
peso distintos tipos de subven-
ciones condicionadas (sanidad, 
enseñanza, entre otras), sobre 
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los que no tienen capacidad de va: O adecúa el nivel de autono-
decisión. mía política al de la descentrali-

La conclusión de Castells es zación presupuestaria o se con-
que el Estado de las autonomías vertirá en un nuevo tipo de Esta-
se encuentra ante una disyunti- do unitario. 

Un pacto de Estado sin interlocutores 
E.C. 

Todos los responsables del pro-
ceso autonómico coinciden en 
que éste se encuentra ante una 
encrucijada. Para hacer frente a 
la fase de desarrollo que debe se-
guir a la de implantación del mo-
delo, el ministro para las Admi-
nistraciones Públicas, Joaquín 
Almunia, ofreció a las comunida-
des de la vía lenta, en diciembre 
de 1987, negociar la ampliación 
de competencias mediante una 
ley orgánica. El Gobierno y el 
PSOE promueven desde enton-
ces un pacto de Estado para dar 
el segundo salto adelante en la 
construcción del Estado de las 
autonomías. 

Esta oferta no ha podido con-
cretarse hasta ahora. Algunas 
comunidades rechazan la vía de 
la delegación de competencias, 
porque consideran que el Go-
bierno siempre tendría en sus 
manos la posibilidad de reasu-
mirlas, y han iniciado el trámite 
para la reforma de sus estatutos, 
con el objetivo de elevar sus te-

chos competenciales hasta el de 
las comunidades del primer ni-
vel: Euskadi, Cataluña, Galicia y 
Andalucía. El Gobierno se opone 
a esta pretensión, con lo que la 
reforma es inviable, porque la 
mayoría socialista en las Cortes 
Generales puede bloquearla. 

El pacto ofi-ecido por Almu-
nia comprendería los siguientes 
puntos: 

1. Diseño global del proceso 
de ampliación de competencias 
de las comunidades autónomas 
del artículo 143. 

2. Revisión del sistema de fi-
nanciación, con reforma del Fon-
do de Compensación Interterri-
torial. 

3. Acuerdo sobre la Adminis-
tración del Estado en las comuni-
dades autónomas. 

4. Articulación entre el Go-
bierno y las comunidades para 
las relaciones con la Comunidad 
Europea y la acción exterior de 
las comunidades. 

Pese a que la oferta incluye los 
aspectos esenciales del desarro-

llo autonómico, hasta ahora no 
se ha avanzado en ninguno de 
ellos. Almunia atribuye las difi-
cultades a la ausencia de interlo-
cutores válidos para el Gobierno. 
"El CDS no tiene un modelo cla-
ro", asegura, "y Alianza Popular 
está sometida a un proceso inter-
no que le impide afrontar estos 
problemas". El criterio del minis-
tro es que este pacto debe ser ne-
gociado por los partidos de ám-
bito estatal "porque son los que 
conforman la voluntad de los 
parlamentos" y luego por las ins-
tituciones autonómicas. 

Este enfoque es rechazado 
por Hipólito Gómez de las Roces 
y José Maria Aznar, quienes ase-
guran que las comunidades de-
ben protagonizar la negociación. 
Aznar, que pertenece a la direc-
ción de Alianza Popular, rechaza 
también la imputación de que no 
hay interlocutores. "¿Para qué 
están estas instituciones si no se 
quiere negociar con ellas su futu-
ro?", pregimta refiriéndose a la 
propia comunidad. "Yo no acep-

to el principio de que sólo el Go-
bierno representa el interés gene-
ral del Estado", dice. 

Gómez de las Roces rechaza 
también la pretensión del PSOE 
de una negociación entre parti-
dos que luego seria presentada a 
las comunidades autónomas. 
"Madrid vive hoy", dice refirién-
dose al Gobierno, "en la idea de 
que ellos son el Estado. No se 
dan cuenta de que el Estado cen-
tralista tiene tres herederos: la 
Administración central, las co-
munidades autónomas y la Ad-
ministración local". 

Roca afirma, por su parte, que 
sin los partidos nacionalistas no 
se puede hablar seriamente de un 
pacto de futuro. "Se eq'uivoca 
quien crea que a nosotros no nos 
interesa la definición del marco 
autonómico general", dice. Y 
subraya, además, que una vez es-
tablecidas ya todas las comuni-
dades, "los partidos no pueden 
comprometer el papel de las ins-
tituciones, por lo que éstas han 
de participar en la negociación". 
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La Constitución cumple 10 años 

Autonomía 
y cooperación 

JOSÉ RAMÓN RECALDE 

Manuel Broseta, secretario de Estado para las Comunidades Autónomas, dirige en 1981 las conversaciones entre los 
partidos para definir la política autonómica. 

El síndrome de la estrella de mar 
E.C 

El proceso de redistribución te-
rritorial emprendido en 1980, 
que es la esencia del sistema au-
tonómico, ha generado una fuer-
te conflictividad entre las admi-
nistraciones, con dos ámbitos 
principales de choque. Uno es el 
legislativo, especialmente en las 
leyes de bases. El otro la reasun-
ción de funciones por la Admi-
nistración central. 

Joaquín Leguina, presidente 
madrileño, recurre al ejemplo de 
las estrellas de mar para explicar 
este segundo caso: "¿Qué les 
pasa a las estrellas de mar cuan-
do se Ies corta un brazo? Que les 
vuelve a crecer. Pues en la Admi-
nistración central sucede en oca-
siones lo mismo. Después de 
traspasado un servicio a las co-
munidades siempre hay un fun-
cionario que le cuenta al ministro 
correspondiente las barbarida-
des que en tal o cual comunidad 
están haciendo con él. Se impone 
rápidamente la necesidad de 
coordinar, de programar estos 
servicios, a fin de evitar tales de-
sastres . Na tura lmente , pa ra 
coordinar, programar, etcétera, 
hacen falta funcionarios. Des-
pués, estos funcionarios siempre 
son pocos para tanta tarea y 
cuando, al fin, son ya muchos, 
necesitan un director general. Ya 
está otra vez el brazo creado". 

Según datos facilitados por el 
Ministerio para las Administra-
ciones Públicas, el Gobierno ha 
recurrido el 7,7% de las leyes 
aprobadas por las comunidades 
autónomas desde 1981 (82 recur-
sos frente a 1.062 leyes), casi 
siempre por considerar que se 
extralimitaban en sus facultades. 
Las comunidades autónomas 
han recurrido 91 leyes aprobadas 
por las Cortes y han presentado 
126 recursos positivos de compe-
tencias contra disposiciones de 
la Administración del Estado, 
también en defensa de sus com-
petencias. 

El Gobierno ha impugnado el 
20,8% de las leyes catalanas, el 
13,6% de las vascas, el 10,6% de 
las gallegas y canarias, el 7,1 % de 
las aragonesas, el 6,7% de las va-

lencianas, el 6,2% de las madrile-
ñas, el 6% de las baleares, el 
5,1% de las andaluzas. Canta-
bria, La Rioja, Extremadura y 
Castilla-León no han visto recu-
rrida ninguna. El Gobierno ha re-
currido una ley a Asturias, una a 
Castilla-La Mancha, una a Na-
varra y dos a Murcia. 

Estos índices, pese a dar una 
idea aproximada del nivel de 
conflictividad, no reflejan con 
exactitud el tipo de relación polí-
tica existente en general entre las 
comunidades y la Administra-
ción central. Uno solo de los re-
cursos presentados por los parla-
mentos de Euskadi y Cataluña, el 
relativo a la ley Orgánica de Ar-
monización del Proceso Autonó-
mico (LOAPA), por ejemplo, hu-
biera llevado con toda probabili-
dad a los partidos nacionalistas 

vascos y catalanes a plantear la 
reforma de la Constitución y los 
estatutos en caso de no haber 
sido atendido en lo sustancial 
por el Tribunal Constitucional, 
en agosto de 1983. 

La LOAPA ha sido el princi-
pal conflicto entre el Gobierno y 
las comunidades autónomas. 
Los firmantes de los pactos de 
julio de 1981, Unión de Centro 
Democrático y PSOE, preten-
dían que las Cortes Generales 
pudieran aprobar leyes orgánicas 
con capacidad de armonizar las 
disposiciones adoptadas por las 
comunidades. En la práctica, ello 
suponía que las facultades legis-
lativas reconocidas a las comuni-
dades autónomas por sus estatu-
tos pasaban a depender de las 
Cortes. El Tribunal Constitucio-
nal rechazó esta pretensión. 

ARTICULO 137 

El Estado se organiza 
territorialmente en municipios, en provincias y en las 
Comunidades Autónomas que se constituyan. Todas 
estas entidades gozan de autonomía para la gestión 

de sus respectivos intereses. 

^OS E^rooo-

J L / a Const i tuc ión española 
—entendida ésta en el sentido 
amplio que le ha dado el Tribunal 
Constitucional, que engloba a los 
estatutos de autonomía en el 
"bloque de constitucionalidad"— 
es la norma jurídica básica que in-
tenta sentar las reglas democráti-
cas para el mejor encauzamiento 
del conflicto nacional. 

No pueden confundirse, sin 
embargo, la realidad política, de 
la que la Constitución ha surgi-
do, con las ideologías de los gru-
pos poh'ticos que intervinieron en 
su aprobación. Hay, en efecto, 
una tendencia, mantenida por los 
nacionalismos, a afirmar que la 
Constitución es algo así como el 
resultado de un pacto de natura-
leza federal por el que distintas 
naciones se unen en un Estado. 
Esto no es cierto. El punto de 
partida para el establecimiento 
del régimen constitucional ha 
sido el Estado español autorita-
rio y el de llegada al Estado espa-
ñol democrático. Si queremos es-
tablecer una correspondencia 
algo más aproximada con la idea 
de pacto, ésta tendría que ser, en 
todo caso, la de renovación del 
contrato social: el pueblo de Es-
paña, representado por los parti-
dos políticos, se ha organizado 
como sociedad política por me-
dio de una Constitución demo-
crática; ahora bien, teniendo en 
cuenta la presencia de conflictos 
nacionales entre distintas partes 
de la comunidad española y en el 
interior de algunas de ellas, ha 
establecido el régimen de las co-
munidades autonómas como la 
mejor fórmula democrática de 
mantenimiento de la comunidad 
española, de afirmación de sus 
partes y de armonía entre todas. 

Comunidades diferentes 
Hay, sin embargo, una diversi-
dad muy importante entre las 
distintas comunidades, que exce-
de con mucho de la diferencia ju-
rídica que la Constitución esta-
blece, entre comunidades del ar-
tículo 151 (Euskadi, Cataluña, 
Galicia y Andalucía) y del artícu-
lo 146 (el resto). Ésta es una dis-
tinción más que otra cosa por la 
vía y el ritmo de acceso que en la 
realidad autonómica ha tendido 
a la uniformidad. Pero tal dife-
rencia, o tal tendencia uniforme, 
no pasa de ser una fórmula jurí-
dica que oculta una realidad bien 
diferenciada: que algunas de las 
comunidades plantean un pro-
blema nacional y otras no. Las 
comunidades vasca y catalana 
están, desde esta perspectiva, en 
el máximo de reivindicación na-
cional. Y la reivindicación nacio-
nal, si aparece ligada a una ideo-
logía romántica de esencialismo 
nacionalista (caso más fi-ecuente 
en la comunidad vasca) ocasiona 
déficit de lealtad hacia el sistema 
político global —entendido este 
déficit como la comprensión de 
que ese sistema global es algo 
ajeno, lo cual es compatible con 
la participación democràtica en 
el mismo— y de armonía y de 
cohesión social en el interíor de 
la comunidad afectada. 

Las posibilidades de funcio-

namiento del sistema constitu-
cional-autonómico son distintas, 
según los casos. En las autono-
mías débil o nulamente naciona-
les, el problema político está bas-
tante ligado a su operatividad 
técnica, esto es, a la viabilidad de 
establecer un sistema bastante 
federalizado, como es el consti-
tucional, en zonas todavía sin 
gran tradición autonómica. Una 
democracia moderna parece es-
tar, sin embargo, en condiciones 
de abandonar el centralismo y de 
acercar al pueblo a los diversos 
centros locales y regionales de 
decisión política. 

En el caso de las autonomías 
fuertemente nacionales, las con-
diciones de funcionamiento del 
sistema son más complejas. El 
propio sistema, por medio de su 
Tribunal Constitucional, ha ido 
resolviendo los constantes con-
flictos de competencia que se de-
rivaban de la ambigua redacción 
del título VIII de la Constitución, 
lo que ha contribuido a la opera-
tividad institucional. Pero, pro-
bablemente, el vaticinio sobre el 
buen funcionamiento futuro de-
berá ir ligado al establecimiento 
de actitudes de lealtad y de co-
operación no suficientemente es-
tablecidas todavía. La lealtad al 
sistema se podrá obtener en la 
medida en que los pueblos de es-
tas comunidades, y el pueblo es-
pañol, en su conjunto, interiori-
cen, por una parte, que es necesi-
dad de supervivencia no sólo 
vencer el enfrentamiento de he-
cho entre pueblos del Estado, 
sino, acaso más, superar la divi-
sión interior dentro de la propia 
nacionalidad, entre sectores con 
ideología nacional enfrentada; 
por otra, que la incorporación al 
sistema nacional-autonómico fa-
vorece el desarrollo de las liber-
tades nacionales (promoción de 
la nación, como cultura) de la au-
tonomía (promoción de la na-
ción, como autogobierno) y de la 
solidaridad de los pueblos en una 
comunidad nacional más amplia. 

El Tribunal Constitucional, 
hasta ahora, ha sido un elemento 
fimdamental para el buen funcio-
namiento del régimen autonómi-
co. Recientemente, está advir-
tiendo, sin embargo, que en mu-
chos casos la respuesta jurídica 
está ya sentada, lo que querría 
decir que el conflicto debería re-
solverse por otro camino: el de 
incrementar los vínculos de leal-
tad y de cooperación. 

No es razonable pensar hoy 
en una modificación de la Consti-
tución, pues el solo debate sobre 
el tema comportaría más conflic-
to que armonía. Pero a cualquie-
ra se le puede ocurrir cómo los 
que pusieron resistencia en su 
día a que el Senado fuera una 
verdadera cámara de las autono-
mías estaban de hecho favore-
ciendo una tendencia a la disgre-
gación, al impedir la inordinación 
de las comunidades en la forma-
ción de la voluntad general. Hoy, 
sin salirse del marco constitucio-
nal, todo lo que se haga en favor 
de la creación de vínculos de co-
operación o de incremento del 
principio federal será trabajar 
para que la sociedad política de-
mocrática quede fortalecida. 
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No hay jurado 
ni ley de huelga 
Falta regular la protección contra los abusos 
informáticos y la ley del Consejo Económico y Social 

BONIFACIO DE LA CUADRA 
Diez años después de la aproba-
ción de la Constitución democrá-
tica, los españoles carecen de 
una ley de huelga, no se ha regu-
lado la institución del Jurado, 
continua sin elaborarse la ley li-
mitadora del uso de la informáti-
ca en garantía de la intimidad de 
los ciudadanos y no se ha consti-
tuido el Consejo Económico y 
Social. Estos incumplimientos de 
la Constitución revisten más im-
portancia que otros, como la fal-
ta de regulación legal del secreto 
profesional y la cláusula de con-
ciencia, dada la relativa eficacia 
de estos derechos mediante su 
invocación directa. 

El ejercicio del derecho fun-
damental a la huelga de los tra-
bajadores, "para la defensa de 
sus intereses", reconocido en el 
artículo 28.2 de la Constitución, 
continua todavía regulado por un 
decreto-ley de 4 de marzo de 
1977. Al margen de su contenido, 
esta norma, dado su rango jurídi-
co y su carácter preconstitucio-
nal, no puede cumplir el martdato 
existente en ese mismo artículo: 
"La ley que regule el ejercicio de 
este derecho establecerá las ga-
rantías precisas para asegurar el 
mantenimiento de los servicios 
esenciales de la comunidad". 

La existencia de una disposi-
ción preconstitucional no expre-
samente derogada y la necesidad 
de que los servicios mínimos 
sean establecidos mediante una 
ley que, de acuerdo con el artícu-
lo 53.1, respete el contenido 
esencial del derecho de huelga, 
hacen inevitable una ley que, sin 
embargo, no se ha producido. La 
contestación sindical a los ante-
proyectos de ley elaborados por 
el Gobierno socialista sólo pone 
de manifiesto tal vez la dificultad 
del empeño, pero no permite elu-
dir el compromiso const i tu-
cional. 

Respecto a la inhibición de los 
actuales gobernantes en esta ma-
teria, conviene recordar el entu-
siasmo con que los parlamenta-
rios socialistas constituyentes 
defendieron la incorporación de 
este derecho fundamental. Los 
socialistas se opusieron a la pre-
tensión centrista de adjetivar la 
referencia a la defensa de "los in-
tereses" a defender mediante la 
huelga por los trabajadores con 
el término "profesionales". 

La "huelga pialítica" 
Sobre la "huelga política", los 
máximos temores fueron mani-
festados durante el debate cons-
tituyente por el senador conser-
vador vasco Luis Olarra, mien-
tras que el senador socialista 
José Vida Soria la consideró 
"fantasmagórica, en el sentido de 
que nadie sabe", dijo, "lo que es 
una huelga política". El mismo 
senador socialista, a la sazón ca-
tedrático de Derecho del Traba-
jo, explicó que la inclusion del 
derecho de huelga en la Constitu-
ción "no es una concesión que le 
hace la burguesía a la clase obre-
ra; es todo lo contrario", precisó, 
"es una muestra de madurez de 
la clase obrera, que acepta que 
su arma más destructiva entre 

i" \ . 

dentro del mecanismo del orde-
namiento jurídico". Para la plena 
entrada hace falta una ley. 

Todavía más necesaria es la 
regulación legal en el caso del Ju-
rado, institución de participación 
de los ciudadanos en la Adminis-
tración de Justicia que permane-
cerá inédita mientras no se pro-
mulgue una ley que determine, 
según lo previsto en el artículo 
125, la forma y los procesos pe-
nales en los que intervendrá. Sin 
embargo, continuamos sin ley del 
Jurado, con lo que las esperan-
zas suscitadas por la incorpora-
ción a nuestra Constitución de 
esta forma de democratización 
de la justicia permanecen frus-
tradas. Esta frustración afecta 
también a los electores a quienes 
el PSOE prometió en 1982 la ins-
tauración del Jurado. 

Fue precisamente el primer 
Gobierno socialista de Felipe 
González el que reavivó las ex-
pectativas sobre el Jurado. En la 
ley orgánica del Poder Judicial 
de 1 de julio de 1985, elaborada 
durante el mandato de Femando 
Ledesma como ministro de Justi-
cia, el Gobierno se autoemplazó 
a remitir al Parlamento la ley del 
Jurado en el plazo de un año, lar-
gamente incumplido. En opinión 
de Ledesma, la entrada en fun-
cionamiento del Jurado repre;-
sentaria una complicación, dada 
la situación de la justicia. El nue-
vo ministro, Enrique Mugica, 
aunque se ha mostrado contrario 
a estos pretextos, no ha avanza-
do en la elaboración de la ley. 

Durante la etapa de Ledesma 
se realizaron estudios y se prepa-
raron borradores para regular el 
Jurado y el ministerio no se de-
cantó con claridad sobre el mo-
delo a adoptar. Entre los textos 
manejados, aparte de la proposi-
ción de ley del PNV —que se 
adelantó al resto de los grupos 
parlamentarios en la oferta de 
una regulación articulada de la 
futura ley—, destacan los textos 
respectivos del catedrático de 
Derecho Procesal Vicente Gime-
no Sendra y del presidente de la 
Asociación Pro Jurado, Gustavo 
López Muñoz. El primero pro-
pugnó el escabinado, o tribunal 
mixto de jueces profesionales y 
legos en derecho, y el segundo 
defendió el jurado puro, integra-
do sólo por ciudadanos no ju-
ristas. 

La polémica entre uno y otro 
modelo perdió fuerza ante el de-
sistimiento gubernamental de 
elaborar un proyecto de ley. Sin 
embargo, la Asociación Pro Ju-
rado, los grupos de abogados jó-
venes y otras organizaciones ju-
rídicas progresistas han venido 
propiciando ensayos del fiincio-
namiento del Jurado, con fre-
cuencia sobre casos reales, en 
paralelo a la celebración de la 
vista. El Consejo General del Po-
der Judicial ha avalado estas ex-
periencias y tanto este órgano de 
gobierno de la justicia como di-
versas asociaciones de juristas, 
entre ellas Jueces para la Demo-
cracia y Unión Progresista de 
Fiscales, han estimado, en con-
traste con el criterio guberna-
mental, que la entrada en funcio-
namiento del Jurado sería un re-
vulsivo que contribuiría a mejo-

La ley de huelga, aún sin reglamentación. 

rar la administración de justicia. 
Las resistencias de los sucesi-

vos gobiernos constitucionales a 
poner en marcha el Jurado choca 
con los planteamientos manteni-
dos en los debates constituyentes 
por los partidos políticos que 
después accedieron al poder. 
Sólo Alianza Popular —que jun-
to con el PCE es el único partido 
de ámbito estatal, de los consti-
tuyentes, que no ha gobernado— 
se opuso a la inclusión del Jura-
do. Dos diputados de sectores 
del PSOE bien diferentes, Gre-
gorio Peces-Barba y Pablo Cas-
tellano, patentizaron con su de-
fensa del Jurado, la unanimidad 
existente sobre esta institución 
en el partido hoy gobernante. 

Frente a los temores expresa-
dos por el aliancista Licinio de la 
Fuente sobre los riesgos de "tri-
bunales populares", Peces-Barba 
defendió la necesidad de demo-
cratizar la justicia. Por su parte, 
firente al argumento de AP de que 
el Jurado representa una descon-
fianza hacia los jueces profesio-
nales, Castellano aseguró que el 
PSOE no tenía suspicacias hacia 
los magistrados, aunque sí hacia 

la magistratocracia, y fue expresi-
vo: "de quien menos suspicacia 
tenemos es del pueblo". 

Defensa de la vida privada 
Entre las carencias de desarrollo 
legal de los derechos fundamen-
tales, continua sin cumplirse el 
mandato explícito contenido en 
el artículo 18.4 de la Constitu-
ción: "La ley limitará el uso de la 
informática para garantizar el 
honor y la intimidad personal y 
familiar de los ciudadanos y el 
pleno ejercicio de sus derechos". 
Mientras que el Ejecutivo pos-
constitucional ha sido activo en 
la aprobación y mantenimiento 
de una ley de protección civil del 
honor, intimidad y propia ima-
gen, cuyas consecuencias más 
llamativas han sido que algunos 
personajes han puesto precio a 
su vida privada frente al derecho 
a la información, los sucesivos 
gobiernos han omitido aprobar 
una ley querida por la Constitu-
ción para defender al ciudadano 
de los abusos del poder en el uso 
de la informática. 

BERNARDO PÉREZ 

La Asociación Pro Derechos 
Humanos (APDH) promovió el 
año pasado un texto, inspirado 
en la ley francesa de 1978, que re-
mitió a todos los grupos parla-
mentarios, con el propósito de 
que se llenara el vacío legislativo. 
Uno de sus principales promoto-
res, el abogado y profesor de De-
recho Constitucional, Diego Ló-
pez Garrido, explicó la iniciativa 
como un deseo de "encabezar, 
desde la sociedad civil, una res-
puesta jurídica al reto tecnológi-
co". Se trataba de orientar el 
proceso informático hacia el in-
terés público, "de modo que se 
garantice la defensa de los dere-
chos y libertades". 

Además del mandato consti-
tucional, España ratificó en 1984 
el Convenio Europeo sobre pro-
tección de las personas con res-
pecto al tratamiento de datos au-
tomatizados de carácter perso-
nal, que obliga a la elaboración 
de una ley orgánica. Por el mo-
mento, sólo Izquierda Unida ha 
sido sensible a la propuesta de la 
APDH y ha elaborado una pro-
posición de ley fundamentada en 
dicha iniciativa. Por el momento. 
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Otra ley que continua sin pro-
mulgarse 10 años después de 
aprobada la Constitución es la 
prevista en su artículo 131, que 
establece de forma categórica: 
"Se constituirá un consejo, cuya 
composición y funciones se desa-
rrollarán por ley". El inexistente 
Consejo Económico y Social 
aparece diseñado por la Consti-
tución como órgano asesor y co-
laborador del Gobierno en mate-
ria de planificación económica. 
Aunque su composición y funcio-
nes se delegan en una ley, la 
Constitución ya apunta, entre los 
integrantes del futuro consejo, a 
"los sindicatos y otras organiza-
ciones profesionales, empresa-
riales y económicas". 

Desde algunos sectores se ha 
contemplado este órgano como 
demasiado corporativo, con re-
sonancias de los viejos sindica-
tos verticales franquistas, pero lo 
cierto es que los constituyentes 
consideraron necesaria su exis-
tencia en un Estado social y de-
mocrático de derecho como el 
nuestro. Prevaleció la tesis de 
que se trataba de una institución 
esencial para comprometer a las 
fuerzas sociales y económicas en 
la solución de los problemas eco-
nómico-sociales, tal vez inspira-
dos por el éxito obtenido por los 
pactos de la Moncloa en aquellos 
tiempos de consenso. Todavía en 
los primeros años posconstitu-
cionales, el 16 de septiembre de 
1980, el entonces presidente del 
Gobierno, Adolfo Suárez, decla-
raba ante el Parlamento que el 
Consejo Económico y Social de-
bía ser, decía, "una plataforma 
institucional de diálogo y delibe-
ración de los interlocutores so-
ciales". 

UCD no creó este consejo 
que ciertamente no era la tarea 
más urgente en el inicial desarro-
llo constitucional, pero tampoco 
lo ha hecho hasta ahora el 
PSOE. Algún constitucionalista, 
como el profesor Óscar Alzaga, 
ha vinculado esa pasividad con el 
ocaso de la planificación econó-
mica, con la que la Constitución 
vincula a dicho órgano. Sin em-
bargo, hace unas semanas, el 
subsecretario de Trabajo, Segis-
mundo Crespo, anunció en el 
Palamento la creación del Con-
sejo Económico y Social para su 
entrada en funcionamiento a 
principios de 1989. Aparte de 
que habló de un decreto, a pesar 
de que la Constitución exige una 
ley, en cuanto al incumplimiento 
de este plazo, ya en mayo de este 
año el propio ministro de Traba-
jo, Manuel Chaves, estimó que el 
consejo se constituiría probable-
mente antes del pasado verano, 
pero tuvo la cautela de no querer 
comprometerse a fecha fija. 

La Constitución iiei cumple 10 años 
la falta de una regulación legal 
alienta el riesgo de utilización 
abusiva por parte del Estado o 
las grandes empresas de los da-
tos privados suministrados por el 
ciudadano para un fin determi-
nado —encontrar trabajo, che-
quear su salud o curar una enfer-
medad, facilitar las compras do-
mésticas, pagar los impuestos—, 
sobre todo a través de la mezcla 
de los contenidos de diferentes 
archivos informatizados. Piénse-
se el perfil personal íntimo que 
puede obtenerse de un ciudada-
no si se combinan con técnicas 
informáticas los datos privados 
existentes en los ordenadores de 
Interior, Defensa, Seguridad So-
cial, Hacienda y un par de 
bancos. 

Sindicatos asesores 

JAVIER BAULUZ Primer juicio experimenta! con jurado - n o vinculante-, en la Audiencia Provincial de Oviedo, en abril de 1986. 

"Sociedad democrática avanzada", pero poco 
Los principios rectores de la poUtica social permanecen casi inéditos tras los mandatos centrista y socialista 

B. DE LA C. 
La voluntad nacional de "esta-
blecer una sociedad democrática 
avanzada", proclamada en el 
preámbulo de la Constitución, se 
instaló también en su articulado, 
tras vacilaciones y concesiones 
en pro del consenso. Diez años 
después, los "principios rectores 
de la política social" apenas in-
forman, en contra de lo que exige 
el texto constitucional, la actua-
ción de los poderes públicos. 
Tanto durante los cuatro prime-
ros años, de gobierno centrista, 
como durante los seis últimos, de 
mandato socialista, el poder cen-
tral no se ha ajustado a la políti-
ca social diseñada por la Carta 
Magna, e igual cabe decir de los 
poderes autonómicos. 

El título I de la Constitución 
sobre los derechos y deberes fun-
damentales tiene un capítulo ter-
cero, dedicado a los "principios 
rectores de la política social y 
económica", en el que se impone 
a los poderes públicos que, "de 
manera especial, realizarán una 
política orientada al pleno em-
pleo". Del mismo modo, se esta-
blece que "los poderes públicos 
promoverán las condiciones fa-
vorables para el progreso social y 
económico y para una distribu-
ción de la renta regional y perso-
n é más equitativa". La Constitu-
ción ordena igualmente: "los po-
deres púbhcos fomentarán una 
política que garantice la forma-
ción y readaptación profesiona-
les; velarán por la seguridad e hi-
giene en el trabajo y garantizarán 
el descanso necesario". 

Otro principio constitucional 
es el que manda que "los poderes 
públicos mantendrán un régimen 
público de Seguridad Social para 
todos los ciudadanos que garan-
tice la asistencia y prestaciones 
sociales suficientes ante situa-
ciones de necesidad, especial-

mente en casos de desempleo". 
El "derecho a la protección de 

la salud" lleva como corolario 
que "compete a los poderes pú-
blicos organizar y tutelar la salud 
pública a través de medidas pre-
ventivas y de las prestaciones y 
servicios necesarios", así como el 
fomento de la educación sanita-
ria, física y deportiva y la adecua-
da utilización del ocio. De igual 
forma, "los poderes públicos ve-
larán por la utilización racional 
de todos los recursos naturales, 
con el fin de proteger y mejorar la 

calidad de la vida y defender y 
restaurar el medio ambiente", 
que "todos tienen derecho a dis-
frutar". 

Tras reconocer a todos los es-
pañoles el derecho "a disfrutar 
de una vivienda digna y adecua-
da", la Constitución ordena: 
"l^s poderes públicos promove-
rán las condiciones necesarias y 
establecerán las normas perti-
nentes para hacer efectivo este 
derecho, regulando la utilización 
del suelo de acuerdo con el inte-
rés general para impedir la es-

ARTICULO 9 

2. Corresponde a los poderes 
públicos promover las condiciones para que la 

libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en 
que se integra sean reales y efectivas: remover los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y 

facilitar la participación de todos los ciudadanos en la 
vida política, económica, cultural y social. 

Les> 

/ 

peculación". La Constitución im-
pone la obligación de garantizar, 
mediante "pensiones adecua-
das", "la suficiencia económica a 
los ciudadanos de la tercera 
edad" y el deber de promover 
servicios para "su bienestar", así 
como la defensa eficaz de consu-
midores y usuarios. 

Según el artículo 53.3 de la 
Constitución, tales principios 
"informarán la legislación positi-
va, la práctica judicial y la actua-
ción de los poderes públicos". Si 
bien sólo podrán ser alegados 
por los ciudadanos ante los tri-
bunales de acuerdo con lo que 
dispongan las leyes que los desa-
rrollen, para las fuerzas políticas 
en el poder representan un pro-
grama de gobierno en materia so-
cioeconómica. Sin embargo, los 
10 años transcurridos han de-
mostrado que la calculada ambi-
güedad de la Constitución ha re-
sultado estéril en cuanto al mar-
gen concedido a una política so-
cial orientada hacia la izquierda. 

Las alarmas manifestadas du-
rante la etapa constituyente por 
la CEOE sobre los riesgos inter-
vencionistas, como los temores 
expresados por el senador y em-
presario vasco Luis Olarra sobre 
las veleidades huelguistas del 
PSOE, han quedado sin funda-
mento. Menor sentido tiene aho-
ra, a la luz de lo ocurrido en estos 
10 años, el terror que inspiró en 
algunos sectores económicos la 
incorporación al artículo 129 de 
la Constitución de un precepto, 
según el cual los poderes públi-
cos "establecerán los medios que 
faciliten el acceso de los trabaja-
dores a la propiedad de los me-
dios de producción". Aquellos 
miedos resultaron vanos, a la vis-
ta de lo lejos que se encuentra 
hoy, con el PSOE en el poder, la 
aplicación de aquel precepto, de 
resonancias marxistas. 

«»»iiiŜ W-
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El Pleno del Tribunal Constitucional, antes (arriba) y después (abajo) de la renovación efectuada el 21 de febrero de 1986. 

El Tribunal Constitucional disciplinó a los poderes públicos 
El máximo intérprete impulsó la aplicación directa de la Constitución por los jueces y colaboró en la producción legislativa 

B. DE LA CUADRA 
El Tribunal Constitucional, du-
rante sus casi nueve primeros 
años de funcionamiento, ha dis-
ciplinado a los poderes públicos 
en el cxunplimiento de la Consti-
tución, para lo que nunca ha po-
dido actuar por propia iniciativa, 
sino sólo a petición de parte. La 
màxima eficacia de esta labor se 
ha producido respecto al poder 
judicial, algunos de cuyos miem-
bros se resistieron a la aplicación 
directa de la Carta Magna. En 
cuanto al poder legislativo, el 
alto tribimd ha operado a través 
de la anulación de preceptos in-
constitucionales y mediante sen-
tencias interpretativas que han 
significado una colaboración en 
la producción legislativa. 

Declaraciones "retóricas" 
Durante una primera etapa, la 
aplicación directa de los precep-
tos constitucionales tuvo más 
adeptos en la doctrina jurídica 
que en la práctica judicial. Algu-
nos magistrados, incluso en el 
texto de sus sentencias, estima-
ron que la Constitución sólo con-
tenía principios genéricos, de 
poco más valor que declaracio-
nes retóricas o filosóficas hasta 
tanto quedaran reflejadas en ver-
daderas leyes. De ahí que el Tri-
bunal Constitucional tuvo que 
emplearse a fondo, mediante la 
aniilación de numerosas senten-
cias y la imposición de las nor-
mas contenidas en la ley de leyes. 

Junto a esta labor, que contri-
buyó al ejercicio de los derechos y 
libertades fundamentales recono-

cidos en la Constitución, el alto 
tribunal tuvo que imponer tam-
bién la vigencia de los preceptos 
constitucionales que otorgan a los 
jueces y tribunales un primer pa-
pel para la tutela efectiva de los 
derechos e intereses legítimos. En 
aplicación del artículo 24 de la 
Constitución —que junto con el 
14, que establece la igualdad ante 
la ley, suscitó el mayor número de 
recursos de amparo—, el alto tri-
bunal impidió en muchos casos 
que se produjera indefensión y 
construyó una doctrina acorde 
con las garantías jurídicas de un 
proceso democrático. 

El derecho a la defensa y asis-
tencia letrada, a un proceso pú-
blico, a ser informado de la acu-
sación, a no declarar contra sí 
mismo y, sobre todo, el derecho a 
la presunción de inocencia, han 
ido introduciéndose en el proce-
so penal a golpe de sentencias del 
Tribimal Constitucional. La nue-
va doctrina ha acabado con la 
vieja práctica judicial de conver-
tir en sentencia el atestado poli-

cial y ha logrado generalizar que 
tal atestado no tenga más valor 
que el de una mera denuncia. En 
ocasiones, sin embargo, la vigi-
lancia del máximo intérprete no 
fue todo lo escrupulosa que de-
biera y España se ha sentado ya 
en el banquillo del Tribunal Eu-
ropeo de Derechos Humanos de 
Estrasburgo, acusada por los 
condenados por el asesinato del 
industrial José María Bultó de no 
haberse beneficiado de su dere-
cho a un juicio equitativo. 

Sentencia 'revolncionaria' 
La jurisprudencia de Estrasbur-
go ha sido precisamente otro de 
los parámetros utilizados por el 
Tribunal Constitucional para 
disciplinar la actuación del poder 
judicial, según la invocación que 
hace el artículo 10.2 de la Consti-
tución a que los derechos funda-
mentales se interpreten de con-
formidad con las declaraciones 
internacionales de derechos hu-

manos ratificadas por España. 
Esa fue la razón para que el alto 
tribunal dictara el 12 de julio últi-
mo una sentencia de efectos revo-
lucionarios sobre la justicia espa-
ñola, a pesar de que se limitó a 
aplicar el derecho europeo a un 
juez imparcial, mediante la doc-
trina de que el juez que instruye 
una causa no puede juzgarla. 

La posibilidad de disciplinar a 
los poderes ejecutivos en el cum-
plimiento de la Constitución sólo 
tiene virtualidad directa en los 
casos de conflictos de competen-
cias entre el Estado y las comuni-
dades autónomas. En esa mate-
ria, el Tribunal Constitucional ha 
suplido con eficacia la ambigüe-
dad del Título VIII, dedicado a la 
organización territorial del Esta-
do de las autonomías. La doctri-
na elaborada por el alto tribunal 
ha complementado el palmetazo 
dado en su momento a la ley Or-
gánica de Armonización del Pro-
ceso Autonómico (LOAPA), 
pactada desde una perspectiva 
centraUsta por UCD y PSOE. 

Dos presidentes^ dos etapas 
Manuel García Pelayo, zamorano de 78 años, 
y Francisco Tomás y Valiente, valenciano de 
55 años, han sido los dos primeros presidentes 
del Tribunal Constitucional. García Pelayo 
permaneció en el cargo desde el 4 de julio de 
1980 hasta el 4 de marzo de 1986, fecha en que 
le sucedió Tomás y Valiente. 

García Pelayo, que había reprochado la ex-
cesiva timidez del texto constitucional en el 
aspecto social, tuvo que decidir con sii voto de 
calidad la sentencia sobre la expropiación de 

Rumasa. Tras su dimisión respondió así a al^ 
gunas críticas: "Algunos grupos confunden sus 
propios intereses con el prestigio o despresti-
gio del tribunal". 

Tomás y VaHente considera que, en gene-
ral, los poderes públicos "se han tomado muy 
en serio la Constitución". Rechaza, por "desa-
certadas", las críticas a la sentencia de 12 de 
julio sobre la imparcialidad del juzgador, e in-
siste en que se trató de una sentencia "muy re-
flexiva". 

En cuanto al grado de cumpli-
miento gubernamental de la 
Constitución y el respeto del eje-
cutivo hacia los derechos y liber-
tades ciudadanas, el Tribunal 
Constitucional sólo puede pro-
nunciarse sobre la materia me-
diante sentencias de amparo 
cuando los perjudicados reaccio-
nan y una vez que se agota la vía 
judicial ordinaria. En todo caso, 
de alguna forma el Tribunal 
Constitucional ha avalado en la 
práctica determinadas acciones 
de gobierno, como la expropia-
ción de Rumasa, y se ha mostra-
do cauto ante la invocación gu-
bernamental de la razón de Esta-
do, a propósito, por ejemplo, de 
la legislación antiterrorista o la 
exclusión de la objeción de con-
ciencia del catálogo de derechos 
fundamentales. 

Fallos interpretativos' 
Por último, el alto tribunal ha co-
laborado con el Parlamento en la 
adecuación de las leyes a los pa-
rámetros constitucionales en 
aquellos casos en que estimó que 
los preceptos impugnados no 
merecían su anulación plena. Las 
sentencias interpretativas, aimque 
discutidas por parte de la doctri-
na jurídica, se han mostrado un 
elemento útil para la aplicación 
de la Constitución. La ya citada 
LOAPA, la que provocó la modi-
ficación de la ley de despenaliza-
ción parcial del aborto y la que 
interpretó a la luz de la Constitu-
ción el viejo decreto-ley regula-
dor de la huelga, son ejemplos de 
esta colaboración. 
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La Constitución IO, cumple 10 años 

El PNV se quedó 
en casa 
El País Vasco marcó la diferencia 
el 6 de diciembre de 1978 

JAVIER ANGULO 
Era una de esas grises mañanas 
bilbaínas en las que casi siempre 
amenaza lluvia. Hacía, además, 
mucho frío. Por la escasa anima-
ción de las calles se diría que era 
domingo. Nada inducía a pensar 
que aquel miércoles iba a votarse 
en toda España la Constitución, 
si no fuera porque las paredes de 
las calles del centro de Bilbao 
aparecían completamente cu-
biertas por im amasijo de carte-
les superpuestos, con la cola fres-
ca aún, invitando al sí, al no y a la 
abstención. Xabier Arzalluz, 
portavoz del Grupo Nacionalista 
en el Congreso de los Diputados 
y uno de los más carismáticos lí-
deres de Partido Nacionalista 
Vasco (PNV), acababa de echar 
un vistazo al periódico Deia con 
las informaciones sobre el cierre 
de la campaña. Se abrigó bien. 
Antes de salir besó a su mujer, 
Begoña, y acarició en la cuna a su 
hija de pocos meses. ("Esta niña 
es el mejor fruto del largo debate 
del texto constitucional", solía 
comentar aquellos días a los ami-
gos el dirigente peneuvista.) 
Aquella mañana Arzalluz no iba 
a ir a votar, como siempre, en su 
colegio electoral, situado en la 
universidad de Deusto, de los je-
suítas. Y no votó porque su parti-
do había decidido abstenerse en 
el referéndum. 

Cuando bajaba las escaleras 
volvió a invadirle la duda sobre si 
finalmente la historia entendería 

' la postura de su partido, en la 
que él había influido. ¿Tenían ra-
zón históricos dirigentes del 
PNV como el senador Manuel 
Irujo, como Juan Ajuriaguerra 
—que había fallecido el 25 de 
agosto— o el propio José Anto-
nio Leizaola, primer lehendakari 
vasco, al expresar discretamente 
sus reservas a la abstención res-
pecto de una Constitución que 
remachaba el proceso democrá-
tico español tan largamente es-
perado? "Ya es trágico...", se 
dijo Arzalluz, "tantas décadas 
esperando, luchando por tener 
una Constitución democrática y 
ahora tengo que pedir que no se 
vote". 

Sabía ArzaUuz que iba a so-
portar en el Congreso algunos 
improperios y que no se entende-
rían sus razones. Sabía que su 
partido se colocaba, a los ojos de 
los españoles, en una situación 
dificil, casi de espaldas a una 
nueva legalidad democrática. Sa-
bía que nuevamente iban a me-
terles en el mismo saco que a los 
independentistas de Herri Bata-
suna, que propugnaban el no a la 
Constitución ("¡Con el trabajo 
que está costando marcar distan-
cias!"). Arzalluz comprimió las 
mandíbulas, apretó el paso hacia 
las oficinas del partido. Había 
desechado la duda por milésima 
vez. "Tenemos razón", se dijo. 

Fue hacia mediados del mes 
de julio de 1978 cuando la idea 
de no votar la Constitución pasó 
por primera vez por su cabeza 
dado el cariz que estaban toman-
do los debates del texto constitu-
cional en el Congreso. Él PNV no 
lograba que se aceptara un texto 
de disposición adicional capaz 
de establecer claramente la plena 
restauración de los derechos fo-

rales vascos —perdidos el siglo 
pasado— o al menos su versión 
actualizada. La decisión se hizo 
firme aquella noche del 21 de ju-
lio. Después de maratonianas se-
siones de trabajo en el Congreso, 
dirigentes de UCD y del PNV 
trataban de llegar, cuando se 
agotaba el debate del texto cons-
titucional, a una redacción satis-
factoria de la citada disposición 
adicional. Fatigados tras dece-
nas de idas y venidas de despa-
cho en despacho, estrujados los 
cerebros en busca de palabras 
ambiguas, apropiadas para dar 
gusto a las dos partes, pareda 
que se había llegado a una fór-
mula de acuerdo. Pero todo se 
vino abajo. 

Todavía recuerda Arzalluz de 
cuando en cuando aquel episo-
dio, que narró confidencialmente 
a este periodista días después en 
su casa de veraneo de Zarauz. 
"Hubo un momento en que el 
asunto estaba hecho, y de pron-
to, ¡zas!... Algo pasó allí. Había-
mos llegado a una fórmula que, 
sin ser la más deseable, nos pare-
cía aceptable. Estaba escrita a 
mano en un trozo de papel. La 
leyó Fernando Abril Martorell 
[era entonces vicepresidente del 
Gobierno de Adolfo Suárez], 
que dirigía la negociación, y le 
pareció bien. Sin embargo, minu-
tos después dijo que no podían 
aceptarla. Sentí que se me revol-
vía la sangre. Me entraron ganas 
de irme a por él y pisarle la cabe-
za. Nos trataron muy mal y usa-
ron frecuentes artimañas para 
conseguir que nos plegáramos a 
sus posturas". 

Al día siguiente, Arzalluz de-
claró al término de la sesión del 
Congreso que aprobó el texto 
constitucional: "No podemos de-
cir sí a esta Constitución". Horas 
después el dirigente peneuvista 
volvió a Euskadi con la sensa-
ción de haber perdido una bata-
lla política probablemente histó-
rica. 

Garaikoetxea 

luismagAn 
Xabier Arzalluz, presidente de Partido Nacionalista Vasco. 

Tampoco se logró en el debate de 
la Constitución en el Senado, ce-
lebrado en los primeros días de 
octubre, que se superaran las di-
ferencias entre el PNV y la UCD 
sobre la disposición adicional. 
En las negociaciones de última 
hora, celebradas en el palacio de 
la Moncloa, no participó Arza-
Uuz. En su lugar estuvo Carlos 
Garaikoetxea, entonces presi-
dente del PNV y considerado por 
sus próximos como "más duro 
negociador que Xabier". Al final. 
Abril Martorell impuso un texto 
de disposición adicional primera 
que está hoy aún vigente: "La 
Constitución ampara y respeta 
los derechos históricos de los te-
rritorios forales. La actualiza-
ción general de dicho régimen fo-
rai se llevará a cabo, en su caso, 
en el marco de la Constitución y 
de los estatutos de autonomía". 

El PNV había fracasado en su 
intento de que la Constitución 
estableciera nítidamente el resta-
blecimiento pleno de los dere-
chos forales vascos sin cortapi-
sas legales. Así lo explicaba Ga-
raikoetxea el 7 de octubre: "El 

tema central era el siguiente: en 
el supuesto de que disposiciones 
de la Constitución chocasen con 
los derechos forales restaurables, 
¿que tenía que prevalecer? Noso-
tros entendíamos que una inter-
pretación auténtica de los dere-
chos forales nos indicaba que és-
tos son absolutamente inexpug-
nables por cualquiera otra legis-
latura estatal. Esto produjo la 
preocupación de que entonces 
los derechos forales pudieran lle-
varse hasta sus últimas conse-
cuencias; es decir, hasta posicio-
nes que pudieran poner en peli-
gro la integridad del Estado". 

"Nosotros", precisaba, "trata-
mos de preservar lo fiindamental 
poniendo coto a la reintegración 
forai en los términos que estable-
cen los 148 y 149 [establecen las 
competencias que corresponden 
a la comunidad autónoma]. Éste 
era nuestro mínimo. UCD, en 
cambio, exigió que desde el pri-
mer al último artículo de la Cons-
titución prevaleciera sobre cual-
quier concepción de la restaura-
ción forai". 

La asamblea nacional del 
PNV —máximo órgano del parti-
do—, reunida en Pamplona el 29 
de octubre, decidió por unanimi-
dad recomendar a sus afiliados y 
votantes abstención en el refe-
réndum de la Constitución. La 
postura abstencionista, a medida 
que se fiie acercando la fecha de 
la consulta, fue matizada. Casi 
todos sus líderes, como el propio 
Arzalluz, reconocían la parte po-
sitiva del texto constitucional, re-
conocían incluso que era mejor 
que la republicana respecto del 
reconocimiento de las autono-

mías e insistían en lo irracional 
de votar que no. E s t ^ afirmacio-
nes iban no tanto dirigidas a los 
votantes de HB o Euskadiko Ez-
kerra, que claramente propugna-
ban el no, como a sus propios se-
guidores. En vísperas del referén-
dum diputados y dirigentes del 
PNV comenzaron a hablar de 
"acatar" la Constitución como 
fórmula de una cierta aceptación 
y para quitar hierro a abstencio-
nismo. 

Euskadi, una vez más, era di-
ferente. Los nacionalistas radica-
les y los franquistas coincidían en 
el no y el PNV había inventado 
una fórmula nueva de compromi-
so respecto de la Constitución, el 
acatamiento, para evitar la apro-
bación directa de un texto que re-
conocían inestimable para la 
consolidación de la democracia 
española. Se quedaban en casa 
los democristianos del PNV, que 
40 años antes habían defendido 
en el bando republicano, y con 
las armas, la legalidad de la 
Constitución española. 

El rechazo 
Euskadiko Ezkerra, entonces 
con planteamientos nacionalis-
tas radicales, apoyaba el no. Re-
sultan hoy chocantes las afirma-
ciones que hacían entonces sus 
dirigentes. Mario Onaindía, en-
tonces secretario general, afir-
maba en plena campaña: "Va-
mos a decirlo claro, aimque la 
Prensa de Madrid se ponga his-
térica: queremos la autonomía 
como paso previo a la total libe-
ración nacional, o sea, la inde-

pendencia. Pero no queremos 
imponer esta idea a nadie; por 
ello exigimos la autodetermi-
nación". 

La jornada del referéndum 
discurrió sin incidentes serios 
pese a las emenazas de acciones 
violentas hechas por ETA, que el 
día anterior había asesinado a 
tres policías en San Sebastián. 
Puede decirse que el día 6 de di-
ciembre de 1978 el pueblo vasco 
rechazó la Constitución. La abs-
tención, superior al 50%, sumada 
al voto negativo situaba en un 
60% el número de vascos que no 
aprobaron la Carta Magna. 

Arzalluz y su partido sufiie-
ron en los meses siguientes las 
consecuencias de ese rechazo en 
el proceso de negociación del es-
tatuto de autonomía. Las acusa-
ciones de ambigüedad, de egoís-
mo y de falta de realismo político 
se convirtieron casi en un tópico 
al referirse a la poh'tica del PNV. 
Pero peneuvistas y centristas tra-
bajaron, en un ambiente casi 
siempre de crispación, por lograr 
lo que Arzalluz ha denominado 
siempre un "pacto histórico": el 
estatuto de autonomía vasco. 
Casi un año después del referén-
dum, el PNV acabó por asumir 
como suya la Constitución a tra-
vés de la aceptación plena de un 
estatuto de autonomía vasco, 
emanado de esa Carta Magna. 

El día 26 de octubre de 1979 el 
estatuto obtuvo ei respaldo, si no 
mayoritario, al menos ampKo del 
electorado vasco. Euskadiko Ez-
kerra, aunque matizadamente, 
aceptaba el texto. Sólo HB pro-
pugnó su rechazo. La coalición 
abertzale radical se quedaba sola 
para defender los antiguos idea-
les independentistas que el PNV 
había dejado en el camino a cam-
bio de poder participar plena-
mente en el proceso democrático 
español y de recuperar la autono-
mía de Euskadi en un régimen de 
monarquía parlamentaria. Uno 
de esos ideales era la autodeter-
minación. Pocos reconocieron en 
su día la importancia de que el 
PNV no tuviera inconveniente en 
rechazar la inclusión de ese dere-
cho en la Constitución. 

Dos años y medio después del 
referéndum constitucional los 
diputados y expertos juristas del 
PNV se desgañitaron defendien-
do como algo muy suyo la pureza 
del texto constitucional cuando, 
tras el susto del 23-F, los socialis-
tas, con el beneplácito de UCD, 
trataron de rebajar drástricamen-
te los techos autonómicos de los 
vascos a través de la LOAPA. 

Todos aquellos r0-rqfes pare-
cen olvidados hoy, cinco años 
después. Y hasta es posible que 
haya jóvenes militantes y dirigen-
tes del PNV que hayan olvidado 
que su partido no aprobó esa 
Constitución; jóvenes peneuvis-
tas que no entiendan hoy por qué 
no se votó entonces una Consti-
tución que ahora ellos defienden 
como un baluarte de la democra-
cia en España y del propio esta-
tuto vasco. EE se muestra tam-
bién hoy firme defensor de la 
Constitución. 

Y es que aquella época de la 
opresión de la bota de Madrid y 
de los salvajes incumplimientos 
del estatuto de autonomía parece 
algo lejana hoy en que las dife-
rencias entre los Gobiernos cen-
tral y vasco se dirimen sin aspa-
vientos en reuniones de las que 
ya ni se informa. Es, sin duda, un 
síntoma de salud política y men-
tal de unos y otros. Si no fuera 
porque ETA sigue condenando a 
muerte sin juicio previo, se diría 
que a Euskadi llegó ya la norma-
lidad 10 años después. 
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Adolfo Suárez, presidente dei COS. MARISA FLÓREZ 

Adolfo Suárez: "El contrato temporal debilita 
jurídicamente el derecho al trabajo" 
El ex presidente cree que el Gobierno socialista tiende a controlar todo e incluso a utilizar la amenaza 

JUAN G. IBÁÑEZ 
Adolfo Suárez mantiene en su 
oposición al Gobierno de Felipe 
González la cautela, entre obli-
gada y deliberada en quien toda-
vía carece de una fuerza política 
implantada y a la vez inquieta a 
adversarios con poderosos me-
dios para combatirle. Pero el pre-
sidente del CDS, que sigue sien-
do uno de los pocos líderes políti-
cos en España, mantiene una es-
pera activa —aunque si se juzga 
por su actividad parlamentaria, 
no tanto— para que los aconteci-
mientos vayan cargándole de ar-
gumentos. 

En esta entrevista, centrada 
en un análisis de la ejecución de 
la Constitución en los últimos 
diez años, el presidente del Go-
bierno de España en 1978 expo-
ne en términos incisivos su diag-
nóstico sobre el funcionamiento 
de la democracia con el PSOE. 

Pregonta. Cuando se cumplen 
10 años de la aprobación de la 
Constitución, ¿qué diferencias 
existen, desde su punto de vista, 
entre los principios escritos en 
1978 y la realidad de 1988? 

Respuesta. Nuestra Constitu-
ción es una buena carta de dere-
chos y libertades. Desde la pers-
pectiva constitucional, nuestra 
situación es buena. El problema 
está en que en una democracia es 
todo el sistema institucional el 
que, política y funcionalmente, 
debe garantizar las libertades y 
derechos del ciudadano. 

Desde esta segunda perspec-
tiva nuestra situación no sólo no 
es buena, sino que presenta una 
tendencia a empeorar. Porque la 
Administración de justicia está 
colapsada, el Parlamento está 
bloqueado por la mayoría socia-
lista en su capacidad de control 
sobre el poder, y la Administra-
ción pública, que debe atender al 
ciudadano, fimciona mal porque 
se la ha desprofesionalizado y 
desmoralizado. 

Así, la situación de la efectivi-
dad cotidiana de nuestras liber-
tades y derechos deja mucho que 

desear. Y hay otros síntomas que 
también son preocupantes: el re-
curso frecuente al secreto oficial; 
la inejecución, también frecuen-
te, de sentencias judiciales por la 
Administración pública; la dis-
minución de las garantías del 
contribuyente frente a Hacienda, 
así como la propensión del Go-
bierno a controlar o intervenir 
todo. E incluso a utilizar la ame-
naza, lo que lleva a muchos ciu-
dadanos a autolimitarse en el 
ejercicio de sus libertades. 

P. ¿La pérdida de protagonis-
mo del Parlamento es una conse-
cuencia inevitable de la superio-
ridad del Gobierno en todo tipo 
de medios o está relacionada con 
el uso de la mayoría absoluta y la 
debilidad, en muchos aspectos, 
de la oposición? 

R. La causa de que el Parla-
mento esté entrando en una peli-
grosa fase de descrédito popular, 
como reflejan las encuestas, está 
en la actitud de la mayoría socia-
lista. Si comparamos la oposi-
ción que se ejercía cuando yo 
presidía el Gobierno y la que se 
puede ejercer ahora, es evidente 
que hay diferencias. Y no porque 
entonces actuara mejor la oposi-
cion, sino por la existencia de un 
reglamento que ante la falta de 
una mayoría absoluta obligaba al 
pacto permanentemente. 

Es un reglamento que fue pen-
sado para concitar una mayoría, 
pero no para ser utilizado por 
una mayoría absoluta, que no ne-
cesita pactar y que puede cerce-
nar así las iniciativas. Que el con-
trol del Gobierno socialista o la 
decisión de crear comisiones de 
investigación dependa de la ma-
yoría gubernamental vulnera el 
espíritu de la democracia parla-
mentaria moderna. 

La mayoría parlamentaria 
puede y debe imponer, cuando lo 
crea conveniente, el peso de sus 
votos en los actos legislativos 
que quiera, porque ha de cumplir 
sus programas. Aimque a mí me 
parecería un error hacerlo siem-
pre así. Pero ni siquiera una ma-

yoría absoluta legitima para im-
pedir la acción de control. 

Modificar los estatutos 
P. ¿Usted cree que en estos mo-
mentos debe preponderar la cau-
tela para consolidar la construc-
ción del Estado de las autono-
mías o un impulso descentraliza-
dor hacia la consecución de un 
Estado casi federal? 

R. Yo creo que debemos fina-
lizar cuanto antes el proceso de 
transferencias a las comunidades 
autónomas. Creo que se deben 
modificar ya los estatutos de au-
tonomía que han cumplido cinco 
años desde su aprobación en las 
comunidades que accedieron al 
autogobierno por la vía del ar-
tículo 143 de la Constitución. 

El Estado que deriva de la 
Constitución se configura en tor-
no a un nuevo modelo político, 
que no consiste sólo en la exis-
tencia de unos Entes autónomi-
cos con ciertas competencias, 
sino que implica unas maneras 
de gobernar completamente dife-
rentes de las que estábamos 
acostumbrados. Las autonomías 
no son simplemente un reparto 
de poder administrativo, son 
también una distribución de po-
der poh'tico. 

Llamémoslo como lo llame-
mos, el Estado de las Autono-
mías debe perfilarse definitiva-
mente. En este sentido, soy parti-
dario de la igualación de las com-
petencias de las Comunidades 
Autónomas, sin perjuicio de las 
singularidades de las nacionali-
dades históricas, con el fin de 
que la estructura del Gobierno 
central pueda dedicarse funda-
mentalmente a los grandes co-
metidos que como competencias 
exclusivas tiene, y desprenderse 
de gestión administrativa. 

La cautela no está en frenar 
sino en concluir el proceso, por-
que al situar a cada uno en sus 
responsabilidades disminuirán 
los conflictos entre la Administra-

ción central y las Autonómicas. 
P. Las solicitudes de reforma 

de los estatutos para ampliar sus 
competencias ¿cree usted que 
son una necesidad sentida por 
los ciudadanos, una reclamación 
oportuna para la descentraliza-
ción política o una réplica de la 
oposición a las reticencias del 
PSOE a ceder parcelas de poder? 

R. Me inclino a creer que más 
que una reclamación ciudadana 
y que una respuesta al partido 
socialista, por la cicatería que 
éste emplea en el desarrollo 
constitucional, esa reforma es 
oportuna para concluir el proce-
so de descentralización poh'tica. 
Y, más exactamente, necesaria 
para asegurar un tratamiento 
igual a todos los españoles, sea 
cual sea su Comimidad. 

Por otra parte, la eliminación 
de las inevitables ambigüedades 
del Título VIIP de la Constitu-
ción puede realizarse en parte 
mediante la reforma de los Esta-
tutos del 143. Naturalmente, el 
mejor procedimiento para llevar 
a cabo esa reforma es el consen-
so entre las fuerzas políticas. 

P. ¿Considera que la generali-
zación del contrato temporal es 
una devaluación de un derecho 
constitucional fundamental, el 
del trabajo, o una ineludible ac-
tualización de las reglas de juego 
en el mundo laboral? 

R. La Constitución reconoce 
muchos derechos, y entre ellos de 
forma muy destacada el derecho 
al trabajo, cuyo desarrollo tiene 
que plasmarse en normas que no 
pueden sustraerse a la realidad 
del momento en que se dictan. El 
contrato temporal debilita sin 
duda el derecho al trabajo. 

En todo caso, lo que no puede 
desaparecer del objetivo de todo 
Gobierno es que todos tengan 
satisfecho el derecho a trabajar, 
que tengan un puesto de trabajo. 
Y lo deseable es que sea im pues-
to de trabajo estable. Hay algu-
nas medidas del Gobierno socia-
lista que inducen a pensar que se 
está introduciendo en la legisla-

ción española, de forma sutil, 
una excesiva inestabilidad en la 
seguridad del empleo. 

P. ¿La convocatoria de paro 
general para el día 14 le parece 
comprensible, desmesurada o in-
justificada? 

R. Me parece que es el ejercicio 
de un derecho constitucional, con 
independencia de que a nadie le 
gusta la convocatoria de un paro 
general: ni a los convocantes ni a 
los que vayan a soportarlo. Creo 
sin embargo que es un medio que 
no hay que presentar con excesivo 
dramatismo, ni ante el cual hay 
que alarmar a nadie, porque en 
una democracia industrial moder-
na el Estado tiene instrumentos 
jurídicos para garantizar el funcio-
namiento de los servicios esencia-
les de la comunidad y el ejercicio 
pacífico de todos los derechos. 

El Gobierno y el paro 
A esta convocatoria se llega des-
pués de un proceso de diálogo en 
el que inexplicablemente ha habi-
do falta de entendimiento. En la 
crisis económica de los años 70, 
los sindicatos asumieron sacri-
ficios para facilitar el ajuste eco-
nómico. En una etapa de bonan-
za de la economía, como afirma 
el Gobierno, es razonable que se 
pida una cierta redistribución de 
los beneficios que se generan. 

Creo que era imprescindible 
haber llegado a un acuerdo, que 
las posiciones maximalistas no 
son buenas y que nunca una de 
las partes posee todas las razo-
nes para imponer sus tesis. Qui-
zá ha faltado flexibilidad en las 
conversaciones, especialmente 
en el Gobierno, y eso ha conduci-
do a un enfrentamiento que creo 
que lamentamos todos. 

Puede que el Gobierno expre-
se su política económica de im 
modo tan terminante que los sin-
dicatos se sientan obligados a re-
currir a la presión de las movili-
zaciones para ser tenidos en 
cuenta. En todo caso, en lo que 
de mí dependa estoy a favor de 
generar un clima de diálogo. 

P. ¿Estima que la protección 
de las Fuerzas de Seguridad im-
plica declinar en los jueces, y en 
lo que con sus solos medios pue-
dan descubrir, la persecución de 
irregularidades en la lucha con-
tra la delincuencia y el terro-
rismo? 

R. Todos los ciudadanos, la 
Administración y el Gobierno es-
tán obligados a colaborar con los 
jueces en la investigación de deli-
tos y a trasladarle los datos rela-
cionados con la comisión de ac-
ciones delictivas. 

En la hipótesis de que perso-
nas vinculadas, directa o indirec-
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La Constitución IDl! cumple 10 años 
tamente, a algunos departamen 
tos o direcciones puedan come-
ter actos delictivos estaríamos 
ante la obligación, por parte de 
un Gobierno, de colaborar e im-
pulsar la investigación de los he-
chos delictivos. De la misma ma-
nera, seria deseable una comi-
sión parlamentaria. 

Por otra parte, las razones de 
Estado se han utilizado histórica-
mente para facilitar la solución 
de problemas por la vía de la vio-
lación de las leyes. Si im gober-
nante se pregunta a sí mismo si le 
beneficia personalmente, a su 
Gobierno o a su partido la acción 
invocada en aras de la razón de 
Estado y la respuesta es afirmati-
va, muy probablemente no es 
una razón de Estado, es una co-
modidad. 

P. ¿Cree usted que el Tribunal 
Constitucional ha tenido una in-
tachable imparcialidad política? 

R. Todo Tribunal Constitu-
cional tiene como misión dirimir 
por un cauce jurídico conflictos 
políticos o de poder. De ahí que 
sea un órgano muy vulnerable a 
la crítica. 

Nuestro Tribunal Constitu-
cional es probablemente el mejor 
de los posibles. Las sociedades 
complejas necesitan árbitros con 
apoyo político y social para que 
sus decisiones sean aceptadas y 
cumplidas, aun sabiendo que en 
ellas habrá aciertos y errores y 
que, incluso en hipótesis, pueden 
producirse o haberse producido 
presiones indeseables. 

P. ¿Cuál es su opkdón sobre 
la forma en que se desarrollan las 
relaciones entre el poder ejecuti-
vo y el judicial? 

R. En general, no se han desli-
zado por los cauces más pacífi-
cos. Los conflictos con los jueces 
han sido demasiado frecuentes 
como para que podamos pensar 
en ima situación de normalidad. 

También ha producido con-
flictos innecesarios el talante de 
p repo tenc ia del Gobierno , a 
quien parece ofender que alguien 
controle sus actos. El Gobierno 
socialista digiere mal la indepen-
dencia del juez, y si bien hoy la 
independencia judicial está ga-
rantizada, ello no significa que el 
juez pueda cumplir siempre ade-
cuadamente sus ñinciones. 

P. Las denuncias de falta de 
pluralismo en RTVE, tanto cuan-
do usted era presidente como 
ahora, ¿hasta qué punto están re-
lacionadas con una inconfesable 
ambición de cada partido a ser él 
quien mande en la televisión y 
con la conveniencia de una direc-
ción menos gubernamental? 

R. Todo poder tiende a bene-
ficiarse de la televisión. Aunque 
unos más y otros menos. En mi 
época había pluralismo en TVE. 

Con el PSOE ha aumentado 
la presencia y el dominio del par-
tido gubernamental y del Ejecuti-
vo hasta extremos inconcebibles 
de manipulación en un país de-
mocrático. El comportamiento 
de TVE es completamente discri-
minatorio cuando informa sobre 
el Gobierno o el PSOE y cuando 
lo hace sobre los grupos de la 
oposición. 

Creo que lo conveniente es 
que haya una dirección de la tele-
visión pública que no pueda estar 
en modo alguno dominada por el 
Gobierno, como no lo está en la 
BBC. Debería haber, por ejem-
plo, un órgano integrado por re-
presentantes de instituciones 
fundamentales, al margen de la 
actividad política; que tuviera 
presente ante todo los valores 
constitucionales, y con esa pers-
pectiva nombrase al director ge-
neral y demás directores. 

Gregorio Peces-Barba. 
MARISA FLÓREZ 

Peces-Barba: '̂ El Estado de las 
autonomías es funcionalmente federal" 
El ponente socialista afirma que el pacto de la Constitución no se cuestiona 

MIGUEL ÁNGEL VILLBNA 
Gregorio Peces-Barba ha ocu-
pado importantes cargos en el 
PSOE, ha sido diputado por Va-
Uadolid durante tres legislaturas 
y ha presidido el Congreso entre 
1982 y .1986. No obstante, el ca-
pítulo de su trayectoria que es-
grime con mayor orgullo es su 
participación como ponente so-
cialista en la elaboración de la 
Constitución de 1978. A este 
abogado y profesor universitario 
el debate constitucional le per-
mitió llevar a la práctica sus as-
piraciones profesionales y políti-
cas expresadas contra la dicta-
dura. 

Alejado hoy de la actividad 
pública y centrado en su cátedra 
de Filosofía del Derecho de la 
Complutense de Madrid, Peces-
Barba descarta, por el momen-
to, a sus 48 años de edad, el re-
greso a un cargo político. "Sólo 
soy un mili tante de base del 
PSOE y mi idea es permanecer 
en la imiversidad. Siempre me 
sentí más profesor universitario 
que político profesional y, por 
ello, regresé a la vida civil. Ade-
más, yo he vuelto a una cátedra 
a diferencia de otros que se han 
integrado en empresas privadas 
con ingresos superiores a los 
que tenían como cargos pú-
blicos". 

Pregnnta. Diez años después 
de su aprobación, ¿piensa usted 
que el pacto que hizo posible la 
Constitución garantiza unas re-
glas del juego duraderas. 

Respuesta. El pac to de la 
Constitución estuvo bien trama-
do, aunque no hay que plantear-
lo como un cuento de hadas. Al 
margen del resultado final, que 
fue favorable para muchas co-
sas, los socialistas lo hubiéra-
mos apoyado igualmente. El 
pacto se realizó en torno a un eje 
UCD-PSOE al que se adhirie-

ron en círculos concéntricos in-
mediatos la Minoría Catalana y 
el PCE. Fraga y AP fiieron los 
más reticentes en un principio. 
De todos modos, diez años des-
pués podemos afirmar que el 
pacto de la Constitución estuvo 
bien concebido. En definitiva, es 
un texto jurídico eficaz que ha 
aliviado tensiones. 

Tres litigios históricos 
P. ¿A qué tensiones se refiere? 

R. La Constitución zanjó de 
forma satisfactoria tres litigios 
históricos que habían dividido a 
la sociedad española en los dos 
últimos siglos. Me refiero a la 
forma de Estado, a la cuestión 
regional y al conflicto religioso y 
educativo. Pueden pervivir toda-
vía tensiones en estos terrenos, 
pero son más tensiones técnicas 
que de principios. Los pactos de 
fondo no se cuestionan. De he-
cho, los que se abstuvieron o vo-
taron en contra de la Constitu-
ción se acogen a ella, la invocan 
y, en defitiniva, la defienden. 

P. El título VIII de la Carta 
Magna que define la organiza-
ción del Estado y organiza las 
autonomías ha resultado ser el 
más conflictivo y polémico. ¿A 
qué atribuye esto? 

R. Ha resultado el más con-
flictivo porque era el más nuevo y 
original. No tenía precedentes. 
La nueva organización del Esta-
do generaliza las autonomías y 
hubo que improvisar mucho. El 
título VIII tiene una textura 
abierta, muchos flecos y es lógico 
que estas lagunas las vaya relle-
nando el Tribunal Constitucio-
nal. Al aprobar la LO APA se cu-
brieron algunos huecos de forma 
errónea. No obstante, la Consti-
tución también ha funcionado en 
ese aspecto. Desde el PSOE de-

fendimos una propuesta de fede-
ralismo funcional en el sentido de 
que no existían varias soberanías 
anteriores como ha sido el caso 
de otros países. En el debate 
constitucional hubiéramos queri-
do que se delimitaran mejor las 
competencias, los criterios de fi-
nanciación y otros asimtos. Qui-
zás debimos haber definido una 
lista más racional de las compe-
tencias que corresponden al Es-
tado, de las que se atribuyen a las 
comunidades autónomas y, por 
último, de las compartidas. En 
cualquier caso, el reciente debate 
sobre el federalismo no deja de 
ser una disputa verbal porque el 
Estado de las autonomías es fun-
cionalmente federal. 

P. Desde numerosos sectores 
políticos y jurídicos se pone en 
tela de juicio el papel del Senado. 
¿Es posible convertir el Senado 
en una cámara de representación 
territorial de las autonomías? 

R. El Senado debería ser una 
cámara territorial plena, pero 
tropezamos con una contradic-
ción porque la elección de los se-
nadores responde a un esquema 
clásico. Esta contradicción es di-
fícilmente solucionable. Contan-
do con esas limitaciones al Sena-
do le corresponde una misión de 
mejora técnica de las leyes, de 
cámara de segunda lectura, de 
conciliación de tensiones políti-
cas. Es un papel que el Senado 
ha cumplido en ejemplos como el 
debate de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional. 

P. Da la impresión de que el 
Parlamento pierda cada día más 
protagonismo en las democra-
cias occidentales y que su labor 
principal debe apuntar más al 
control del Gobierno, a conver-
tirse en una caja de resonancia 
de los problemas sociales, que a 
la elaboración de leyes. ¿Qué 
opinión tiene al respecto? 

R. La función de control del 
Gobierno es primordial porque 
en el Estado actual de partidos 
políticos el poder tiende a hacer-
se invisible, a guardar cada vez 
más secretos oficiales. En reali-
dad, a los ministros no les gusta 
comparecer en el Parlamento a 
rendir cuentas y explicarse ante 
los representantes de la sobera-
nía popular y ante la opinión pú-
blica. El Parlamento debe orga-
nizarse para favorecer ese con-
trol y los órganos parlamentarios 
han de ser beligerantes. 

Libertades públicas 
P. Usted ha dedicado buena par-
te de su actividad al estudio y la 
defensa de los derechos huma-
nos y de las libertades públicas. 
¿Cuál es el estado de salud de los 
derechos humanos en España a 
la vista de sucesos como la desa-
parición de Santiago Corella, El 
Nani, o de algunas denuncias de 
Amnistía Internacional? 

R. El estado de salud de las li-
bertades públicas es inmejorable 
en España y nuestro país es uno 
de los más sólidos en esa mate-
ria. Siempre subsistirán conduc-
tas que atenten contra esos prin-
cipios como el caso El Nani, pero 
no se puede pensar en una socie-
dad angelical. Lo decisivo es que 
los derechos humanos estén pro-
tegidos y que cuando se detecten 
fallos y vulneraciones haya me-
canismos de reacción. Estos me-
canismos de reacción son más 
importantes en España que en 
cualquier otro país de la Comuni-
dad Europea. También es cierto 
que en ningún otro país de la Co-
munidad Europea se expresan al-
gunos sectores de la ciudadanía 
en términos tan catastrofistas al 
considerar que padecemos una 
pérdida del valor de los derechos 
humanos. 

P. La oposición acusa conti-
nuamente al PSOE de ejercer el 
poder de un modo arrogante, 
mientras el Gobierno responde 
que representa la única alternati-
va. ¿La hegemonía socialista y 
las crisis permanentes que viven 
la derecha o el comunismo signi-
fican que el sistema de partidos 
está distorsionado? 

R. Creo que la hegemonía so-
cialista es coyuntural. El cen-
tro-derecha acabara organizán-
dose. Lo que ocurre es que la 
derecha estuvo muy vinculada 
al franquismo y por ello le está 
costando mucho organizarse en 
un sistema democrático. Sub-
sisten personalismos y luchas 
de intereses. Pero no cabe olvi-
dar que figuras del centro-dere-
cha como Adolfo Suárez o Ma-
nuel Fraga contribuyeron de 
modo decisivo para traer la de-
mocracia. 
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de la Constitución 
El texto refrendado el 6 de diciembre detenninó el futuro de muchos españoles 

INMACULADA DE LA FUENTE Julia Ibars tenía 25 años el día que se aprobó la Constitución, pero en esa fecha no se paró a pensar que la carta magna podía modificar su vida. Pero sólo dos años después pasó a formar par-te de los españoles que espera-ban dar un giro a su vida con la llegada del divorcio. Cuando al fin se publicó en el BOE la llama-da ley Ordóñez del divorcio, el 7 de julio de 1981, Julia Ibars y su ahora ex marido, Vidal Gutié-rrez, ya se habían separado y es-taban pendientes de legalizar su ruptura. El divorcio, para ellos, no era sólo una posibilidad civili-zada de cambiar su relación sino la necesidad vital de dar una for-ma externa a una opción ya to-mada. Y aimque la ley había en-trado en vigor en verano, lo que les hada perder un mes, el mis-mo 2 de septiembre de ese año, horas después que que se volvie-ran a abrir los juzgados tras las vacaciones, Julia Ibars y Vidal Gutiérrez, vecinos de Santander, cursaron su demanda de di-vorcio. 
Cinco días después, el 7 de septiembre, a las diez de la ma-ñana, el magistrado José Luis Garallo, titular del Juzgado de Primera Instancia de Santander, falló la primera sentencia de di-vorcio de España desde 1938. Ju-lia Ibars y Vidal Gutiérrez se convirtieron en los primeros es-pañoles divorciados gracias a la nueva Constitución. La procura-dora santanderina Teresa Camy, que junto al letrado Antonio Sa-rabia representó a la pareja, ex-plica la rapidez de este divorcio en razón de que ambos proce-dían de mutuo acuerdo y no tie-nen hijos comunes. 
Tres días después, el 10 de septiembre de 1981, uno de los juzgados de familia de Madrid dictó la primera sentencia de di-vorcio en la capital de España. Y en seguida aparecieron las si-guientes, hasta llegar a los apro-ximadamente 15.000 matrimo-nios que se separaron o divorcia-ron legalmente en el primer año, seguidos de los 40.000 más que lo hicieron en 1982. Una cifi-a que se ha ido repitiendo cada año hasta llegar a los más de 500.000 españoles que se han separado y divorciado legalmente, buena parte de ellos nuevamente ca-sados. 
Ni Julia Ibars, ahora con 35 años, ni su ex marido, Vidal Gu-tiérrez, viven ya en Santander. Ambos han vuelto a casarse. Vi-dal Gutiérrez, hoy con 36 años, se casó a los pocos meses de ob-tener el divorcio. En la actuali-dad vive con su segunda esposa en Perú, es padre de un niño de tres años y hace un mes, con mo-tivo de uno de sus viajes a Espa-ña, habló por teléfono con su ex mujer. Julia Ibars contrajo matri-monio tres meses después de que lo hiciera su ex marido, y ahora vive en Gomera, donde ha mon-tado una tienda de artesanía con su nuevo marido. "No recuerdo muchos detalles de la fecha de mi divorcio, porque se te van olvi-dando las cosas que producen angustia, y eso es ya agua pasa-da. Pero para mí ha sido una ley 

muy positiva porque he podido rehacer-mi vida", afirma Julia Ibars. "Ignoro cómo estaría vi-viendo ahora si no existiera el di-vorcio. Me hubiera separado igualmente, pero creo en el ma-trimonio, y para mí ha sido ftm-damental poder volver a ca-sarme". 

La polémica del aborto 
Durante otro verano, exacta-mente el 2 de agosto de 1985, en-tró en vigor la ley despenalizado-ra del aborto en los supuestos de que la vida de la madre corriera grave riesgo, que el bebé pudiera nacer tarado y que el embarazo fiiera el producto de una viola-ción. Una ley nacida en medio de la polémica que, tras haber tro-pezado con todos los obstáculos al alcance de la oposición, había sido íinalmenre aceptada por el Tribunal Constitucional en la primavera de ese mismo año. Su puesta en vigor, sin embargo, no acabó con la controversia. Para algunos sectores, especialmente el movimiento feminista, se tra-taba de una legislación insufi-ciente que no dejaba en manos de la mujer la decisión de abor-tar. Para otros grupos, ligados al pensamiento cktólico, entre ellos buena parte del colectivo médi-co, la legislación no garantizaba el derecho a la vida. 

Los dos primeros abortos le-gales se realizaron el 9 de ̂ osto de 1985 en el hospital Nuestra Señora de Covadonga, de Ovie-do. Nieves González, de 21 años, hipertensa y con problemas de drogadicción, y María Isabel Ga-llego, de 22 años, vecina de Gijón y madre de dos hijos deficientes, ñieron las dos primeras mujeres que, con un intervalo de ima hora, interrumpieron voluntaria-mente sus embarazos al amparo de la ley. Unos días antes, María Isabel Gallego no había podido abortar en Gijón, ciudad en la que residía, al negarse los médi-cos de Cabueñes a operarla. Re-chazo médico a aplicar la ley, que volvió a repetirse en Oviedo y que mantuvo a las embaraza-das en la incertidiunbre durante varios días. Hasta que el director del Insalud, Francisco Ortega, decidió que "los dos abortos te-nían que hacerse en Asturias por encima de todo", y logró reunir a los médicos necesarios para rea-lizar las dos interrupciones de embarazo. 
"Los dos eran casos flagran-tes. La ley estaba a punto de salir y nos llegó el dramático caso de María Isabel Gallego, casada con un marino y madre de dos hi-jos deficientes, y le dijimos que esperase a la puesta en vigor de la ley, porque su caso reunía to-dos los requisitos para hacer un aborto legal. Antes, cuando nos venía gente con situaciones tan dramáticas como ésta, la mandá-bamos al extranjero, pero a Ma-ría Isabel la dijimos que la ley era inminente y que a ella se le po-dría intervenir aquí", explica Francisca Ortega. "Pero la ley no reguló la objeción de conciencia y nos encontramos con un blo-queo médico importante. Así 

La entrada en vigor de la ley del aborto fue muy polémica Para el movimiento feminista se trata de una legislación 
insuficiente. Para grupos católicos, y buena parte del colectivo médico, no garantizaba el derecho a la vida. 

que, cuando vino la otra joven, hipertensa y drogadicta, pensa-mos que por el mismo escándalo hacíamos ambos el mismo día", agrega Ortega. 
Las posteriores denuncias promovidas por la organización Adevida contra Francisco Orte-ga y los médicos que intervinie-ron a las embarazadas no pros-peraron judicialmente, "pero ejercieron una presión suficiente para dejar alicorta la ley en la práctica", sintetiza el director del Insalud. "Por una extraña para-doja, los que cumplimos la ley éramos los que estábamos en la picota. Y algimos de los médicos que intervinieron en estos prime-ros abortos luego se echaron atrás en los siguientes". 

La época más hermosa 
Seis años antes de que se apro-bara el aborto, los vascos pudie-ron tener de nuevo su estatuto de autonomía tras el largo letargo histórico que puso fin al pactado durante la II República. Una di-ferencia de horas hizo que el real decreto del Estatuto de Autono-mía del País Vasco, publicado en el BOE el 24 de septiembre de 
1979, se adelantara al catalán, convirtiéndose así Euskadi en la primera comunidad autónoma. Meses después, en marzo de 
1980, se celebraron las primera elecciones estatutarias. Y Carlos Garaikoetxea, que un año antes había sido elegido en la Casa de Juntas de Vitora presidente pre-autonómico, fue nombrado le-
hendakari el 15 de abril de 1980. 

"Los años 1979 y 1980 fueron 
la época de mi vida más hermo-
sa, una etapa Hena de ilusiones", 
rememora ahora Carlos Garai-

koetxea. "Personalmente, la fe-cha de abril fue la más impactan-te, una fecha irrepetible para mí; en cuanto al Estatuto, tengo más grabado el período de las nego-ciaciones, realizadas en el calu-roso verano de 1979 en Madrid". 
"Creo que en ese momento hi-cimos lo que teníamos que hacer. Fue una negociación marcada por la responsabilidad de no ir más allá de lo que la democracia podía digerir y de no echar a per-der una democracia necesaria para todos, incluidos los vascos. Pero si pudiéramos volver atrás, ataria muchos cabos que queda-ron sueltos. En ese aspecto ten-dríamos que haber hecho un tex-to más minucioso", finaliza Ga-raikoetxea. 
Los españoles de religión no católica han encontrado en la Constitución de 1978 no sólo el fin de la intolerancia, sino la po-siblidad de ser ciudadanos de primera categoría. "Antes, un protestante no podía ser maestro de escuela ni ocupar cargos pú-blicos. Y dentro del Ejército, no podía acceder a sargento, porque no podías pasar de soldado raso. Y tampoco podías hacer las mili-cias universitarias, porque te exi-gían la partida de bautismo", re-cuerda el pastor José Cardona, presidente de la Federación de Iglesias Evangélicas. 
En opinión de Cardona, ni si-quiera en la II República se logró de forma completa la no discri-minación religiosa actual. "Ha-bía paridad de cultos y el Estado era neutral, pero las confesiones no católicas estábamos conside-radas legalmente como asocia-ciones benéficas, de acuerdo con ima ley de 1870". Esta tolerancia fue quebrada por la legislación franquista, que, al perseguir la 

unidad religiosa y política de los españoles, dejó fiiera de la ley a las confesiones no católicas. 
La apertura comenzó con la ley reguladora del derecho en materia de libertad religiosa de 1968, concesión del viejo régi-men a los nuevos aires religiosos impulsados por el Vaticano II. A partir de entonces "se reconoció la existencia de grupos religiosos no católicos, pero no podíamos hacer propaganda ni exteriorizar nuestras creencias". Una situa-ción que cambió radicalmente la ley de 1980, que, al desarrollar el artículo 16 de la Constitución, "consagra por primera vez la li-bertad religiosa en España". Las consecuencias no se hicieron es-perar: "Nada más terminarse de aprobar la Constitución hicimos un acto público. Y luego empeza-mos a abrir las iglesias cerradas y a poner letreros en la puerta. Aimque quizá lo más llamativo file la posibilidad de hacer propa-ganda por la radio", resume el presidente de la Federación de las Iglesias Protestantes, organi-zación de unas 300 iglesias que agrupa a 75.000 bautizados, cifra extensible a 230.000 fieles si se cuenta a los simpatizantes que asisten habituahnente a los cul-tos religiosos. 
La carta magna generó otros cambios fundamentales en la vida cotidiana de los ciudadanos. El 5 de diciembre de 1984, el juez Andrés Martínez Arrieta, que se encontraba de guardia ese día, concedió el primer habeas corpus, solicitado en Madrid por el abo-gado Jaime Sanz de Bremond en favor de Carmen N. F., conduci-da a las dependencias policiales por encontrarse con su novio en el momento en que éste fue dete-nido por un requisitoria judicial 
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anterior. Como consecuencia, el 
juez decretó la libertad de la jo-
ven, por estimar ilegal su deten-
ción. "Durante la dictadura era 
habitual arrestar a toda la familia 
al ir a detener a un acusado; una 
práctica no desterrada del todo 
en la actualidad, como ocurrió en 
el caso el Nam', afirma Sanz de 
Bremond. "Y el habeas corpus, al 
garantizar los derechos del ciu-
dadano frente a una detención 
ilegal o irregular, permite que, 
una vez solicitado, el juez resuel-
va en cuestión de horas". 

Detenidos y retenidos 
Sanz de Bremond, que también 
solicitó posteriormente un ha-
beas corpus en favor de un preso 
supuestamente torturado al que 
el juez trasladó de centro peni-
tenciario, está ya habituado a pa-
sar media noche en el juzgado a 
la espera de la resolución del 
juez. El mismo letrado fue tam-
bién el abogado de dos particula-
res: Juan Manuel Hernández y 
Luis Figueroa, promovieron un 
recurso de amparo al Tribunal 
Constitucional tras haber sido 
retenidos por la policía y llevados 
al juzgado de guardia sin habér-
seles comunicado su detención. 
Como consecuencia, el alto tri-
bunal sentenció el 10 de julio de 
1986 que la figura de la retención 
era inadmisible, por suponer ima 
"indebida restricción" de la liber-
tad recogida en la Constitución, 
argumentando que no existen zo-
nas intermedias entre detención 
y libertad". 

La posibilidad de investigar la 
paternidad biológica ha sido otra 
consecuencia posconstitucional 
puesta en marcha, fundamental-
mente por mujeres, para garanti-
zarse la ayuda económica de una 
maternidad asimiida en solitario. 

;No_ obstante, fue un hombre, 
E. S. M-, quien en 1981 se benefi-
ció de este procedimiento para 
obtener la certeza de que él no 
era el padre camal de la hija na-
cida en su matrimonio y así anu-
lar su paternidad, tal como sen-
tenció la Audiencia Territorial de 
Bilbao. En 1986, una mujer re-
cientemente divorciada logró 
probar que el padre de sus dos 
hijas era su amante y no su ex 
marido. Pero no ha sido infi-e-
cuente que el juez declare proba-
da la paternidad de un supuesto 
progenitor que se niegue a reali-
zar las pruebas biológicas, tal 
como ha sucedido en el litigio en-
tre Manuel Benítez El Cordobés y 
una maestra norteamericana que 
sostenía que su hijo de 19 años 
era el fi-uto de sus relaciones con 
el torero. Tras un largo proceso 
legal recurrido por ambas partes, 
el Supremo declaró la paterni-
dad de El Cordobés en base a 
que Benítez no se sometió a la 
prueba biológica. Una sentencia 
que Manuel Benítez ha decidido 
finalmente recxirrrir ante el Tri-
bunal Constitucional alegando 
su derecho a la intimidad perso-
nal y familiar, garantizado asi-
mismo por la Constitución. 

Recientemente, el ejecutivo 
catalán Jesús García Gombau ha 
ganado a Hacienda la partida al 
haber prosperado su recurso 
ante el alto tribunal respecto a su 
negativa a hacer la declaración 
de la renta conjuntamente con su 
esposa, por considerarlo discri-
minatorio respecto a las parejas 
que conviven sin estar casadas. 
Una brecha en Hacienda que 
abre la puerta a que en un futuro 
próximo otros matrimonios pue-
dan mantener sus relaciones fis-
cales por separado. 

Tropas en las calles próximas al Congreso en la noche del 23-F. 
RICARDO MARTÍN 

£1 día del ataque armado a la Carta Magna 
Un grupo de militares y guardias usó contra la Constitución las armas que recibieron para defenderla 

CARLOS YÁRNOZ 
"La solución Armada me pareció 
perfecta. Consistía en colocar al 
fi'ente de la Junta de Jefes de Es-
tado Mayor a un hombre afecto 
al Rey. También habría que mo-
dificar la Constitución". Estas 
palabras corresponden a la de-
claración realizada por Jaime 
Milans durante el juicio celebra-
do en 1982 contra los golpistas 
que el 23 de febrero de 1981 in-
tentaron por la fuerza modificar 
el orden constitucional. En ese 
día, un grupo de generales (con 
Milans y Armada a la cabeza), 
jefes y oficiales emplearon contra 
la Constitución las armas que ha-
bían recibido precisamente para 
defenderla. Ellos protagonizaron 
el más grave ataque registrado 
contra la Carta Magna desde que 
en diciembre 1978 fue refrendada 
por el pueblo. 

Con sólo dos años y dos me-
ses de vida, la Constitución se 
convirtió en aquellas horas en el 
eje vital del país. Frente a unos 
pocos iluminados, los ciudada-
nos españoles reafirmaban su 
apoyo a la Constitución como 
base de una convivencia cuyas 
reglas se recogían precisamente 
en ella. Por eso, el mensaje del 
Rey en aquellos momentos no 
pudo ser más claro. 

A la 1.14, Televisión Española 
emitió las palabras que don Juan 
Carlos había pronunciado poco 
antes firente a las cámaras des-
plazadas al palacio de la Zarzue-
la. Con gesto serio y preocupado, 
anunció a los ciudadanos que ha-
bía comunicado a todos los capi-
tanes generales de los ejércitos 
que, "para evitar cualquier posi-
ble confusión", les confirmaba su 
orden a las autoridades civiles y 
a la Junta de Jefes de Estado Ma-
yor de adoptar "todas las medi-
das necesarias para mantener el 
orden constitucional dentro de la 
legalidad vigente". 

La Corona, añadía el Rey a 

los generales, no puede tolerar 
que algunas personas pretendan 
interrumpir por la fuerza "el pro-
ceso democrático que la Consti-
tución votada por el pueblo espa-
ñol determinó en su día a través 
de referéndum". 

Salía así el Jefe del Estado al 
paso de aquellos sahapatrias que 
estaban utilizando el nombre el 
Rey para cometer "uno dé los 
más graves crímenes que puede 
cometer im profesional de la mili-
cia", como ha recordado el pasa-
do mes de noviembre la Sala 
Quinta de lo Militar del Tribunal 
Supremo, formada hoy por civi-
les y militares. 

En la actualidad, continúan 
en prisión los t res mili tares 
—hoy ya ex militares— condena-
dos a mayores penas por su par-
ticipación en la rebelión. Se trata 
de Alfonso Armada, Jaime Mi-
lans y Antonio Tejero. Uno de 
ellos no duda ahora en acudir a 
la misma Const i tuc ión pa ra 
aportar datos en favor de su po-
sible libertad. Armada, que pidió 
en agosto pasado por quinta vez 
la concesión de un indulto, seña-
laba en su escrito que "siempre 
acató la Constitución". Quien fue 
condenado como dirigente de los 
rebeldes alzados contra el orden 
constitucional puede ahora rela-
cionar con la propia Carta Mag-
na su posible libertad. 

La Sala de lo Militar del Su-
premo, en su informe del pasado 
16 de noviembre favorable a ese 
posible indulto para el ex general 
Alfonso Armada, decía textual-
mente: "El solicitante ha mani-
festado de forma reiterada su 
lealtad a la Corona y al ordena-
miento constitucional, lo que au-
toriza a tenerle por corregido y a 
prever que hará vida honrada en 
libertad, esto es, que no abusará 
de la misma para atentar contra 
la legalidad vigente". 

La del 23-F no había sido la 
única ocasión, aunque sí la más 

grave, en que desde el ámbito 
castrense se había atacado la 
Constitución. Con anterioridad a 
esa fecha, y también posterior-
mente, grupos aislados de altos 
mandos militares defendían una 
teoría que fmahnente cayó por su 
propio peso. Eran los partidarios 
de la llamada autonomía militar. 
Argumentaban sus defensores 
que, puesto que la propia Consti-
tución señala que corresponde al 
Rey "el mando supremo de las 
Fuerzas Armadas" (artículo 62, 
letra h), los jefes máximos de los 
ejércitos dependían directamen-
te del Jefe del Estado, y no del 
Gobierno. 

La ley orgánica de Criterios 
Básicos de la Defensa Nacional 
señalaba entonces que la Junta 
de Jefes de Estado Mayor (Ju-
jem) era el "órgano superior de 
mando" de las Fuerzas Arma-
das. La ley, reformada en 1984, 
convirtió a la Jujem en "el órgano 
superior consultivo" del ministro 
de Defensa. 

Se cortaban así también las li-
bres interpretaciones que algu-
nos de los golpistas, en un equili-
brio más que inestable para justi-
ficar sus intentonas, hicieron del 
artículo 8° de la Constitución: 
"Las Fuerzas Armadas, consti-
tuidas por el Ejército de Tierra, 
la Armada y el Ejército del Aire, 
tienen como misión garantizar la 
soberanía e independencia de 
España, defender su integridad 
territorial y el ordenamiento 
constitucional". 

Dependencia del Gobierno 
Los ejércitos, como señala la 
propia Constitución, están some-
tidos a la propia Carta Magna y a 
las leyes vigentes. Pero además, 
sus cometidos y actuaciones son 
los que marca el Gobierno, del 
que dependen directamente. El 
jefe del Estado Mayor del Ejérci-

to de Tierra, teniente general Mi-
guel íñiguez, lo dejó bien claro en 
una reciente entrevista: "Hoy es 
el ministro de Defensa quien 
manda en los ejércitos. Lo digo 
con naturalidad, sin estridencias, 
porque es así". 

No han sido pocos los man-
dos militares que, con posteriori-
dad al 23-F, han reconocido que 
nada ha podido hacer tanto daño 
a la imagen de las propias Fuer-
zas Armadas como el espectácu-
lo mundial que supuso la entrada 
en el Congreso de los Diputados 
de Antonio Tejero y sus acompa-
ñantes. Por eso, han asegurado 
que el ridículo internacional su-
frido ha llegado a actuar como 
una verdadera vacuna frente a 
otras posibles tentaciones. 

Pero al recordar ese ataque 
minoritario por parte de algunos 
militares y guardias civiles con-
tra la Constitución también hay 
que señalar que otro grupo de 
profesionales de las armas, selec-
cionados por el teniente general 
Manuel Gutiérrez Mellado, ela-
boró, de forma paralela a la Car-
ta Magna, unas nuevas Reales 
Ordenanzas, cuyo décimo ani-
versar io también se celebra 
ahora. 

Las huevas Ordenanzas reco-
gieron los derechos y obligacio-
nes de los militares ajustados a 
un sistema democrático, y por 
tanto, constituyeron el primer 
paso legislativo inspirado en el 
seno de los propios ejércitos por 
ajustarse a un nuevo orden. A 
partir de ahí, reformas y planes 
de modernización han tendido a 
lograr que los integrantes de los 
ejércitos sean, ante todo, unos 
buenos profesionales con un cla-
ro concepto de su papel en la so-
ciedad. "Analizo, comparo y 
veo", comenta el general íñiguez 
al destacar con optimismo los 
cambios en ese terreno registra-
dos entre los militares en los últi-
mos 10 años. 
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Cuando España no 
conocía a Mario Conde 

JOSÉ MARÍA IZQUIERDO Pablo Gamica Mansi, por ejem-plo, era uno de los más de 30 mi-llones de españoles que descono-dan la existencia de un joven eje-cutivo que se llamaba Mario Conde. Gamica, presidente del Banesto desde 1970, en el que llevaba casi 50 años, andaba por aquel 1978 más preocupado por otro banquero, Ignacio Coca, del que se empezaban a conocer las deudas. Conde, ya engominado, bastante tenía con su labor ge-rencial en los laboratorios Abe-lló. Hasta Napoleón fue soldado. 
Seguro que ninguno de los dos, aun sin hallarse en el mismo carril, se preocupaban en exceso por la situación económica de aquel año. Se habían firmado los pactos de la Moncloa y se consi-guió que la inflación bajara ese año del 26,4% (en 1977) a una es-pléndida tasa del 16,6%, todo un éxito para el vicepresidente eco-nómico de la época. Femando Abril Martorell, quien recogió el testigo del profesor Enrique Fuentes Quintana. A su lado, Francisco Femández Ordóflez, ministro de Hacienda, hincaba las uñas en la reforma fiscal. 
Y es que los precios subían que era una barbaridad. Un traje de caballero llegaba a costar has-ta 5.000 pesetas; una americana, 3.000; un abrigo de hombre, 4.000. Bien es verdad que en esas rebajas de enero un gran alma-cén ofirecía ese traje por 3.995 y otra tienda llegaba hasta las 2.975. Un piso en la avenida de Reina Victoria, en Madrid, de 140 metros cuadrados, se pom'a en los tres millones, igual que un dúplex abuhardillado en el Ras-tro madrileño. Tan dura estaba la vida que la hija de Franco sa-caba por Barajas 31 monedas de oro y algunos brillantes. "Son para hacer un relojito a mamá", dijo a los periodistas que la inte-rrogaban sobre su retención. 
Asociaciones de vecinos, sin-dicatos y partidos de izquierdas se ponían de morros porque su-bieron los transportes de Ma-drid. El metro, a ocho pesetas, y los autobuses, a 12. Los coches también se pusieron por las nu-bes: un Citróen GS salía por 277.100 pesetas, franco fábrica. Tampoco el descanso era fácil: un fin de semana en la Costa del 

Sol exigía un desembolso de 3.000 pesetas, viaje y hotel inclui-do, y un viaje majestuoso a la In-dia, Cachemira, Nepal y Tailan-dia subía hasta las 65.000 pese-tas. Un director de banco, un jefe de ventas o un jefe de fábrica se podían colocar fácil con el sueldo de 1,5 millones de pesetas brutas anuales. Para tanto dinero se ne-cesitaron los billetes de 5.000 pe-setas, que salieron del homâ n ese 1978. Para hacerse una idea de la tragedia económica que se vivía entonces, ese año se superó el millón de parados. 

El terror 
Tan preocupante como esta esca-
lada de precios era el tema del te-rrorismo. ETA causó 65 muer-tos, más 11 de otros residuos te-rroristas como el GRAPO, que el 22 de marzo asesinaba al direc-tor general de Prisiones, Jesús Haddad. Ardía la sala de fiestas Scala, causando dos muertos, y al ex alcalde de Barcelona, Joa-quín Viola, le explotaba una bomba en el pecho que también acababa con la vida de su espo-sa. Caían acribillados militares y policías, mientras Fuerza Nueva zurraba sin cuento a todo aque-llo que le oliera a rojo y que se le pusiera a la distancia de una ca-dena o un bate de béisbol. Este periódico suina en su carnes la bmtalidad de la extrema derecha y un trabajador moría destroza-do por una carta bomba. 

Otro tipo de tragedias se cer-nían aquel año sobre el españoü-to de a pie. La selección española viajaba con muchos ánimos al Mundial de Argentina, dirigida por Kubala, y todos los sueños se vem'an abajo con el fallo de Car-deñosa, aquel espléndido juga-dor del Betis que cavó la fosa de su desprestigio por ima patada demasiado rectilínea. Marito Kempes fue el genio del verano, y el propio general Videla, hacien-do un hueco en sus obligaciones represivas, entregaba la copa del mundo a sus orgullosos pibes. Si todos éramos más jóvenes, Crayff se llevaba la palma y ese año, tras ganar la Copa y recibir el trofeo de manos de don Juan Carlos, se retiraba del ñítbol acti-vo, guardando la camiseta del 

Barga hasta un íiituro que tarda-ría 10 años en llegar. 
Pero también se tenía alguna alegría para la vista. Proliferaban las Emmanuelles, el destape esta-ba en su apogeo y uno se podía lanzar a la fiebre del sábado no-che con un Travolta que apareció arrasando por las pantallas. La generosidad de nuestros dirigen-tes nos permitía ver Mourir à Ma-

drid con unos ligeros 40 años de retraso. Juan Marsé ganaba el Planeta con La muchacha de las 
bragas de oro. y veíamos fotos en las revistas extranjeras de una nueva moda que se nos venía en-cima: el punk. Más dura fiie la boda de Carolina de Mònaco —el gran mito de la época— con Philippe Junot. 

De fuera también llegaban otras noticias. Por primera vez se sabía quién era Jomeini, y al-gunos descubrieron la bmtalidad del Sha, que hasta entonces ape-nas si era algo más que el esposo de Farah Diba y el repudiador de la bellísima Soraya. Jimmy Car-ter reunía en Camp David a Sa-dat y Beguin, y Somoza intenta-ba fi-enar a los sandinistas, con el famoso comandante Cero toman-do palacios gubernamentales. Aquí cantaba sus cancioncillas Carlos Mejía Godoy y ios de Pa-lacagllina, que resultaban muy graciosas. Después supo la dere-cha que el dinero que les pagaba por sus actuaciones se lo gasta-ban en metralletas para el Frente Sandinista. Las Brigadas Rojas, con ese sentido de la oportuni-dad que caracteriza a los terro-ristas, acabaron la posibilidad del pacto histórico de comunistas 

De izquierda a derecha, Sadat, 
Carter y Begin, en Camp David. 
En el centro, ia marquesa de Vi-
iiaverde con ias medaiias y las jo-
yas. A la derecha, Louise Brown, 
la primera niña probeta. 

y democristianos en Italia y ase-sinaban —11 tiros en la región precordial— a Aldo Moro tras 50 días de angustioso secuestro y negociaciones para olvidar. 
Tuvimos ese año una esplén-dida cosecha de Papas. Acos-tumbrado como estaba el mundo a pontífices casi eternos, supi-mos de la muerte de Pablo VI, en Roma desde 1963, del brevísimo pontificado de Juan Pablo I (33 días) y de la llegada al Vaticano de un polaco rozagante, con nombre impronunciable, Karol Wojtyla, que optó por seguir la senda nominal de su antecesor y sobrellamarse Juan Pablo II. 
Muertes y nacimientos. En ju-lio, en un hospital de Manches-ter, llegaba a la vida la primera niña probeta, Louise Brown, quien trajo consigo la revolución de una nueva forma de fecundar. Quizá desde que el surafiicano Christian Baraard ensayara el trasplante de un corazón no se daba una novedad médica de tal calibre mundial. El marqués de Villaverde estaba en 1978 muy ocupado con los homenajes de la extrema derecha a su suegro, ya tres años enterrado, y no probó fortuna. Las pacientes infértiles tuvieron más suerte que los aquejados de dolencias cardia-cas unos años antes. 

Todos amigos 
La poh'tica en España transcu-rría marcada por el consenso. Santiago Carrillo era uno de los políticos omnipresentes. Abril Martorell envolvía a todo aquel 

que se le acercara a menos de un kilómetro y la derecha seguía donde siempre, dividida entre la contemplación de ios luceros y el hachazo al compañero. Tejero, con Ynestrillas, tema charlas de bar en la cafetería Galaxia, y la preocupación, a juzgar por la sentencia que les cayó —seis me-ses de arresto—, era más bien es-cap. Por las cámaras mortuorias ddAlianza Popular se paseaban, eligiendo nicho, Cruz Martínez' Esteradas, Gonzalo Femández de la Mora o Laureano López Rodó, que algo ajeno al mundo en que vivía llamaba en las Cor-tes Ĵe/n«/ al recién nombrado prsidente italiano, Sandro Perti-ni. Fraga, naturahnente, llevaba las riendas, y Antonio Hernán-dez Mancha acababa de dejar la guitarra eléctrica en un rincón de su cuarto juvenil, que seguro es-taba Ueno de banderines. 
Se celebraban por primera vez elecciones sindicales de ver-dad, y algún empresario empren-dedor se anunciaba en los perió-dicos vendiendo umas de mode-lo oficial. Comisiones ganaba y UGT sacaba la cabeza con fuer-za. Tanta, que Felipe González decía: "Hay una reladón de cau-sa a efecto entre un partido so-cialista fuerte y una UGT fuerte, y viceversa". Y algunos de los que ahora son ministros o altos cargos estaban muy lejos de su-poner que llegarían a tener coche oficial e incluso gastos reserva-dos. Pilar Miró, por ejemplo, su-fría en su carne los palos de la reacción y su Crimen de Cuenca se retiraba de los carteles. Cha-ves mandaba mucho en UGT, Solchaga tenía a Aranzadi bajo su mando en el Servicio de Estu-dios del Vizcaya y Carlos Rome-ro ya era subdirector general en Economía con Fuentes Quin-tana. 
Llegaba, por fin, el día 6 de di-ciembre y el referéndum consti-tucional. Blas Pifiar, a la salida del colegio electoral, dijo que ha-bía puesto un no tan grande como le permitía el tamaño de la papeleta. La defensa a ultranza de las propias creencias puede ser honorable. Pero cae más pena por 10 estupros que por uno. 


